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Victoria Ortega, la primera mujer que preside el CGAE
•	� Ha sido elegida por los decanos de los 83 colegios de abogados de entre las 

cinco candidaturas presentadas
•	� La nueva presidenta obtuvo el 56,62% de los votos
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ANÁLISIS

•	� Joaquín Latorre, socio 
responsable de PwC Tax And 
Legal Services. Pág. 7

•	� Xavier Ribas, abogado experto 
en compliance. Pág. 23

•	� Fernando Pindado, asesor 
jurídico de la ONCE. Pág. 32

¿Cobramos 
mucho los 
abogados?

ENTREVISTAS

Victoria Ortega recibe la felicitación de su predecesor en el cargo, Carlos Carnicer, tras el recuento de los votos el pasado 14 de enero.
Fuente: CGAE 
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OPINIÓN

Magistrado

L a reciente sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo de 24 de noviembre de 2015 

(rec.956/2015) aborda la valoración del daño 
moral derivado de la exigencia de responsabili-
dad contable por el Tribunal de Cuentas, que se 
ultimó con la absolución, pero que duró mas de 
veinte años en los que soportó daños en la ima-
gen personal, familiar y profesional, con resonan-
cia mediática. El Consejo de Ministros aceptó el 
funcionamiento anormal del Tribunal de Cuen-
tas y valoró el daño moral en 18.000 euros. El 
Tribunal Supremo, admitiendo que la demora 
del procedimiento contable afectó al recurrente 
y a su familia, obligándole a reiniciar su vida en 
ciudad y ambiente distinto, y soportando la tor-
menta mediática largo tiempo, estima el recurso 
contencioso-administrativo y eleva la indemniza-
ción a 50.000 euros. 

Mas allá del caso concreto, se ponen de re-
lieve las carencias de un instituto resarcitorio, el 
del daño moral, que no soporta el estándar de 
razonabilidad. El que sea difícil la singularización 
y evaluación del daño moral, no impide que pue-
dan establecerse legal o jurisprudencialmente 
criterios mínimamente objetivados, que dejando 

abierto un portillo a la discrecionalidad, al servi-
cio de la equidad, den una respuesta proporcio-
nada y socialmente aceptable.

Es sorprendente que los baremos propios 
de la valoración de daños materiales causados a 
personas en accidentes de tráfico sean meramen-
te orientativos en el ámbito contencioso-adminis-
trativo. Pero lo que sume en perplejidad Kafkiana 
es que el daño moral reciba distinta respuesta 
en la jurisdicción civil que en la jurisdicción con-
tencioso-administrativa. Y de asombro dantesco 
cabe calificar el que el daño moral por situacio-
nes sustancialmente similares sea monetarizado 
de forma distinta por órganos jurisdiccionales de 
lo contencioso-administrativo de distinto rango 
o territorio, e incluso por Secciones de la misma 
Sala. 

Por ejemplo, las demandas de responsabili-
dad médica suelen ir acompañadas de reclama-
ciones de indemnización por daños morales, bien 
como efecto asociado a los daños físicos o bien 
por deficiencias del consentimiento informado o 
de la llamada pérdida de oportunidad. En este 
campo sectorial, al igual que en cualquier otro 
que provoque daños morales, la ausencia de cri-
terios predeterminados vinculantes propicia el 
tránsito del arbitrio judicial a la arbitrariedad, de 
lo razonable a lo disparatado y de la seguridad 
jurídica hacia la aleatoriedad. 

En el ámbito de la física cuántica, la imposi-
bilidad de determinar simultáneamente con pre-
cisión la posición o velocidad de una partícula no 
impide que el científico establezca una valoración 
aproximativa apoyándose en términos de pro-
babilidad lógica o estadística. Sin embargo, en 
materia de valoración jurídica de daños morales, 
parece que el sistema ha renunciado a la objetivi-

dad pese a que todo Estado de Derecho repugna 
la incertidumbre unida a la arbitrariedad. Así, el 
abogado reclamante se ve empujado a la conje-
tura al alza de la valoración de daños morales y el 
juez a la conjetura a la baja de los mismos. 

Ello sin olvidar la cruel secuela procesal de 
que al no existir pauta o baremo para fijar el daño 

moral, tampoco existe amparo jurídico específico 
para fundamentar el recurso, aunque la cantidad 
otorgada en sentencia sea miserable o desor-
bitada, pues la indefinición la soportan tanto el 
particular reclamante como la Administración 
demandada. Es más, la valoración del daño en 
primera instancia, salvo manifiesta arbitrariedad, 
no es objeto de revisión en casación por el Tribu-
nal Supremo.

De ahí que apremia la fijación legal o juris-
prudencial de unos mínimos criterios de valora-
ción del daño moral, bien sea con referencia a 
porcentajes de los daños materiales asociados, 
bien fijando tablas de indemnizaciones sobre la 
base de la tendencia dominante de precedentes 
judiciales en casos similares, o cualquier otro cri-
terio objetivo (edad, capacidad económica, consi-
deración social de tales situaciones, etc). El reto 
es reducir sustancialmente el cheque en blanco 
que prácticamente disfruta la justicia contencio-
so-administrativa en esta materia, y que no im-
pediría dejar la espita abierta a la equidad para 
moderar y ajustar tales pautas al caso concreto. 

En su defecto, es exigible un serio esfuerzo 
expositivo a las sentencias de las razones que 
avalan su valoración del daño moral, aunque la 
mejor garantía para la justicia del caso concreto 
radica en la empatía jurisdiccional, esto es, en 
que los magistrados se pongan en lugar y situa-
ción afectiva del que sufre el daño moral. Y así, 
volviendo a la referida sentencia del Tribunal 
Supremo, nos preguntaríamos si realmente los 
magistrados se han puesto en la piel del pobre 
diablo para considerar justa compensación los 
50.000 euros por el daño moral de veinte años 
de soportar la inquisitorial actuación del Tribunal 
de Cuentas.

La escurridiza valoración del daño moral, a la palestra

Es sorprendente que 
los baremos propios 
de la valoración de 
daños materiales 
causados a personas en 
accidentes de tráfico sean 
meramente orientativos 
en el ámbito contencioso-
administrativo

A finales del pasado mes de octubre el Consejo 
General de la Abogacía Española realizó mil en-
trevistas a ciudadanos representativos del con-
junto de la población española para conocer la 
imagen que de la Administración de Justicia tiene 
nuestra sociedad. De las distintas conclusiones al-
canzadas me ha resultado llamativo que un 73% 
de los encuestados piensen que “en muchas oca-
siones no sirve de nada ganar un pleito pues en la 
práctica la sentencia es papel mojado ya que o no 
se cumple o se cumple tarde y mal”.

No comparto en absoluto esta percepción. La 
frase contiene diversas consideraciones que qui-
siera desgranar:

1)	 Que en “muchas” ocasiones no sirve de 
nada ganar un pleito: el adverbio “muchas” es 
muy ambiguo. ¿Qué hemos de entender por “mu-
chas”? He buceado en la página web del CGPJ en 
la que abundan, entre otras informaciones, un 
gran número de estadísticas y no he encontrado 
–o no he sabido hacerlo– el porcentaje de senten-
cias dictadas que se den por cumplidas. No me 
atrevo a dar una cifra, pero pienso que éstas no 
son “muchas” y que en todo caso estamos hablan-
do de las menos.

2)	 Que las sentencias no se cumplen o se 
cumplen tarde y mal: se trata de una afirmación 
demasiado genérica ¿Cuándo ocurre eso? ¿En to-
das las jurisdicciones o en algunas en particular? 
Examinemos cada una de ellas para intentar en-
contrar el foco del problema.

-	 Jurisdicción civil y mercantil: no creo que 
aquí esté el problema máxime cuando con un ade-
cuado asesoramiento y una buena praxis del letra-
do que lleva la defensa del asunto se puede reducir 
mucho el porcentaje de sentencias fallidas:

(i)	 Antes de interponer una demanda, si es de 
naturaleza económica, se puede/debe hacer una 
averiguación sobre la solvencia del demandado. El 
resultado obtenido ha de ser casi decisivo para to-
mar la decisión de interponer o no la acción.

Es esencial que informemos al cliente de for-
ma clara, precisa y pedagógica sobre de los ries-
gos que su pleito conlleva aunque las perspectivas 
de éxito sean altas: costes, duración, obstáculos y 
trabas que puede plantear la parte contraria, difi-
cultades que nos podemos encontrar para hacer 
cumplir la Sentencia, etc. Si el cliente dispone de 
toda esa información evitaremos muchas frustra-

ciones futuras y mitigaremos la percepción ne-
gativa que sobre el funcionamiento de la Justicia 
parece que existe.

(ii)	 Las medidas cautelares –en los casos que 
proceda sus solicitud– pueden aseguran el bien 
objeto de reclamación. Éstas se pueden solicitar 
con la demanda o incluso con anterioridad a la 
presentación de la misma, de manera que el clien-
te tendrá desde el inicio del procedimiento la tran-
quilidad de que, en caso de que se las concedan, 
su reclamación se verá satisfecha.

(iii)	Desde el año 2000 la profunda reforma 
de la LEC permite ejecutar provisionalmente una 
sentencia sin necesidad de prestar fianza, lo cual 
facilita mucho el cumplimiento –forzoso– de las 
mismas.

-	 Jurisdicción laboral: el desencanto tam-
poco creo que radique aquí pues las reclama-
ciones económicas derivadas de un contencioso 
laboral quedan cubiertas siempre, en último tér-
mino, por el FOGASA. En todo caso sería deseable 
que los plazos de cobro de esos emolumentos se 
acortaran para no poner en riesgo las economías 
familiares, pues en ocasiones se demoran un año 
o más.

-	 Jurisdicción penal y administrativa: aquí 
sí parece estar el vivero de sentencias que mayor 
sensación de “papel mojado” pueden generan. Se-
guramente coincide con los casos más mediáticos y 
eso, inconscientemente, acentúa esa sensación. 

Cuando la Justicia es lenta deja de ser Justicia 
porque el ciudadano necesita que su derecho se 
vea resarcido de forma casi inmediata. Pero des-
graciadamente esa inmediatez es materialmente 
imposible porque todos los casos precisan de un 
mínimo tiempo para su tramitación y, cuanto más 
complejos, más tiempo precisan. 

En este sentido los diversos operadores jurídi-
cos podemos hacer mucho para acercar la justicia 
al ciudadano, para que conozca su funcionamien-
to, el procedimiento y el porqué del mismo, del 
tiempo que ocupa todo ello, informarle del trabajo 
arduo y sordo que nuestros jueces están realizan-
do en todas esas causas que aparentemente están 
paradas aunque no lo estén, y que todo ello lo ha-
cen precisamente para evitar que la futura senten-
cia que vayan a dictar sea papel mojado.

Ocurre, en ocasiones, que la ejecución de una sen-
tencia puede determinar un perjuicio mayor que 
el derivado de su inejecución. El supuesto está 
contemplado con carácter general en el art. 18.2 
de la LOPJ, que tras indicar que “las sentencias se 
ejecutarán en sus propios términos”, puntualiza 
que “si la ejecución resultara imposible, el Juez 
o Tribunal adoptará las medidas necesarias que 
aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria y 
fijará en todo caso la indemnización que sea pro-
cedente en la parte en que aquella no pueda ser 
objeto de cumplimiento pleno”.

La imposibilidad de que trata el precepto, 
que parte del principio de “proporcionalidad”, 
puede ser fáctica (tanto técnica como en términos 
de beneficio-coste) o jurídica (al concurrir intere-
ses y derechos opuestos). 

Una aplicación práctica de esta norma gene-
ral la ha llevado a cabo la reciente reforma de la 
Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa, 
introducida en virtud de la Ley Orgánica 7/15 de 
21 de julio, modificadora también de la LOPJ.

Resulta que, al hilo de la burbuja de la cons-
trucción experimentada en nuestro país en la 
pasada década, fallaron estrepitosamente los 
mecanismos de control de la Administración, 
especialmente los de carácter preventivo, pro-
duciéndose un gran número de construcciones 
que tiempo después los Tribunales terminaron 
declarando ilegales por contrarias a la normativa 
urbanística, pero sin que la Administración diera 
publicidad alguna, mediante las anotaciones co-
rrespondientes en el Registro, de los expedientes 
y procedimientos judiciales incoados al respecto. 
Por esta falta de diligencia administrativa, resultó 
que gran número de ciudadanos, tanto españo-
les como extranjeros, adquirieron, como consu-
midores finales, viviendas y locales en edificios, 
aparentemente sanos, pero que después fueron 
declarados faltos de la necesaria licencia, conlle-
vando las sentencias correspondientes la ejecu-
ción de la correspondiente orden de derribo.

Como quiera que la estricta aplicación de 
estas sentencias conllevaba una ejecución erga 
omnes de su fallo, hasta el punto de afectar a los 
terceros de buena fe protegidos por el art. 34 de 
la Ley Hipotecaria, y enfrentaba la normativa y ju-
risprudencia contenciosa (Ss. 26-9-06, Ar. 6665, 
4-2-09, Ar. 3306) con la normativa y jurispruden-
cia civil (Ss. 26-1-00, Ar. 121, 17-6-03, Ar. 5845), 

esto hizo recapacitar al legislador, buscando una 
solución atemperadora de tan nefasta situación.

El hecho además de que tales demoliciones 
pudieran conllevar una carga económica extraor-
dinaria para los ciudadanos de los municipios 
afectados, no solo por el coste de la demolición 
en sí, sino también por el probable pago de in-
demnizaciones a los adquirentes de buena fe, 
ante la presumible insolvencia de las promotoras 
y vendedores intervinientes, junto con la implica-
ción de un gran número de perjudicados, incluso 
de otros países de la Unión Europea, con quejas 
a las Instituciones Comunitarias sobre la falta de 
seguridad jurídica en España, ha llevado a que el 
legislador de nuestro país haya introducido una 
norma flexibilizadora en el apartado 3 del art. 108 
de la citada Ley de la jurisdicción contenciosa en 
virtud de la reforma citada.

Dispone este nuevo precepto que antes de 
llevarse a efecto la demolición, el Tribunal “exi-
girá como condición previa… la prestación de ga-
rantías suficientes para responder del pago de las 
indemnizaciones debidas a terceros de buena fe”.

Se salva así la aparente antinomia existente 
entre el principio general de ejecución estricta de 
las sentencias, especialmente las que afectan al 
orden público de carácter erga omnes, y la pro-
tección de los terceros de buena fe que recoge 
la legislación hipotecaria, y se hace todo ello sin 
afectar gravemente al principio de seguridad ju-
rídica que sanciona el art. 9.3 de la Constitución. 

Y es que “tan constitucional es una ejecución 
de sentencia que cumple el principio de identidad 
total entre lo ejecutado y lo establecido en el fallo, 
como una ejecución en la cual, por razones enten-
dibles, la condena sea sustituida por su equiva-
lente pecuniario” (T.C. 17-10-91, Ar. 194). Y si pue-
de ser sustituida, es obvio que también puede ser 
condicionada, pues es máxima jurídica “qui potest 
plus, potest minus”.

Un modo de legislar muy inteligente y todo 
un acierto, en nuestra opinión, que ya tenía como 
precedente la reforma del Código Penal realizada 
en virtud de L.O. 1/15 de 30 de marzo, que dispu-
so en el número 3 del art. 319, que los Tribunales 
“condicionarán temporalmente la demolición a la 
constitución de garantías que aseguren el pago” 
de las indemnizaciones debidas a los terceros de 
buena fe.

¿Considera que las sentencias son en muchas ocasiones papel mojado?

LA CARA Y LA CRUZ

Alfonso Gili Jáuregui
Socio  
Departamento Derecho Civil y Procesal (Roca Junyent)

JOSÉ RAMÓN 
CHAVES GARCÍA

Aquilino Yáñez de Andrés
Abogado
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FOROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL

Director nacional: Javier López y García de la Serrana

Lugares de celebración:
·   Sabadell: 28 enero · Madrid: 4 febrero · Granada: 9 febrero
·   Próximamente: Alicante, Bilbao, Oviedo y Valencia

Características:
·   Visión práctica de todas las cuestiones de máxima actualidad en materia de Responsabilidad Civil
·   Análisis de las tendencias jurisprudenciales que se van adoptando por los tribunales.

Los conocimientos adquiridos te permitirán:
·   Conocer los últimos criterios jurisprudenciales del Tribunal Supremo  

y de los Tribunales Superiores de Justicia.

·   Manejar con soltura los criterios de la Audiencia Provincial del lugar  
donde se celebre el foro en materia de responsabilidad civil.

·   Tener un conocimiento exhaustivo de todas las cuestiones  
de máxima actualidad relacionadas con el derecho de Responsabilidad Civil

·   Adquirir la seguridad jurídica necesaria para enfrentarse a las cuestiones  
que puedan surgir el caso encomendado por el cliente. 

·   Seguridad en el momento de interponer recursos

Encuentros mensuales entre profesionales diseñados con el objetivo de dotar  
de seguridad jurídica al profesional que tiene que enfrentarse a un procedimiento en esta materia.

UN NUEVO DERECHO AL ALCANCE DE TU MANO

T.  +34 91 754 90 16
www.aranzadi.es/cursos
aranzadi.formacion@thomsonreuters.com

NUEVOS CAMINOS POR DESCUBRIR
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ESTADÍSTICA

Las condenas por violencia de género se incrementan por tercer trimestre 
consecutivo

La estadística del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género refleja que las sentencias 
por condenas por violencia de género dictadas por los órganos judiciales españoles, han experimen-
tado un  incremento por tercer trimestre consecutivo. De las 33.705 denuncias presentadas durante 
el referido periodo, 32.484 han sido de mujeres como víctimas de violencia machista, lo que supone 
un incremento interanual del 1,5%. Además, 9.723 del total de denuncias eran de mujeres extranjeras 
(un 31,5%).

Durante el tercer trimestre de 2015 el porcentaje de condenas sobre el total de las sentencias dicta-
das fue de un 64,1%, cifra igual que en el mismo período del año anterior, que refuerza el  incremento 
con el que se comenzó  en el primer trimestre de este año (un de 61,4%) y que se mantuvo con un 
leve aumento durante  el segundo trimestre (un 62,4%). Los juzgados y tribunales dictaron en este 
tercer trimestre del año un total de 9.863 sentencias penales, de las que 6.322 fueron condenatorias 
y 3.541, absolutorias. En las Audiencias Provinciales es donde  mayor porcentaje de condenas a mal-
tratadores se produjeron, con más de un 86%, seguidas de los juzgados de violencia sobre la mujer, 
con algo más del 81%. 

MAGISTRATURA

Histórico acuerdo de las cuatro asociaciones judiciales para mejorar la 
Justicia 

Las cuatro asociaciones de jueces: Jueces para la Democracia (JpD), la Asociación Profesional de la 
Magistratura (APM), la Asociación Judicial Francisco de Vitoria (AJFV) y el Foro Judicial Independien-
te, han conseguido  ponerse de acuerdo por primer vez y desde hace años para asentar las bases de 
un proyecto que tiene como finalidad mejorar la Justicia. Las mencionadas asociaciones revindican 
que "la Justicia no puede estar al albur de los vaivenes e intereses políticos", sosteniendo que “la 
Justicia debe ser una prioridad”, que esperan pueda ponerse en marcha en  la siguiente legislatura. 
El proyecto, que contiene nueve puntos, fue presentado por el nuevo presidente de la APM, Manuel 
Almenar. Una de sus líneas fundamentales consiste en  fortalecer la independencia del  CGPJ, cuya 
renovación debe "quedar al margen de las tensiones políticas". Para esto es  "imprescindible" que la 
designación de sus miembros se realice mediante  elección directa de los propios jueces y que cuen-
tan con dedicación plena. Además de la reforma del CGPJ, las asociaciones reclaman "redefinir las 
competencias" que ahora, en función de la Comunidad Autónoma, están o no transferidas, creando 
"ciudadanos de primera o ciudadanos de segunda". También solicitan un nuevo modelo de carrera 
judicial y de organización territorial y funcional de la Justicia que implique revisar las categorías pro-
fesionales.

TRIBUNALES

El número de litigios en los órganos judiciales desciende un 2,1% en el 
tercer trimestre del año  

Los litigios ingresados en los órganos judiciales durante el tercer trimestre del 2015 han descendido 
un 2,1%, respecto al tercer trimestre del 2014. En el referido periodo ingresó un total de dos millones 
de asuntos en los juzgados españoles, con un aumento de pleitos interanual del 11,7 % en la jurisdic-

ción civil y un descenso de los mismos del 0,5% en el resto de jurisdicciones. En la jurisdicción penal 
el descenso ha sido del 5,5%  y tanto en la jurisdicción social como en la contenciosa de un 4,3%. 
De los 2.001.182 de asuntos que entraron en los juzgados españoles durante el tercer trimestre del 
2015, 1.942.504 fueron resueltos por los tribunales en ese periodo, quedando pendientes en trámite 
2.513.906.

La tasa de litigiosidad en el conjunto de España, es decir el número de asuntos por cada mil habi-
tantes, ha sido de 42,9. Cabe destacar tres comunidades con una tasa de litigiosidad superior a la 
nacional: Baleares (57,3), Andalucía (49,4) y Madrid (48,2), seguidas muy de cerca por Canarias (47), 
Comunidad Valenciana (44,2) y Cantabria (43,5). Las comunidades con tasa de litigiosidad más baja 
fueron: La Rioja (28,8) y País Vasco (29,1). 

NUEVAS TECNOLOGÍAS APLICADAS AL DERECHO

Julio de 2016 y enero de 2017, próximas fechas clave para la digitalización 
de la Justicia 

La entrada en vigor el pasado 1 de enero de la obligatoriedad  para los profesionales de la Justicia del 
empleo de medios electrónicos en las comunicaciones con la Administración de Justicia, tendrá un 
desarrollo progresivo durante los próximos doce meses. Con motivo del reciente balance que el mi-
nistro de Justicia ha realizado sobre la aceleración de la Justicia en entornos digitales, Rafael Catalá 
recordó las próximas fechas clave en esta materia, que son fundamentalmente dos. 

Por un lado, a partir del 7 de julio de 2016 todas las administraciones con competencias en materia 
de Justicia estarán obligadas a realizar la tramitación electrónica de los procedimientos judiciales, 
como establece la Ley 18/11 de 5 julio reguladora del uso de las tecnologías de la comunicación y 
la información en la Administración de Justicia. Por el otro, a partir del 1 de enero de 2017 entrará 
en vigor la obligatoriedad de utilizar medios electrónicos con la Administración de Justicia para las 
administraciones y organismos públicos y a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Dicha 
obligación también alcanzará  a las personas que, sin representación o asistencia por un profesional 
de la Justicia, estén obligadas a comunicarse a través de medios electrónicos con la Administración 
de Justicia. Además, a partir de esta fecha los ciudadanos podrán ejercer su derecho a relacionarse 
telemáticamente con esta administración cuando no sea perceptiva la intervención de un profesional. 

RANKING

Cuatrecasas, Gonçalves Pereira, a la cabeza en volumen de operaciones 

Thomson Reuters, Mergermarket y Bloomerg sitúan a Cuatrecasas, Gonçalves Pereira  en el número 
uno del ranking por volumen de transacciones en el área de Iberia. Presidida por Rafael Fontana, 
Cuatrecasas, Gonçalves Pereira  posee el mayor porcentaje de cuota de mercado tanto en España 
como en Portugal y con ello afianza la posición respecto de ejercicios pasados. Los ranking también 
lo sitúan a la cabeza en operaciones asesoradas a lo largo de 2015 en España. En segundo lugar, se-
gún el ranking  de Megermarket se encuentra Garrigues y la tercera posición la ocupa Uría Menéndez. 
No así el escalafón de Bloomberg, en cuyo puesto segundo está Uría Menéndez y cierra el podio con 
Clifford Chance.

En el año 2015 se han superado las cifras previas a la crisis en las que se refleja la vuelta de las gran-
des operaciones a nivel mundial, sobre todo de adquisiciones y fusiones en el sector energético, de 
consumo, financiero y farmacéutico. 

Ha sido Actualidad Jurídica

Abogado y escritor 

E n mi anterior tribuna traté de recopilar las 
soluciones legislativas y jurisprudenciales 
a los conflictos más controvertidos que 

afectan tanto a los profesionales de la fotografía 
como a cualquiera que hayamos disparado una 
instantánea: publicación de fotografías de me-
nores, uso de fotografías inconsentidas en pro-
cedimientos judiciales, divulgación en medios de 
comunicación de fotografías extraídas de redes 
sociales, condiciones de Facebook, marco legal 
de las selfies… La verdad es que se me quedó 
corta la columna, porque hoy en día nuestra vida 
está retratada de principio a fin; y la vida implica 
conflicto.

También anunciaba que iba a coordinar una 
jornada jurídica sobre el tema (ya la tercera), en 
la que se pusieron sobre la mesa aquellas cues-
tiones y muchas otras. En esta tribuna-secuela, 
con la que pretendo completar el análisis empe-
zado en la precedente, os traigo a colación una 
que considero especialmente interesante para 
nuestro día a día en el foro: ¿Pueden tomarse fo-
tografías en los edificios judiciales?

En la primera sesión de estas jornadas, Luis 
Fernando Santos del Valle, secretario de la Sala 
de Gobierno del TSJ de La Rioja, comenzó decla-
rando: “¿Vale todo? No, pero sí casi todo”. Defen-
dió la presencia de cámaras en la celebración de 
los juicios como modo de cumplir con el derecho 
a la información y acercar la justicia al ciudadano, 
pero haciéndolo de forma pautada conforme a la 
escasa regulación que existe sobre el tema: arts. 

24 y 120 de la CE que recogen la publicidad de 
las actuaciones judiciales; art. 20 CE que recoge 
la libertad de información; art. 18 de la CE que 
recoge el derecho a la propia imagen, así como 
los derechos al honor y a la intimidad personal y 
familiar, derechos que operan como un límite al 
derecho de libertad de información; art. 232 de la 
L.O.P.J. que establece que excepcionalmente los 
Jueces y Tribunales pueden limitar el ámbito de la 
publicidad; art. 680 de la LECrim. que establece 
que las sesiones del juicio oral podrán tener lugar 
a puerta cerrada en ciertos supuestos, en corres-
pondencia para otras jurisdicciones con el art. 138 
de la C.E. y art. 4 LEC; y ya sin rango legal, la Car-
ta de Derechos de los ciudadanos ante la Justicia, 
el Plan de Trasparencia Judicial y el Protocolo de 
Comunicación de la Justicia.

Me parecieron interesantes los comentarios 
acerca de la importancia de evitar los juicios 
paralelos y de la necesidad de que el periodista 
cuente con una fuente solvente en la sede judicial 
para evitar buscar la información en los pasillos. 
“El principio de publicidad de la Justicia es una 
garantía que fortalece la confianza en la Justicia 
y fomenta la responsabilidad de los propios órga-
nos judiciales”, se dijo.

Como conclusiones, he querido señalar las 
siguientes:

1.  Es a los Juzgados y Tribunales a los que 
compete asegurar que las vistas y juicios orales 
sean públicos, salvo que excepcional y motiva-
damente (en atención a los principios de propor-
cionalidad y ponderación, según la STC 57/2004 
de 19 de abril) acuerden su celebración a puerta 
cerrada. Siendo así, son ellos los que pueden 
ampliar, restringir o incluso condicionar la publi-
cidad de los juicios. En general se permitirá a los 
fotógrafos y cámaras captar imágenes antes de 
comenzar el juicio, en los recesos y al final.

2.  El acceso a los edificios judiciales es libre 
y por lo tanto sólo puede restringirse por motivos 
de seguridad, pudiendo en su caso exigirse acre-
ditación.

3.  No se pueden obtener imágenes en las 
dependencias donde se encuentren los testigos 
protegidos o los miembros del jurado. Tampoco 
en las oficinas judiciales, salvo permiso expreso.

4.  Los pasillos u otras dependencias de los 
edificios judiciales no son fuente de información 
(STC 56/2004 de 19 de abril), lo que exige un 
compromiso de los medios que, en todo caso, han 
de respetar el Código Deontológico, límite natural 
de toda profesión. De acuerdo con dicha doctrina 
constitucional, no se podrán tomar imágenes ni 
fotografías fuera de las salas de vistas donde se 
ejerce la labor jurisdiccional en audiencia pública.

5.  En todo caso deben salvaguardarse los 
derechos fundamentales, en especial el derecho 
a la presunción de inocencia y los derechos al ho-
nor, a la intimidad y a la propia imagen.

“Ante la duda -concluyó el secretario-, pru-
dencia”.

Por lo demás, aparte de la casuística tratada 
en mi tribuna anterior y de estos comentarios so-
bre el foro, como abogados hemos de tener siem-
pre presente que la base de cualquier pleito sobre 
propiedad intelectual de una instantánea radica 
en diferenciar acertadamente entre obras foto-
gráficas (con la protección máxima del artículo 14 
y cc. LPI) y meras fotografías (que solo disfrutan 
de los derechos de explotación del artículo 17 y 
cc. LPI). La pregunta del millón es quién decide 
cuándo estamos ante una u otra. La respuesta: el 
juez, amparándose en los criterios sobre dimen-
sión creativa y esfuerzo intelectual de quien hace 
la fotografía, más allá de la corrección técnica, 
que expone la STS 5/4/2011.

Ahora ya podemos hacernos selfies con la 
toga con cara de orgullo, porque poco a poco 
podremos ir contestando con cierta seguridad 
(¿existe esta palabra realmente en el universo 
jurídico?) a cualquier pregunta de estos clientes 
que, de un tiempo a esta parte, tienen un tercer 
ojo que usan más que ninguno: la temeraria cá-
mara del móvil.

Fotografías en sedes judiciales

ANDRÉS 
PASCUAL

El acceso a los edificios 
judiciales es libre y 
´por lo tanto´ sólo 
puede restringirse por 
motivos de seguridad

Los pasillos u otras 
dependencias de los 
edificios judiciales 
no son fuente de 
información (STC 
56/2004 de 19 de abril)
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DELITOS TRIBUTARIOS

La ‘Lista Falciani’ puede ser usada como prueba en un proceso penal 
La polémica Lista Falciani puede ser considerada como prueba lícita y eficaz como pare enervar 
la presunción de inocencia. Así lo ha determinado la Audiencia Provincial de Madrid que, en una 
reciente sentencia, ha confirmado la pena de siete años de prisión impuesta a un empresario por 
tres delitos contra la Hacienda Pública y al pago de 20 millones de euros en multas. La Lista Fal-
ciani es una relación que contiene los nombres de unos 130.000 potenciales evasores fiscales con 
cuentas no declaradas en la sucursal en Ginebra (Suiza) del banco británico HSBC. La lista sirvió 
en el año 2010 para identificar a 659 presuntos evasores fiscales en España. La Agencia Tributaria 
española, en una decisión muy criticada como "trato de favor", notificó a 558 de ellos para que 
regularizaran su situación.

El acusado alegó la utilización de prueba ilícita en su contra a raíz de que las autoridades tribu-
tarias francesas comunicaran en 2010 a las españolas que este empresario tuvo disponibilidad 
sobre los fondos ingresados en doce cuentas en la citada sucursal, y que no había presentado las 
autoliquidaciones de IRPF correspondientes a los ejercicios 2005 y 2006 y del Impuesto sobre el 
Patrimonio de 2006. La deuda tributaria ascendía  los 4,5 millones de euros. La Sala resuelve de 
acuerdo con el criterio de la Fiscalía, que considera que las informaciones de Falciani son admisi-
bles como prueba en el proceso penal.

JURISPRUDENCIA

El TS confirma que la ‘pausa del bocadillo’ no disfrutada debe 
remunerarse 

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha confirmado que la pausa del bocadillo no disfruta-
da, implica un remanente sobre la jornada habitual ordinariamente exigible. Por ello, debe ser 
retribuido con una compensación adicional, aunque no como si fuese hora extra, “no sólo con la 
remuneración propia del tiempo efectivo de trabajo y a través del pactado salario mensual, sino 
también con la cantidad adicional prevista para tal supuesto específico en la normativa conven-
cional aplicable”. 

De este modo el Alto Tribunal estima el recurso de ADIF interpuesto contra la sentencia de la 
Audiencia Nacional quien, a sensu contrario, entendía que los periodos de descanso por refrigerio 
(de entre 20 y 30 minutos) que no pueden ser disfrutadas por el trabajador tenían que conside-
rarse como horas extraordinarias, puesto que aumentaban la jornada ordinaria de trabajo de los 
trabajadores que no lo disfrutaban. La Audiencia en el caso de ADIF, mantenía en su argumento la 
aplicación del artículo 197 de  la normativa laboral de RENFE, que prevé una compensación para 
quienes no gocen de ese descanso. El Supremo disiente con la estimación como horas extraordi-
narias realizada por la Audiencia y afirma que les corresponde una retribución complementaria, 
pero que no es jornada extra porque es un periodo de descanso no disfrutado que entra dentro del 
tiempo máximo de trabajo convenido colectivamente.

ABOGACÍA EUROPEA

El letrado francés Michel Benichou, nuevo presidente del CCBE

El hasta ahora vicepresidente tercero del Consejo de la Abogacía Europea (CCBE), Michel Be-
nichou, ha sido elegido para presidir la citada organización, que representa a más de un millón 
de abogados de 45 países (32 miembros y los 13 restantes asociados). El nuevo presidente de 
la Abogacía Europea toma el relevo en el cargo a la letrada polaca Maria Ślązak. Además de su 
cargo como vicepresidente del CCBE desde 2012, Benichou ha ostentado importantes responsa-
bilidades, como decano del Colegio de Abogados de Grenoble (Francia), así como la presidencia 
del Conseil National des Barreaux y de la Conférence des Bâtonniers de Francia. Asimismo, ha 
presidido la Federación de los Colegios de Abogados de Europa (FBE). Junto a Benichou, al frente 
de los principales cargos de la CCBE estarán: Ruthven Gemmell WS (Reino Unido) como vicepresi-
dente primero, Antonin Mokry (República Checa) como vicepresidente segundo, y Jose de Freitas 
(Portugal) como vicepresidente tercero.

 El CCBE tiene estatuto de Asociación Internacional de derecho belga sin fines lucrativos, con sede 
en Bruselas, donde fue fundado en 1960. En cuanto a sus miembros, a día de hoy lo son todos los 
Consejos de la Abogacía de los 27 Estados miembros de la Unión Europea y de los tres Estados 
miembros del Espacio Económico Europeo (Islandia, Liechtenstein e Islandia), así como Suiza.

El ´mínimo vital´ alimenticio: ´De paupertate 
non curat praetor´

Catedrático de Derecho Civil

P or lo común, los pleitos ali-
menticios paternofiliales se 
planteaban entre progenitores 

e hijos mayores de edad que carecían 
de ingresos por una razón u otra, y se 
resolvían con resultados diversos, en 
función de la conducta abandonada 
o proactiva del hijo para buscarse la 
vida. Pero desde que la pobreza sacu-
de a sectores crecientes de la pobla-
ción, asistimos, incluso en casación, 
a controversias de alimentos promo-
vidas en nombre de hijos menores 
contra padres que se encuentran en 
pobreza, en indigencia absoluta. Y ha 
aparecido el concepto de mínimo vital. 
Estamos hablando de 100-150 euros, 
cantidades menudísimas por cuya 
condena se llega incluso a la casación. 
Se quiere inducir del mandato del art. 
39 CE una especie de derecho residual 
inconmovible de los hijos, siquiera 
reducido a tan magra cantidad, pero 
inevitablemente se acaba chocando 
con el art. 152.2º CC, y emerge la co-
rrespondiente reserva vital del mínimo 
vital de los padres menesterosísimos. 

Muchas veces la contienda alimen-
ticia se ha polemizado en contextos to-
davía manejables. La jurisprudencia es 
claramente proclive al menor, cuando 
el padre no hace lo que se espera de 
él para ganarse la vida o cuenta con 
posibilidades de ingresos (incluso en 

la economía sumergida) no explora-
das. Pero estas divagaciones tienen 
que enfrentarse finalmente a los casos 
extremos en que el progenitor es pobre 
de solemnidad, vive casi de la caridad 
de sus propios familiares y ha sido defi-
nitivamente expulsado del mercado de 
trabajo. Normalmente, es un enfermo 
o un discapacitado.

En rigor, el debate jurídico en estas 
fronteras de la indigencia se vuelve in-
sustancial. Se puede discutir hasta la 
saciedad si el art. 39.3 CE reconoce un 
derecho constitucional de los menores 
a prueba de la pobreza absoluta de 
sus padres. Se puede especular si el 
art. 152.2º CC se aplica cuando los ali-
mentistas son hijos sujetos a la patria 
potestad. En rigor, ni siquiera se trata 
de un problema de ponderación entre 
intereses vitales concurrentes, porque 
con la pobreza absoluta no hay nada 
que ponderar. Los tribunales divagan 
en estos casos terminales con catego-
rías jurídicas inservibles, como la de si 
el deber de alimentos se puede sus-
pender pero no se suprime, sobre si las 
deudas de alimentos (que son deudas 
de dinero) se extinguen o no por fuerza 
mayor, por imposibilidad absoluta de 
incumplimiento. En el fondo es incluso 
irrelevante que el progenitor sea o no 
merecedor de reproches por conductas 
o abandonos pasados. Lo que impor-
ta es que los alimentos no se pueden 
prestar.

El problema es a la vez de mini-
mis y de maximis. Lo primero, porque 
se trata de cantidades tan miserables 
que no servirán para asegurar al hijo 
un pronóstico de vida decente. Lo se-
gundo, porque toda condena que se 
produzca en estos contextos es ineje-
cutable. Puede acaso, haciéndose un 
esfuerzo, cumplirse hoy. Pero no se 

cumplirá mañana o pasado. Instar un 
nuevo proceso, de ejecución de sen-
tencia de condena, es un esfuerzo y 
un coste social fútil. Y lo único que se 
consigue con la artificiosa subsistencia 
del problema en el terreno de lo jurídi-
co es que el progenitor sea condenado 
–nueva condena fútil, infamante aca-
so, pero inconducente a ningún re-
sultado provechoso– por un delito de 
abandono de familia.

Es digna de nota esta persistencia 
en retener estos conflictos en el seno 
del Derecho privado, del Derecho en 
general. Ni de mininimis ni de maximis 
curat praetor. Resulta incluso ofensivo 

que se polemice sobre fundamentos 
éticos y límites del art. 39 CE. Porque 
la cuestión tiene que considerarse ya 
escapada del seno de este precepto. 
El Derecho privado sólo funciona con 
gente acomodada. El Derecho privado 
sólo es eficaz si la litigación del con-
flicto puede internalizar el coste de la 
solución final en los bolsillos de uno 
de los contendientes. En ese territorio 
donde el clamor humano non liquet 
en Derecho, el juzgador no tiene otro 
remedio que entregar el menor a ins-
tituciones públicas, a organismos asis-
tenciales, a hospicios, a oficinas que 
gestionen pensiones de subsistencia, 

dejar en paz al padre. El Derecho pri-
vado tiene sus límites, y es una falacia 
porfiar en que este Derecho dispone 
de recursos para afrontar los retos que 
crea la indigencia social y la desestruc-
turación de las relaciones familiares 
de resultas de la pobreza. Es curioso y 
digno de reflexión que las leyes nuevas 
sólo hayan hecho uso del concepto de 
“umbral de exclusión social” para tra-
tar incumbencias de deudores hipote-
carios y no llanamente para endosar al 
Estado el coste de la pobreza familiar. 
Por debajo del umbral de exclusión, el 
Derecho privado de alimentos pater-
nofiliales es una ilusión.

ÁNGEL 
CARRASCO 
PERERA
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ANÁLISIS

Abogada en el departamento de IP en 
Garrigues

En ocasiones los delincuentes, sobre 
todo los llamados delincuentes de 
guante blanco, pretenden proteger su 
honor, olvidando que el delito merece 
reproche social con independencia de 
sus consecuencias legales. Por otra 
parte, son muchas las personas que se 
ven involucradas en procedimientos 
judiciales iniciados por terceros con 
fines espurios, a pesar de carecer de 
cualquier responsabilidad. 

¿Cómo puede protegerse la repu-
tación de una persona en el marco de 
un proceso judicial desde la perspec-
tiva legal? La respuesta vendrá con-
dicionada por la veracidad y el interés 
público de la información. No puede 
darse el mismo tratamiento legal a 
una crisis reputacional generada por 
un proceso judicial relativo a hechos 
que son claramente constitutivos de 
delito, que a otro supuesto donde los 
hechos no son ciertos. 

Ante una crisis reputacional gene-
rada por un proceso judicial, no será 
recomendable, en general, el ejercicio 
de acciones legales, salvo cuando la 
información adolezca de falta de ve-
racidad e interés público o sea insul-
tante. 

Si la información es veraz solo el 
transcurso del tiempo puede permitir, 
en algunos supuestos, ejercer el lla-
mado derecho al olvido para que esa 
información desaparezca de los resul-
tados de los motores de búsqueda en 
Internet. Todo ello, con base en la nor-
mativa de protección de datos de ca-
rácter personal, tal y como fue recono-
cido por la llamada Sentencia Costeja 
de 13 de mayo de 2014 del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea. 

El derecho a la libertad de infor-
mación presenta, generalmente, una 
posición prevalente frente al derecho 
al honor. No se puede proteger un 
derecho individual, como es el honor, 
frente a derechos fundamentales que 
protegen el interés general, como lo 
son el derecho a la información y la 
libertad de expresión, y que son pi-
lares de nuestro Estado democrático 
de Derecho. Así lo ha establecido, por 
ejemplo, la sentencia del Tribunal Su-
premo de 11 de abril de 2011. A ello ha 
de añadirse que la jurisprudencia es-
tablece que el derecho de información 
alcanza el nivel máximo de protección 
“cuando la libertad es ejercitada por los 
profesionales de la información a tra-
vés del vehículo institucionalizado de 
formación de la opinión pública que es 
la prensa, entendida en su más amplia 
acepción” (SSTC 105/1990, de 6 de 
junio, FJ 4, 29/2009, de 26 de enero, 
FJ 4 y STS de 18 de mayo de 2011, rec. 
1087/2009). 

En supuestos de colisión entre 
derechos fundamentales de igual ran-
go –como es el que se produce entre 
el derecho a la información y libertad 
de prensa, de un lado, y el derecho 
al honor, a la intimidad y a la propia 
imagen, de otro–, serán los tribunales 
los que, caso por caso y atendiendo a 
las circunstancias concretas, determi-
nen qué derecho debe prevalecer. A la 
luz de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional y del Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos, el derecho de 
información prevalecerá únicamente 
cuando la información revista interés 
público y sea veraz.

¿Qué se entiende por interés pú-
blico? Como ha manifestado el Tribu-
nal Supremo (STS Núm. 545/2015 de 
15 de octubre de 2015) este interés no 
puede confundirse con el gusto por el 
cotilleo o la maledicencia. “Lo relevan-
te no es tanto el "interés del público" (si 
se considerara que es amplio el sector 
de la población que quiera conocer las 
miserias de sus conciudadanos, aun las 
sucedidas mucho tiempo antes), sino el 
"interés público", esto es, el interés en 
formarse una opinión fundada sobre 
asuntos con trascendencia para el fun-
cionamiento de una sociedad democrá-
tica.” 

¿Qué se entiende por veracidad? 
El Tribunal Constitucional entiende 
que se cumple con el requisito de la 
veracidad cuando, a pesar de que la 
información sea objetivamente falsa, 
el medio de comunicación acredite 
haber cumplido con el debido deber 
de diligencia en la comprobación de 
la noticia. Por tanto, el requisito de ve-
racidad no exige una rigurosa y total 
exactitud en el contenido de la infor-
mación, sino que los “hechos” hayan 
sido objeto de previo contraste con 
datos objetivos a través de una labor 
de averiguación. En este sentido, sólo 
sería claramente ilícita por negligente 
la publicación de hechos basados en 
simples rumores, carentes de toda 
constatación, o bien meras invencio-
nes o insinuaciones sin comprobar su 
realidad mediante las oportunas ave-
riguaciones. Todo ello, sin perjuicio 
de que su total exactitud puede ser 
controvertida o se incurra en errores 
circunstanciales que no afecten a la 
esencia de lo informado. En conse-
cuencia, la jurisprudencia considera 
que prevalece el derecho a la informa-
ción, aunque la noticia sea inexacta o 
incurra en errores, si el medio ha sido 
diligente en su comprobación. 

¿Cuándo prevalece la libertad 
de expresión? Como ha reiterado el 
Tribunal Constitucional, la libertad de 
expresión no es sólo la manifestación 
de pensamientos e ideas, sino que 
comprende la crítica de la conducta 
de otro, aun cuando sea desabrida y 
pueda molestar, inquietar o disgustar 
a aquél contra quien se dirige, pues 
así lo requieren el pluralismo, la to-
lerancia y el espíritu de apertura, sin 
los cuales no existe sociedad demo-
crática. Sin embargo, la protección 
del derecho al honor debe prevalecer 
frente a la libertad de expresión cuan-
do se emplean frases y expresiones 
ultrajantes u ofensivas, sin relación 
con las ideas u opiniones que se 
expongan, y por tanto, innecesa-
rias a este propósito, dado que la 
Constitución Española no reco-
noce un pretendido derecho al 
insulto. 

Cuando una información 
difundida por un medio de co-
municación pueda causar una 
vulneración de los derechos 
e intereses legítimos de una 
persona, ésta tiene derecho a 
que esa información sea recti-
ficada, conforme a lo dispues-
to en la Ley Orgánica 2/1984, 
de 26 de marzo, reguladora 
del derecho de rectificación. 

Esta ley faculta al afecta-
do por una noticia a exigir la 
rectificación de la información 
mediante la publicación de la 
propia versión de los hechos. La 
solicitud de rectificación ha de re-
mitirse al medio en el plazo máxi-
mo de siete días naturales (conta-
dos desde la fecha de publicación 
de la información). La Ley obliga al 

director del medio a publicar íntegra-
mente la rectificación en un máximo 
de tres días desde la recepción de la 
solicitud, dotándola de una relevan-
cia semejante a la noticia en que se 
difundió la noticia original y evitando 
comentarios o apostillas.

Existe, en garantía del ejercicio 
del derecho de rectificación, un pro-
cedimiento judicial urgente y sumario 
para exigir la publicación de la recti-
ficación en caso de que no se haya 
realizado voluntariamente en el plazo 
legal o haya sido denegada por el di-
rector del medio de comunicación so-
cial requerido al efecto.  

Nuestro ordenamiento jurídico 
también permite en determinados 
supuestos el ejercicio de las ac-
ciones civiles con base en la 
Ley Orgánica 1/1982 y 
las acciones pena-
les con base en 
los delitos de 
injurias y 
calum-
nias.

En todo caso, antes de ejercitar 
acciones legales, hay que valorar entre 
otras, las siguientes consideraciones:

(i)	 La dilación en la satisfacción 
de las pretensiones 

En el año 2003, la Ley de Enjuicia-
miento Civil sufrió una modificación 
por la cual, la ejecución provisional 
de “los pronunciamientos de carácter 
indemnizatorio” dejó de ser posible 
en los supuestos relativos a los de-
rechos de la personalidad. Esto ha 
provocado que aquellas personas que 
acuden a los tribunales en la vía civil 
para denunciar una intromisión en sus 
derechos constitucionales al honor, 
la intimidad o la propia imagen, ha-
yan de esperar una media de más de 
cuatro años hasta ver satisfechas sus 
pretensiones.

La Ley Orgánica de 1982 prevé, en 
términos muy genéricos, la posibili-
dad de adoptar todas las medidas ne-
cesarias para poner fin a intromisión 
ilegítima y restablecer al perjudicado 
en el pleno disfrute de sus derechos, 
así como para prevenir e impedir in-
tromisiones ulteriores. Ahora bien, en 
la práctica su adopción es excepcional 
en este tipo de supuestos, dado que 
pueden entrar en colisión con otros 
derechos constitucionales como el de-
recho de información y de libertad de 
expresión. 

(ii)	 El impacto mediático de las 
acciones legales

La interposición de acciones le-
gales en defensa de los derechos al 
honor, a la intimidad y a la propia 
imagen tiene en muchos casos efec-
tos contraproducentes, en la medida 
en que puede dotar de actualidad una 
intromisión que podía haber caído en 
el olvido. Además, la excesiva prolon-
gación de los procedimientos judicia-
les da lugar también a que cuando, 
años después de la interposición de 
la demanda, se dicta por fin sentencia 
firme, los medios vuelvan a recoger la 
noticia, otorgándole 
renovada 
im-

portancia y publicidad, lo que, al final, 
puede repercutir perjudicialmente en 
los intereses del perjudicado.  

En la actualidad, la circulación de 
la información en Internet ha agrava-
do aún más la situación, por el carác-
ter global e inmediato de este medio 
y la situación de anonimato legal de 
que gozan los usuarios de Internet.

(iii)	Insuficiencia de la indemni-
zación

Otro factor que dificulta la tutela 
judicial efectiva es la insuficiencia de 
las indemnizaciones que se imponen 
a los condenados. En España, a dife-
rencia de EE.UU. o del Reino Unido, 
las indemnizaciones no tienen carácter 
sancionador; sino que su finalidad se 
dirige a paliar el daño ocasionado a la 
víctima. Pero esto no puede justificar 
que los tribunales impongan como 
indemnización cantidades tan redu-
cidas que impiden la correcta tutela 
del derecho. En primer lugar, porque 
debe tenerse en cuenta la dificultad 
que conlleva determinar el daño mo-
ral ocasionado por una intromisión de 
este tipo; pero, sobre todo, porque si no 
se imponen indemnizaciones de la su-
ficiente entidad, lo que se produce en 
la práctica es una situación de absolu-
ta impunidad: las sentencias carecen 
de efecto disuasorio y el acoso mediáti-
co sigue estando a la orden del día. 

En definitiva, ante una crisis re-
putacional generada por un proceso 
judicial, solo será aconsejable el ejer-
cicio de acciones si la información no 
es veraz o es insultante. Además, será 
necesario valorar previamente qué se 
puede conseguir en la vía judicial por-
que las mencionadas consideraciones 
impiden en muchos casos reparar el 
daño irrogado y obtener una tutela 
judicial efectiva. La vía judicial puede 
incluso agraviar los daños morales al 
demandante y generarle una enorme 
frustración. 

Los procesos judiciales y el honor 

CAROLINA 
PINA

Ante una crisis 
reputacional 
generada por 
un proceso 
judicial, solo 
será aconsejable 
el ejercicio de 
acciones si la 
información no 
es veraz o es 
insultante
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Los últimos datos analizados por la 
consultora PwC concluyen que, tras 
las recientes reformas tributarias y 
con las nuevas corrientes de gobier-
no corporativo, ha habido un aumen-
to en 23 puntos –hasta el 40%- de 
las empresas que comunican su es-
trategia fiscal; en 29 puntos –hasta 
el 66%– las que informan sobre su 
gobierno fiscal y en 20 puntos –has-
ta el 37%– las que comunican su 
contribución tributaria total. En este 
escenario de cambios estratégicos 
en las empresas, hemos hablado con 
Joaquín Latorre, socio responsable 
de PwC Tax and Legal Services, para 
comentar las modificaciones que se 
están produciendo en las entidades 
españolas al ritmo de la fiscalidad y 
cómo se enmarcan estas dinámicas 
en nuestro entorno europeo.  

Los expertos creen que la reforma 
de la Ley General Tributaria no 
mejorará la conflictividad ni la 
seguridad jurídica. ¿Qué 
asignaturas pendientes deja? 

En cuanto a la seguridad jurídica, 
existe una clara tendencia interna-
cional denominada cooperative com-
pliance, que entendemos no ha tenido 
un adecuado reflejo en la normativa y 
que tiene que ver con la creación de 
nuevos mecanismos que complemen-
ten al sistema de consultas tradicio-
nales que utilizan las empresas, con el 
objetivo de darles mayor certidumbre 
a la hora de aplicar la ley. De hecho, 
en nuestro último Consenso Fiscal, un 
50% de los expertos fiscales y empre-
sas a los que preguntamos asegura-
ron que la nueva Ley General Tributa-
ria disminuirá la seguridad jurídica y 
sólo un 19% cree que esta aumentará. 
Algo parecido opinaron cuando les 
preguntamos sobre la conflictividad 
de nuestro sistema tributario. Ha ha-
bido mucho debate sobre qué nuevos 
métodos de resolución de conflictos 

se podrían poner en marcha pero, al 
final, no se ha incorporado ninguno. 
Nos hemos quedado con el sistema 
tradicional de recursos, que en nues-
tra opinión es demasiado formalista, 
lento y repetitivo. 

¿Cómo se han adaptado las 
empresas a la reforma fiscal?

De momento, la Ley General Tri-
butaria no ha tenido un gran impacto 
inmediato en las compañías. No así la 
anterior reforma del Impuesto sobre 
Sociedades, que ha afectado espe-
cialmente a aquellos grupos de em-
presas con la obligación de consolidar 
fiscalmente. De cara al futuro, queda 
por ver qué va a pasar con el Sistema 
de Información Inmediata (SII), que 
puede suponer una auténtica revolu-
ción en la gestión del IVA pero cuyo 
desarrollo reglamentario está todavía 
pendiente. 

¿Detecta que haya cambiado la 
estructura de los back office de las 
empresas para afrontar estas 
reformas?

No, estas estructuras no han cam-
biado especialmente. Lo que sí hemos 
detectado es un cambio en los Con-
sejos de Administración, que están 
siendo mucho más sensibles en el 
estudio de los riesgos fiscales de sus 
empresas, como consecuencia de la 
última reforma en la Ley de Socieda-
des de Capital. A su vez, este cambio 
afecta también a las funciones del 
departamento fiscal de las empresas, 
que juega un papel fundamental en el 
control del riesgo fiscal. Esta norma 
ha incluido en nuestro ordenamiento 
jurídico la mayor parte de los estánda-
res internacionales que en materia de 
gobierno fiscal estaban recogidos en 
las recomendaciones sobre buen go-
bierno corporativo. Y obliga a las com-
pañías cotizadas a formalizar, revisar 
y actualizar sus estrategias fiscales y 
sus políticas de gestión del riesgo, así 
como el marco global de control de 
riesgos fiscales.  

¿Qué opinión general tiene de la 
reforma del Impuesto sobre 
Sociedades?

La reducción de tipos incluida en 
la reforma ha sido, en general, bien 

acogida y, además, sigue la tendencia 
internacional de acercar el tipo efecti-
vo de una empresa y el nominal con la 
desaparición de la mayoría de las de-
ducciones. 

¿Cree que el Country by Country 
Reporting tendrá una 
aplicación real y efectiva?

Estamos convencidos de que el 
Country by Country Reporting será 
una medida que ayudará a mejorar la 
transparencia fiscal y el cumplimiento 
en el Impuesto de Sociedades en las 

compañías multinacionales. Lógica-
mente, este efecto se dará si la norma-
tiva internacional va acompañada del 
resto de medidas incluidas en el Plan 
BEPS de la OCDE como, por ejemplo, 

la limitación de gastos financieros o 
el nuevo concepto de establecimiento 
permanente, entre otros.

¿Cómo afecta el cumplimiento fiscal 
al normal funcionamiento de las 
empresas?

Todos los años en PwC Tax and 
Legal Services colaboramos con el 
Banco Mundial en la elaboración de 
un estudio que analiza el coste que 
para las empresas tiene el cumpli-
miento fiscal en prácticamente todos 
los países del mundo. Y el resultado 

es que este se ha venido reduciendo 
en los países más avanzados como 
consecuencia de la introducción de las 
nuevas tecnologías y lo normal es que 
así siga siendo en los próximos años. 

Leemos que las empresas del IBEX 
35 han dado un paso adelante en 
materia de transparencia y reporting 
fiscal y han mejorado la información 
que transmiten a sus grupos de 
interés. ¿Cómo estamos en España 
en este tema en relación con otros 
países de nuestro entorno?

Sin duda las grandes empresas 
españolas son punteras en transpa-
rencia y reporting fiscal  y están al mis-
mo nivel que las mejores compañías 
del Reino Unido y por encima de las 
de otros países. Nuestra asignatura 
pendiente es la de conseguir extender 
esta práctica al resto de compañías 
cotizadas y no cotizadas. Actualmen-
te, el debate público sobre los asuntos 
fiscales y su impacto en la reputación 
es muy importante, especialmente 
para las compañías multinacionales. 
No creo que vaya a ser una cuestión 
coyuntural. Las empresas van a apos-
tar porque la información de sus asun-
tos fiscales sea cada vez más clara, 
accesible y de calidad.  

¿Podemos prever reformas en la 
inspección del IVA?, ¿es 
realmente posible controlar este 
impuesto como los demás? 

El plan anual de control de la 
AEAT no recoge ninguna novedad al 
respecto y no parece que estén pre-
vistos nuevos procedimientos inspec-
tores. La única novedad tiene que ver 
con el Sistema de Información Inme-
diata, anteriormente citado, según 
el cual –a partir del uno de enero de 
2017– las empresas deberán facilitar 
a la Administración Tributaria infor-
mación prácticamente en tiempo real 
sobre las facturas que emiten. Esto va 
a exigir a las empresas un importante 
esfuerzo de adecuación y adaptación 
de sus sistemas de información fiscal. 

Joaquín Latorre, socio responsable de PwC Tax And Legal Services

❝
Actualmente, el debate público 
sobre los asuntos fiscales y su 
impacto en la reputación es muy 
importante, especialmente para 
las compañías multinacionales

❞

“Las grandes 
empresas 
españolas son 
punteras en 
transparencia 
y ’reporting’ 
fiscal”

ENTREVISTA
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Abogado de Cuatrecasas, Gonçalves 
Pereira

Una parte importante del legado de la 
crisis económica global lo constituye 
el aumento notable de la litigiosidad 
respecto de instrumentos financieros 
o contratos bancarios complejos de 
los últimos años. Habitualmente, los 
consumidores de dichos productos 
financieros solicitan la declaración de 
nulidad del contrato por la existencia 
de error vicio en el consentimiento 
prestado al realizar la contratación.

Con estos supuestos lidió el Tri-
bunal Supremo en sus significativas 
Sentencias de 12 de enero de 2015 y 
de 16 de septiembre del mismo año, 
cuyo ponente fue el Exmo. Sr. Rafael 

Sarazá Jimena. En ellas abordó la po-
lémica cuestión del cómputo del plazo 
del ejercicio de la acción por parte del 
consumidor, fijando el criterio para la 
determinación del dies a quo. 

La cuestión parte de la aplicación 
del artículo 1.301 del Código Civil, 
que dispone que “la acción de nulidad 
sólo durará cuatro años. Este tiempo 
empezará a correr […] en los casos de 
error, o dolo, o falsedad de la causa, 
desde la consumación del contrato 
[…]”.

Conviene matizar, como lo hace el 
Alto Tribunal -acorde a la jurispruden-
cia y doctrina que se manifiestan uná-
nimemente en el mismo sentido-, que 
la acción que dimana del error de vicio 
de la voluntad es en realidad una ac-
ción de anulabilidad o nulidad relati-
va, a diferencia de la nulidad absoluta 
del contrato, que procedería en caso 
de falta completa del consentimiento. 

Pero no es éste el tema que nos 
atañe. Lo que la reciente jurispru-
dencia del Tribunal Supremo innova 
respecto de la línea seguida anterior-
mente se refiere a la determinación 
del momento en que se entiende que 
comienza el plazo de la acción, que 
depende del concepto mismo de con-
sumación del contrato.

La Sentencia de 12 de enero de 
2015 reinterpreta el concepto de con-
sumación, aludiendo a las normas 
de interpretación de los contratos y 
justificándose en la diferencia entre 
la complejidad de las relaciones con-
tractuales de finales del siglo XIX y las 
actuales. 

El Tribunal Supremo considera 
que “no puede privarse de la acción 
a quien no ha podido ejercitarla por 
causa que no le es imputable, como 
es el desconocimiento de los elemen-
tos determinantes de la existencia del 
error en el consentimiento.” Y traslada 
por tanto el dies a quo al momento de 
“suspensión de las liquidaciones de be-
neficios o de devengo de intereses, el de 
aplicación de medidas de gestión de 
instrumentos híbridos acordadas por el 
FROB, o, en general, otro evento similar 
que permita la comprensión real de las 
características y riesgos del producto 
complejo adquirido por medio de un 
consentimiento viciado por el error.”

De esta manera, el Tribunal Su-
premo, fijando el dies a quo en el mo-
mento de subsanación del error, trata 
de equilibrar la situación entre los 
contratantes: impide que la situación 
de eficacia claudicante que supone 
el vicio en el consentimiento se pro-
longue indefinidamente protegiendo 
también los intereses del contratante 
afectado por el vicio. 

Hay que tener en cuenta el con-
texto de la Sentencia de 12 de enero 
de 2015, que trataba de un contrato 
de seguro de vida Unit Linked Mul-
tiestrategia, de tracto sucesivo o de 
perdurabilidad indefinida en el tiem-

po. No se debe caer en la confusión de 
aplicar esta interpretación a todos los 
contratos anulables por error o, de lo 
contrario, el precepto 1.301 del Código 
Civil que fija como momento el de la 
consumación, carecería de sentido. 

La consumación, como bien indi-
can las Sentencias que analizamos, 
se produce cuando “están completa-
mente cumplidas las prestaciones de 
ambas partes”. Pues bien, si el legisla-
dor, situó en tal momento el inicio del 
cómputo de la acción, no fue porque 
en tal momento el contratante subsa-
ne su vicio en el consentimiento, que 
no tiene por qué hacerlo sino, en todo 
caso, por si no lo ha hecho, para que 
su facultad de impugnación no se pro-
longue indefinidamente en contra de 
la seguridad jurídica del mercado.

Considerando la nueva interpreta-
ción del Tribunal, habrá de aclararse 
qué sucederá en los supuestos en los 
que se sanó el error con anterioridad a 
la consumación del contrato, así como 
en los supuestos en que no se conoz-
ca hasta tiempo después de ésta. En 
el primer supuesto, habrá que ver si 
se permite adelantar el momento del 
cómputo del plazo; en el segundo, 
existe el riesgo de que la acción se 
perpetúe más de lo que la seguridad 
jurídica aconseja.

Responsable Departamento Civil y 
Área de Consumo de Ilex Abogados, 
S.L.P.

Son muchas las reformas legislativas 
que se han llevado a cabo en los úl-
timos tiempos en todos los ámbitos 
del Derecho, pero concretamente en 
el civil, tras la Ley 42/2015, de 5 de 
octubre de 2015, de reforma de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, se ha llevado a cabo una 
importante reforma en lo referente 
a la tramitación del juicio verbal, el 
primero y principal es que tanto la de-
manda, como la contestación a esta, 
se realizan por escrito, recordemos 
que anteriormente, la contestación a 
la demanda se llevaba a cabo en el 
acto de la vista, y tan sólo se realizaba 
por escrito en los procesos declarati-
vos, en los procedimientos ordinarios 
cuya cuantía superaba los 6000 €.

Admitida a trámite la demanda, el 
Letrado de la Administración de Jus-
ticia (antiguo Secretario Judicial) dará 
traslado a la otra parte, para que, en 
el plazo de 10 días conteste a la mis-
ma, si el demandado no contesta en 
este plazo se le declarará en rebeldía 
(art. 438 de la Ley de Enjuicimiento 
Civil).

Dentro de esta contestación, y 
también como novedad, el deman-
dado tendrá que anunciar la presen-
tación de dictámenes periciales y so-
licitar, en su caso, la designación de 
perito judicial.

Reforma que, si bien beneficia al 
demandante, pues antes de la cele-
bración de la vista ya conoce la postu-
ra del demandado, supone una mayor 
diligencia para este segundo, pues 
desde la notificación dispone de un 
periodo de tiempo tasado e improrro-
gable para presentar su contestación.

Por otro lado, al igual que para la 
presentación de la demanda, cuando 
la cuantía no exceda de 2000 €, al 
no existir obligación de concurrir con 
abogado ni con procurador, existen en 
los Juzgados impresos normalizados 
para la contestación, no obstante, así 
se indicará en el decreto de admisión 
que le será notificado al demandado 
junto con el escrito de demanda.

Otra novedad, es que, tanto en el 
demandante, como el demandado, 
tendrán que pronunciarse sobre la 
pertinencia o no de celebrar una vista, 
basta con que una de las partes lo so-

licite para que se acuerde. El deman-
dado lo hará en su contestación y el 
demandante, dispone de 3 días para 
hacerlo tras haberle sida notificada 
dicha contestación.

Lo que supone que, cuando lo 
único que se esté discutiendo sean 
cuestiones meramente jurídicas, y no 
exista controversia alguna sobre los 
hechos, no será necesarioa su cele-
bración. En definitiva, si, ni el Tribunal, 
ni ninguna de las partes la considera 
pertinente, se dictará sentencia sin 
más trámites. Lo cual, no sólo es posi-
tivo desde la vertiente de la economía 
procesal, sino que además, debería 
suponer que los pleitos se resuelvan 
antes y, cual que pez se muerde la 
cola, nos vuelve a llevar a encontrar-
nos con una Justicia más desconges-
tionada, o por lo menos, esa es la in-
tención, habrá que ver en la práctica, 
si esto tiene una consecuencia real, o 
por el contrario, por norma general, se 
siguen celebrando vista para todos los 
juicios verbales, pues la realidad, es 
que, si nos fijamos en lo que ocurre en 
las audiencias previas de los procedi-
mientos ordinarios, nos encontramos, 
que en muchas ocasiones, una de las 
partes, con el único motivo de dilatar 
en el tiempo el procedimiento, propo-
ne práctica de prueba, siendo que el 
procedimiento se trata de una cues-
tión meramente jurídica.

Una vez señalado día para la vis-
ta, las partes tienen 5 días desde la 
citación para indicar las personas que 

tengan que ser citadas por el Letrado 
de la Administración de Justicia para 
la vista (testigos o peritos).

Finalmente, en la vista, se fijarán 
los hechos y a continuación se pro-
pondrá prueba, las partes oralmente 
deben expresar con qué medios de 
prueba pretenden valerse, y como 
novedad, las partes deberán aportar 

en el acto un escrito detallando dicha 
prueba.

De forma paralela, se establece 
un nuevo régimen de recursos más 
garantista contra la admisión o dene-
gación de las pruebas propuestas.

Y por último, tras el trámite de ad-
misión y la celebración de la prueba, 
otra de las novedades es que, será el 
Tribunal el que determinará si se le da 
traslado o no a las partes para llevar a 
cabo conclusiones, trámite que hasta 
la presente reforma estaba reservado 
tan sólo en la vista del procedimiento 
ordinario.

No podemos olvidar, otro cambio 
sustantivo que nos afecta directamen-
te a los profesionales, y es que desde 
el día 1 de enero todos los intervinien-
tes en los procesos judiciales debe-
mos emplear medios electrónicos y 
telemáticos (el ya temido por todos 
Lexnet), tanto para la presentación 
de demandas y contestaciones, como 
para escritos de puro trámite, según 
lo dispuesto en la Ley 18/2011, de 5 de 
julio, eso sí, tan sólo para los procedi-
mientos que se inicien a partir de esta 
fecha.

Mención también requiere, las 
previsiones contenidas en esta Ley 
en cuanto al archivo electrónico de 
apoderamientos apud acta y al uso de 
estos sistemas telemáticos por intere-
sados que no sean profesionales de la 
Justicia para la presentación de escri-
tos procesales, que entrará en vigor en 
enero de 2017.

La determinación del ’dies a quo’ para el 
ejercicio de la acción de nulidad de los contratos 
bancarios complejos

ANA 
MOLLÁ 
SILVELA

La acción que 
dimana del error 
de vicio de la 
voluntad es en 
realidad una acción 
de anulabilidad o 
nulidad relativa

El juicio verbal tras la última reforma de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil

PATRICIA 
MILLASTRE 
VALENCIA

Todos los 
intervinientes en los 
procesos judiciales 
debemos emplear 
medios electrónicos 
y telemáticos



PUBLICIDAD  |  9Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 915  29 de enero de 2016

COMPLIANCE

CONGRESO
INTERNACIONAL

MÁS INFORMACIÓN. T. +34 91 754 90 16
aranzadi.formacion@thomsonreuters.com
www.congresocompliance.com

Y, SI NO PUEDES ASISTIR:

¡INSCRIPCIONES ABIERTAS!
APROVECHA NUESTROS
DESCUENTOS EXCLUSIVOS 
HASTA EL 30/01/2016

El evento internacional más importante 
en materia de Compliance en los últimos años

17-18 MARZO 2016

Gran Anfi teatro Ramón y Cajal
Facultad de Medicina. Universidad Complutense de Madrid

DIRECTOR:
Alain Casanovas Ysla

Abogado, socio responsable de servicios de 
Compliance en KPMG Abogados

RESERVA TU 
PLAZA para 

conectarte vía 
streaming COLABORAN

ENTIDADES PATROCINADORAS
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Asociadas Senior Deloitte Abogados

El pasado 15 de diciembre de 2015 se 
produjo un acontecimiento muy es-
perado y decisivo en relación con la 
propuesta de Reglamento General de 
Protección de Datos de la Unión Eu-
ropea, que una vez aprobado será de 
aplicación directa en todos los Esta-
dos Miembros. Cumplidos ya cuatro 
años desde que la Comisión Europea 
presentase la propuesta de nuevo Re-
glamento, el Parlamento y el Consejo 
de la Unión Europea llegaron por fin 
a un acuerdo sobre el texto antes de 
Navidades y todo parece indicar que la 
aprobación definitiva del Reglamento 
verá la luz antes de la primavera del 
2016. 

Entre los aspectos más novedosos 
del Reglamento destacan los concep-
tos de “privacy by design” (privacidad 
en el diseño) y “privacy by default” (pri-
vacidad por defecto), ambos configu-
rados como principios de naturaleza 
preventiva. La privacidad en el diseño 
conlleva la necesidad de prevenir y 
de anticipar cualquier invasión de la 
privacidad en el momento de la con-

cepción de un producto o servicio. En 
efecto, cuando se diseñe, por ejemplo, 
una aplicación informática, se deberán 
tener en cuenta ab initio cuestiones 
tales como el deber de información / 
consentimiento al tratamiento de da-
tos de carácter personal o las precep-
tivas medidas de seguridad. De hecho, 
siendo prácticos, resultaría más com-
plicado y costoso adecuar la aplicación 
a posteriori por lo que el cumplimiento 
de este nuevo principio va en beneficio 
de aquellos que traten datos de carác-
ter personal. Por otra parte, la privaci-
dad por defecto obliga a proteger de 
manera predeterminada los datos de 
carácter personal de los interesados 
sin que estos tengan que realizar nin-
guna acción para que su privacidad se 
vea protegida. Así por ejemplo, cuando 
un usuario cree un perfil en una red so-
cial, la configuración de privacidad de 
dicho perfil será, por defecto, la máxi-
ma. 

Las evaluaciones de impacto en 
materia de protección de datos o 
“PIAs” (“privacy impact assessment”), 
muy ligadas a la privacidad en el di-
seño, son otras de las figuras estre-
lla del Reglamento. Se traducen en 
la implantación de procedimientos y 
mecanismos que, con carácter previo 
al inicio de un tratamiento de datos, 
impongan analizar sus riesgos, prever 
medidas correctoras, e implantar solu-
ciones que eviten ulteriores impactos 
negativos en la privacidad de las per-
sonas. La Agencia Española de Protec-
ción de Datos ya publicó en 2014 una 
“Guía para una Evaluación de Impacto 
en la Protección de Datos Personales” 
con recomendaciones para llevar a 
cabo este tipo de análisis, anticipando 
así en España las bases de esta figura 
que ahora con el Reglamento será de 
obligado cumplimiento. 

También se prevé la creación de un 
sistema de ventanilla única. Por una 
parte, ello permitirá a una empresa 
con filiales en varios Estados miembros 
tratar únicamente con la autoridad del 
Estado de su establecimiento princi-

pal, con independencia del país donde 
hubiera tenido origen la reclamación. 
Por otra parte, los interesados podrán 
plantear sus denuncias ante la autori-
dad de protección de datos del Estado 
donde tengan su residencia habitual, 
de su lugar de trabajo o del lugar en 
que se hubiera cometido la presunta 
infracción. 

La figura del ´consentimiento´
Otra de las cuestiones destaca-

bles de la propuesta de Reglamento 
es el tratamiento concreto de la figura 
del “consentimiento”. Dicho consenti-
miento viene definido como toda mani-

festación de voluntad, libre, específica, 
informada que conlleve una inequívo-
ca aceptación del deseo del usuario, ya 
sea mediante una declaración o bien a 
través de una clara acción afirmativa, 
del tratamiento concreto que se lleve a 
cabo con sus datos. Dentro de los su-
puestos de clara acción afirmativa, se 
prevé la posibilidad de marcar casillas 
o bien la de libremente elegir ciertas 
configuraciones técnicas, ahora bien, 
los silencios e inactividad como base 
de obtención del consentimiento, así 
como las casillas pre marcadas, no se-
rán considerados vías de obtención del 
consentimiento válidas en derecho. 

Es necesario también hacer men-
ción a la famosa figura del “DPO” 
(“data protection officer”) o delegado 
de protección de datos que ha sido al-
tamente debatida en todo el proceso 
regulatorio. En determinados países 
de la Unión Europea, como Alema-
nia o Hungría dicha figura es a día de 
hoy obligatoria, en otros, países como 
Holanda o Austria, su nombramiento 
es opcional y en otros, como en Es-
paña no existe tal obligación. Al final, 
el Reglamento General de Protección 
de Datos ha optado por una solución 
intermedia, que es la obligatoriedad 
en la designación de dicha figura pero 
sólo para determinados casos concre-
tos, como: (i) Administraciones Públi-
cas, (ii) entidades cuya principal activi-
dad lleve aparejada la monitorización 
de datos personales o el tratamiento 
de datos personales a gran escala, y 
(iii) entidades cuya principal actividad 
lleve aparejado el tratamiento de da-
tos especialmente protegidos a gran 
escala, así como de antecedentes 
penales. En cualquier caso, el propio 
Reglamento aboga por esta figura al 
asignarle funciones y mencionar sus 
atribuciones en muchos de sus artícu-
los. Asimismo, la Agencia Española de 
Protección de Datos también promue-
ve la implantación de estos perfiles en 
las compañías, como se desprende de 
las funciones y canales de comunica-
ción ya asignados en su Plan Estraté-
gico para los años 2015-2019. 

Por último, y no menos importan-
te por su cuantía, mencionaremos, el 
régimen concreto de sanciones que 
dispone el Reglamento, que impone 
multas que pueden llegar hasta los 
20.000.000 euros, o en caso de una 
empresa, de hasta el 4% del total de 
su volumen de negocios mundial anual 
del ejercicio económico anterior. 

Ya se va viendo la luz al final del 
túnel, queda poco para su aprobación 
definitiva, por lo que es más que re-
comendable que todas las compañías 
empiecen a conocer las nuevas obliga-
ciones que vienen en la materia.

SUSANA 
RODRÍGUEZ 
BALLANO 

MARÍA 
VIDAL

Año nuevo..., 
Reglamento de Protección de Datos nuevo
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Los códigos de conducta 
como base del poder de 
dirección y control de la 
actividad laboral

Asociado (Abogado). 
Landwell-PricewaterhouseCoopers Tax 
& Legal Services.

En fechas recientes hemos tenido no-
ticia de una importante compañía del 
sector farmacéutico que ha extingui-
do los contratos de varios de sus di-
rectivos en España, por una supuesta 
infracción del código de conducta in-
terno de la compañía. Más allá de lo 
noticiable de este caso, los códigos de 
conducta en las empresas (conocidos 
también como “códigos éticos” o “có-
digos de buenas prácticas”, entre otras 
denominaciones análogas), no son una 
cuestión nueva en nuestro país. 

En el Orden jurisdiccional Social, 
estos códigos de conducta y su virtua-
lidad disciplinaria, han merecido aten-
ción en sectores tan específicos como 
el financiero y el farmacéutico, donde 
los códigos de conducta se dirigen, en 
gran medida, a impedir los conflictos 
de intereses. Alrededor de estos dos 
sectores se ha ido elaborando una 
abundante doctrina judicial que, con 
las debidas cautelas, puede ser trasla-
dada a otros ámbitos.

En cuanto al sector financiero, la 
STSJ de Castilla y León de 11 de julio 
de 2012 nos recuerda que con inde-
pendencia de la finalidad buscada por 
el empleado, esto es, concurra o no 
mala fe en su conducta, resulta inad-
misible el incumplimiento del “código 
de buenas prácticas que ha de regir un 
negocio tan sensible como el de la ges-
tión del interés económico y monetario 
ajeno […]”. 

En relación con la industria sanita-
ria y farmacéutica, las compañías del 
sector están sujetas a una estricta nor-
mativa y códigos sectoriales de auto-
rregulación sobre las buenas prácticas 
de sus profesionales, en aras a garanti-
zar la independencia en la prescripción 
de medicamentos. Ello se traduce en 
la prohibición de conceder regalos u 
obsequios a los profesionales sanita-
rios por parte de aquellos que tienen 
intereses en la comercialización de los 
medicamentos. En esta línea, ya en 
su día la Sentencia del TSJ de Anda-
lucía de 24 de junio de 2003 declaró 
procedente el despido de un visitador 
médico por haber premiado a diversos 
facultativos “en contra de la política 
de la empresa recogida en las Normas 
Globales de Conducta Empresarial y con 
patente peligro de ser sancionada de 
acuerdo con la Ley del Medicamento”, 

considerando tal conducta constitutiva 
de trasgresión de la buena fe contrac-
tual (art. 54.2.d del E.T.), causante de 
despido disciplinario. 

En la práctica, nos encontramos 
con excesiva frecuencia, con normati-
vas que son meras traducciones, para 
sus filiales españolas, de los codes of 

compliance de compañías multina-
cionales habituadas a ordenamientos 
jurídicos anglosajones, donde el cum-
plimiento de las obligacio-
nes empresariales y la 
responsabilidad 
en caso de in-
cumplimiento 
se encuentran 
muy arraiga-
dos. Sin em-
bargo, no bas-
ta con disponer 
de un código de 
conducta para 
que su incum-
plimiento pueda 
traducirse sin más 
en una infracción de 
los deberes de buena 
fe, diligencia y cumpli-
miento de las órdenes e 

instrucciones del empresario (artículo 
5 a, c del E.T.), y por ende, en incum-
plimientos contractuales graves y cul-
pables previstos en el artículo 54.2 a, d 
del propio Estatuto.

Y ello, por cuanto los códigos de 
conducta carecen de eficacia normati-
va, estando sujetos al sistema de fuen-

tes 
y jerarquía 

normativa estableci-
do en el artículo 3 del 
E.T. Es decir, un códi-
go de conducta inter-
no, al igual que el régi-
men disciplinario que en 
el mismo se encuadre, no 
podrá contravenir lo previs-
to en el Estatuto de los Traba-
jadores, ni alterar la tipificación 
y graduación de las faltas y sanciones 
que se establezcan en los Convenios 
Colectivos sectoriales de aplicación, al 
amparo del artículo 58.1 del Estatuto. 
Avala esta conclusión el hecho de que 
ni el artículo 84.2 del E.T. haya previsto 
en su listado de materias, la prioridad 
aplicativa de un régimen disciplinario 
interno –aún regulado en un convenio 
de empresa estatutario– respecto del 
convenio sectorial de aplicación.

Así, para que un código de conduc-
ta interno sea algo más que una mera 
declaración de intenciones, y pase a 
vincular jurídicamente a los emplea-
dos, deberá quedar incorporado al nú-
cleo normativo contractual, agregado 
al propio contrato de trabajo, dejando 
constancia expresa de su conocimien-
to por parte de los trabajadores, siendo 
recomendable la emisión de recorda-
torios periódicos sobre la obligatorie-

dad 
del 

cumpli-
miento de dicha 

normativa. Solamente 
de este modo, la normativa interna, 
el régimen disciplinario y los meca-
nismos de control que en el mismo se 
establezcan, quedarían plenamente 
incardinados en el conjunto de órde-
nes e instrucciones adoptadas por el 
empresario “en el ejercicio regular de 
sus facultades de dirección” (art. 20.2 
del E.T.), pudiendo sancionar su in-
cumplimiento.

Por último, no debemos olvidar 
cierta línea doctrina que parece exi-
gir a las empresas el “predicar con el 
ejemplo”. Es el caso de la Sentencia 
del Juzgado Social 7 de Madrid de 11 
de septiembre de 2014, que declaró 
improcedente el despido de una em-
pleada de Mutua, por considerar que 
“la dirección de la Mutua carecería de 
autoridad moral para aplicar las reco-
mendaciones éticas al resto de los em-
pleados”.

PERE VIDAL

En relación con la industria sanitaria 
y farmacéutica, las compañías del 
sector están sujetas a una estricta 
normativa y códigos sectoriales de 
autorregulación sobre las buenas 
prácticas de sus profesionales
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Asociado Senior de Information 
Technology en ECIJA

Si 2015 terminaba con importantes 
noticias en el ámbito de la protección 
de datos, el año que iniciamos marca 
nuevos retos en un horizonte cercano, 
el primero de ellos la regularización 
de las trasferencias internacionales de 
datos a Estados Unidos.

La Sentencia del Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea, C-362/2014 
de 6 de octubre de 2015 invalidaba el 
denominado Safe Harbor en relación 
con las transferencias internacionales 
de datos realizadas entre Europa y 
Estados Unidos. Una cuestión que sin 
duda afecta a gran parte de los res-
ponsables de ficheros, entre los que se 
encuentran aquellos que traten datos 

en servicios cloud, demanden servicios 
prestados por empresas norteameri-
canas o transmitan datos a empresas 
establecidas o participadas por entida-
des estadounidenses.

Hasta la Sentencia, se considera-
ba que las empresas adheridas a los 
principios del Safe Harbor, de confor-
midad con la Decisión 2000/520/CE 
de la Comisión de 26 de julio de 2000, 
ofrecían garantías adecuadas en ma-
teria de protección de datos. Debe 
recordarse que para adherirse al Safe 
Harbor, las empresas debían certificar 
ante el Departamento de Comercio de 
Estados Unidos que cumplían con los 
estándares de protección de datos exi-
gidos por la Unión Europea, debiendo 
renovar este certificado anualmente.

Pendientes de que las negociacio-
nes con Estados Unidos den paso a un 
nuevo Safe Harbor, o que la aprobación 
definitiva del Reglamento Europeo de 
Protección de Datos aporte soluciones 
a los movimientos internacionales de 
datos, dando a los mismos un marco 
no sólo seguro, si no efectivo.

En este punto, tras la anulación del 
Safe Harbor, la Agencia Española de 
Protección de Datos se ponía en con-
tacto con los responsables de ficheros 
estableciendo, finales de enero, como 

plazo para regularizar los flujos de da-
tos que se estaban realizando a Esta-
dos Unidos. 
¿Qué dice nuestra normativa sobre 
las transferencias internacionales de 
datos?

Nuestra Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, de protección de da-
tos de carácter personal (en adelante, 
“LOPD”), establece en su artículo 33.1 
que no podrán realizarse transferen-
cias de datos personales a países que 
no proporcionen un nivel de protección 
equiparable, salvo si existe autoriza-
ción previa de la Directora de la Agen-
cia Española de Protección de Datos. 

Así las cosas, las transferencias in-
ternacionales de datos realizadas con 
destino a países que no proporcionen 
un nivel de protección equiparable, 
sin autorización de la Directora de la 
Agencia, no podrán realizarse, salvo 
aquellos supuestos en los que confor-
me a la normativa en materia de pro-
tección de datos dicha autorización no 
resulta necesaria.
¿A quién afecta la anulación del Safe 
Harbor?

Aquellas empresas que trabajaban 
con prestadores de servicios o empre-
sas cuya matriz se encontrara ubicada 

en Estados Unidos. En este punto debe 
mencionarse servicios de alojamiento 
web o cloud, correo electrónico, herra-
mientas informáticas que alojen datos 
personales o que mediante un servicio 
de mantenimiento, pueden implicar un 
acceso potencial.
¿Cómo regularizar la transferencia 
internacional de datos a Estados 
Unidos?

Los responsables de ficheros de-
berán acreditar, mediante la firma de 

cláusulas contractuales, que han sido 
obtenidas las garantías suficientes 
respecto a la protección de la vida pri-
vada de los afectados y a sus derechos 
y libertades fundamentales y se ga-
rantice el ejercicio de sus respectivos 
derechos. 

Así mismo, podrán autorizarse trans-
ferencias entre empresas de un mismo 
grupo multinacional, siempre que éste 
hubiera adoptado normas internas vin-
culantes para dichas empresas y exigi-
bles conforme al ordenamiento jurídico 
español.

Por último, el artículo 34 de la 
LOPD y 66.2 del RLOPD establecen una 
serie de supuestos exceptuados de la 
autorización previa de la Directora de la 
Agencia (e.g. cuando el afectado haya 
dado su consentimiento inequívoco a 
la transferencia prevista, o cuando  sea 
necesaria para la ejecución de un con-
trato entre el afectado y el responsable 
del fichero).

¿Qué riesgos conlleva la no 
regularización de la transferencia 
internacional?

Las transferencias internacionales 
de datos realizadas sin dar cumplimien-
to a lo reseñado, pueden ser calificadas 
como infracciones muy graves (art. 
44.4.d LOPD), sancionadas con multa 
de 300.001 a 600.000 euros. Adicio-
nalmente debe recordarse que, el trata-
miento de datos sin la adopción de las 
garantías establecidas por nuestra nor-
mativa puede implicar la inmovilización 
del fichero por la Agencia. Riesgos a los 
que hay que unir el daño reputacional 
que pueden sufrir las empresas.

Safe Harbor: de aquellos polvos, 
estos barros

DANIEL 
LÓPEZ 
CARBALLO

Nuestra Ley 
Orgánica 15/1999 
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a países que no 
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equiparable

Abogado. Gómez-Acebo & Pombo. 
Bruselas

La fiscalidad directa y el Derecho Eu-
ropeo no siempre han sido buenos 
amigos. No sólo porque la Unión Eu-
ropea carece de competencias direc-
tas en la materia, ya que se trata de 
una parcela de soberanía que, desde 
que se creó la Comunidad Económica 
Europea hasta ahora, los Estados son 
reticentes a abandonar; también y 
sobre todo porque, a pesar de ello, la 
teórica libertad de los Estados miem-
bros a la hora de establecer su políti-
ca fiscal se ve limitada por efecto de 
la actuación de la Comisión Europea 
(“la Comisión”) y de los Tribunales de 
Luxemburgo en aplicación de otros 
instrumentos del Tratado.

Entre estos instrumentos, quizá el 
más eficaz, pero también el más po-
lémico por el número de litigios que 
genera, es el artículo 107 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Euro-
pea (“TFUE”). Esta norma, parte de la 
política de competencia de la Unión, 
prohíbe las ayudas otorgadas por los 
Estados o mediante fondos estatales, 
bajo cualquier forma que afecte al co-
mercio entre Estados miembros, y que 
falseen o amenacen falsear la compe-
tencia, favoreciendo a determinadas 
empresas o producciones.

En aplicación de esta disposición 
del TFUE, se ha considerado tradi-
cionalmente que el uso de fondos 
estatales no solo comprende las pres-
taciones positivas que implican una 
transferencia de recursos públicos, 
como las subvenciones, sino también 
aquellas que aligeran las cargas que 
normalmente recaen sobre la empre-
sa, y hacen en paralelo que el Estado 
se prive de recursos de los que debe-
ría disponer. Tal puede ser el caso de 
determinadas exenciones fiscales, y 
bajo este prisma se examinó el Siste-
ma de Arrendamiento Fiscal Español 
(SEAF o Tax Lease), penúltimo capí-
tulo de esta tensión entre margen de 
actuación de los Estados miembros en 
su política fiscal y política europea de 
competencia.

La turbulenta historia del ‘Tax Lease’ 
español

El SEAF resulta de la combinación 
de una serie de normas del Impuesto 
sobre Sociedades español (“IS”) que, 
aplicadas en su conjunto, permitía 
que los buques fabricados en España 
pudieran ser adquiridos a un precio 
inferior al de mercado. El SEAF reúne, 
para la construcción de un buque, a 
cinco participantes: (i) una empresa 
naviera, (ii) un astillero, (iii) un banco, 
(iv) una sociedad de arrendamiento fi-
nanciero (leasing), (v) una agrupación 
de interés económico (AIE) constituida 
por el banco y, por extensión, diversos 
inversores, pertenecientes a todos los 
sectores económicos, que adquieren 
participaciones en la AIE.

El SEAF permite a la naviera dis-
poner de un buque nuevo con un des-
cuento respecto al precio que cobra el 
astillero. Para obtener el descuento, 
el buque se adquiere no directamen-
te del astillero, sino de la AIE, que a 
su vez arrienda el buque al armador 
con opción de compra desde que co-
mienza su construcción. Las medidas 

fiscales que hacen este sistema atrac-
tivo y que fueron examinadas por la 
Comisión son:

•	 La amortización acelerada 
prevista en el art. 115.6 de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades (“LIS”);

•	 La amortización anticipada 
que contempla el art. 115.11 LIS, obte-
nida por su beneficiario tras la precep-
tiva autorización de las autoridades 
fiscales;

•	 La exención de plusvalía es-
tablecida en el art. 125.2 LIS en el 
régimen de las entidades navieras en 
función del tonelaje.

A efectos prácticos, la amortiza-
ción acelerada en el caso de la AIE 
genera una serie de bases imponibles 
negativas cuantiosas. La AIE reparte 
estas bases imponibles negativas en-
tre sus miembros, y estos las integran 
en su impuesto de sociedades.

El SEAF fue denunciado por Ho-
landa ante la Comisión, iniciándose 
una lenta y completa investigación, 
con no pocos altibajos y sorpresas. 
Como consecuencia de la denuncia y 
de la investigación de la Comisión (“la 
Decisión”), fuentes del sector señalan 
que existió un trasvase de pedidos de 
los astilleros españoles a los holande-
ses. Así, entre 2010 y 2013 la cartera 
de trabajo en Holanda habría crecido 
un 80%.

Finalmente, el 17 de julio de 2013, 
la Comisión decidió que el SEAF (i) 
constituía ayuda estatal a las AIE y a 
sus inversores ejecutada ilegalmen-
te por España desde el 1 de enero de 
2002 en violación del artículo 108, 
apartado 3, del TFUE y (ii) era incom-
patible con el mercado interior, salvo 
en la medida en que la ayuda corres-
pondiera a una remuneración confor-
me con el mercado financiero y se ca-
nalizara hacia empresas que puedan 
acogerse a las Directrices marítimas.

La Decisión fue objeto de varias 
decenas de recursos en anulación, fa-
llando el Tribunal General de la Unión 
Europea (“TG”) el primero de ellos el 
pasado 17 de diciembre de 2015. Esta-
ba en tela de juicio ante el TG, sobre 
todo, el carácter selectivo de la ven-
taja. Y es que para que una medida 
sea contraria al art. 107 TFUE debe ser 
selectiva, en el sentido de que debe 
favorecer únicamente a determina-
das empresas y no a la economía en 
general o, incluso, a un determinado 
sector.

Pues bien, a pesar de que podían 
invertir en las AIE empresas de cual-
quier sector, la Comisión consideraba 
en la Decisión que el hecho de que el 
SEAF se utilice para financiar la adqui-
sición, el fletamento a casco desnudo 
y la reventa de buques de navegación 

marítima era un indicio claro de que la 
medida es selectiva desde una pers-
pectiva sectorial. Este indicio no con-
vence sin embargo al TG, que examina 
en su sentencia si la ventaja obtenida 
por los inversores que participaron 
en operaciones del SEAF es selectiva 
porque sólo disfrutaban de ella em-
presas que realizaban este tipo parti-
cular de inversión. El TG constata que 
cualquier empresa sujeta al impuesto 
de sociedades en España disponía de 
esta posibilidad en idénticas condicio-
nes, sin que la ley exigiera que el im-
porte de la participación sobrepasara 
una cantidad mínima. Para el TG, el 
hecho de que las ventajas se conce-
dan por invertir en un bien específico 
no hace que se conviertan en selecti-
vas en lo que respecta a los inversores, 
en la medida en que cualquier empre-
sa tiene la posibilidad de efectuar esa 
operación. El TG anula así la Decisión. 

Conclusión: el delicado test de la 
selectividad

Existía ya un precedente judicial 
reciente, también relacionado con 
España, que ponía en tela de juico los 
criterios seguidos por la Comisión Eu-
ropea a la hora de apreciar la selecti-
vidad de una medida fiscal. Se trataba 
de la fiscalización por la Comisión de 
las normas del IS que permitían a em-
presas españolas amortizar el fondo 
de comercio resultante de adquisicio-
nes de participaciones en empresas 
extranjeras, juzgada selectiva por la 
Comisión, y cuya selectividad fue tam-
bién declarada inexistente por el TG.

Estos dos precedentes demues-
tran que la tensión entre fiscalidad 
directa y control de ayudas de estado 
está lejos de resolverse. El terreno en-
tre el carácter general y selectivo de 
una medida fiscal ha sido y es resba-
ladizo, y no parece que vaya a dejar de 
serlo. 

MIGUEL 
TRONCOSO 
FERRER

La saga del ’Tax Lease’ español o los contornos 
de la selectividad

El SEAF resulta de la combinación 
de una serie de normas del Impuesto 
sobre Sociedades español
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El TJUE considera la cláusula de ’arrendatario 
gancho’ no directamente contraria al Derecho 
de la Competencia

Socia del Departamento de Derecho de 
la Competencia de Baker & Mc Kenzie

Aasociada Senior del Departamento de 
Derecho de la Competencia de Baker & 
Mc Kenzie

Empezamos el nuevo año haciendo re-
ferencia a la sentencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea ("TJUE") 
de fecha 26 de noviembre de 2015 
(Asunto C 345/14, Maxima Latvija) 
que, sorprendentemente, parece que 
ha pasado bastante desapercibida en 
estas últimas semanas. En esta sen-
tencia, el TJUE ha indicado que no re-
sultan directamente contrarias al De-
recho de la Competencia (infracciones 
"por objeto") algunas de las cláusulas 
más comunes en contratos de arrenda-
miento en grandes superficies.

En concreto, el TJUE ha analizado 
una cláusula incluida en un contrato 
de arrendamiento entre el propietario 
de un centro comercial y un supermer-
cado importante para el centro comer-
cial (“arrendatario gancho”). Cláusula 
en principio restrictiva de la compe-
tencia puesto que concedía al "arren-
datario gancho" el derecho a aprobar 

la firma de otros contratos de arrenda-
miento entre el propietario del centro 
comercial y empresas competidoras de 
dicho "arrendatario gancho" (similar a 
las cláusulas de exclusividad).

Según ha indicado el TJUE, al no 
tratarse de una restricción “por obje-
to” habida cuenta del contexto econó-
mico en que debe aplicarse, antes de 
llegar a una conclusión acerca de su 
adecuación al Derecho de la Compe-
tencia, debe llevarse a cabo un análisis 
exhaustivo acerca del probable impac-
to que esta cláusula tendría sobre el 
mercado (verificar si la misma puede 
ser restrictiva de la competencia "por 
efecto"). 

Para ello, la sentencia indica que 
debe llevarse a cabo un examen en dos 
fases: 

(i) Valorar si se trata de un merca-
do abierto o cerrado y las condiciones 
de competencia en el mismo. Lo que 
implica analizar si existen posibilida-
des de que un nuevo competidor en-
tre en el mercado (teniendo en cuenta 
las condiciones existentes, como por 
ejemplo, barreras de entrada) así como 
el grado de saturación del mercado o 
la fidelidad de los consumidores a de-
terminadas marcas.

(ii) Si el acceso al mercado es difí-
cil, deberá analizarse en qué medida 
contribuyen dichos contratos al cierre 
de mercado; teniendo en cuenta, por 
ejemplo, su duración y la posición de 
las partes en el mismo.

En todo caso, no hay que perder la 
cautela ya que las cláusulas de exclu-
sividad tienen el potencial de restringir 
la competencia. En el caso de que exis-
ta riesgo de que nuevos competidores 
pudieran encontrar dificultades para 
entrar en el mercado, entonces será 
necesario examinar los posibles efec-
tos de dichas cláusulas en el mercado 
con mucho más detalle para asegurar 
que las mismas no resultan contrarias 
al Derecho de la Competencia.

Finalmente señalar que, aunque 
la sentencia del TJUE analiza las res-
tricciones impuestas al arrendador/
operador del centro comercial, con-
sideramos que similar razonamiento 

podría aplicarse a 
una prohibición 
impuesta a un mi-
norista (arrenda-
tario) de no abrir 
otras tiendas 
dentro de de-
terminado radio 
de distancia del 
centro comer-
cial. Varias deci-
siones en Austria 
y Alemania ava-
larían -guardando 
determinadas cau-
telas- esta posición:

En 2011, el Tri-
bunal Supremo de 
Austria resolvió que 
una cláusula en un con-
trato de arrendamiento que 
prohibía al arrendatario abrir 
otras tiendas en otros centros 
comerciales dentro de determina-
do radio no incumplía la normativa de 
defensa de la competencia. El Tribunal 
consideró que los efectos de la cláusu-
la sobre la competencia en el mercado 
eran limitados.

Sin embargo, un caso reciente en 
Alemania sugiere un acercamiento 
más estricto en relación a restriccio-
nes impuestas a arrendatarios. La 
autoridad alemana de defensa de la 
competencia impugnó una cláusula 
impuesta por el operador de un centro 
comercial tipo “outlet” que prohibía a 
los minoristas arrendatarios abrir otra 
tienda dentro de una distancia de 150 
km del centro comercial en cuestión. 
En este caso, la autoridad alemana 
concluyó que la cláusula era anticom-
petitiva "por objeto" porque excedía 
de una distancia geográfica de 50 km 
(la amplitud del radio de protección de 
150 km podría haber sido considerada 
excesiva) y tenía una duración de más 
de cinco años.

Como conclusión, lo que parece 
claro es que las cláusulas de exclusi-
vidad hechas a medida de las necesi-
dades del operador y que se puedan 
justificar son más defendibles desde 
un punto de vista del Derecho de la 
Competencia. 

VALERIA 
ENRICH

CARMEN 
CAMPO

Las cláusulas de exclusividad tienen el 
potencial de restringir la competencia
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Magistrado/ Letrado AJ excedente. Doctor en 
Derecho/ Licenciado en Criminología. Profesor 
colaborador UNED

El moderno homo digitalis flota a la deriva de un 
mundo virtual, la red atrae con sus tentáculos 
todos los abanicos de la realidad, toda informa-
ción parece ya predestinada a ser recopilada por 
el nuevo Leviatán intercomunicativo cibernético. 
Las nuevas generaciones se han rendido hipno-
tizadas a su influjo, y son casi universalmente 
poseedoras de smartphones y bajo su influjo las 
redes sociales forjan su imagen pública, fama, e 
incluso, a su rol social.

La utopía de un Internet sin barreras, aus-
piciado por Tim Berners Lee, se ha metamor-
foseaseado en un escenario arcano propicio al 
abuso. Cuando el denominado simio informatiza-
do muestra su imagen pública en la red, queda 
atrapado en un fangoso escenario virtual donde 
el mobbing, el acoso y la denigración del consi-
derado como rival o enemigo han encontrado un 
importante refugio, pues el nuevo cosmos tele-
mático permite efectuar actividades alevosas de 
un modo aparentemente impune. El daño psíqui-
co, sobre todo en etapas de adolescencia, puede 
ser demoledor para algunas personalidades tan 
cándidas como indefensas.

El tipo del art. 172. Ter del CP

La reciente reforma de la LO 1/2015 ha intro-
ducido en el CP un nuevo delito de acoso, dentro 

del capítulo dedicado a los delitos contra la liber-
tad. La dicción literal de su tabestand dice: 

“El que acose a una persona llevando a cabo 
de forma insistente y reiterada, y sin estar legíti-
mamente autorizado, alguna de las conductas 
siguientes y, de este modo, altere gravemente el 
desarrollo de su vida cotidiana:

1.ª  La vigile, la persiga o busque su cercanía 
física.

2.ª  Establezca o intente establecer contacto 
con ella a través de cualquier medio de comunica-
ción, o por medio de terceras personas.

3.ª  Mediante el uso indebido de sus datos 
personales, adquiera productos o mercancías, o 
contrate servicios, o haga que terceras personas se 
pongan en contacto con ella.

4.ª  Atente contra su libertad o contra su pa-
trimonio, o contra la libertad o patrimonio de otra 
persona próxima a ella”.

La deficiente construcción del tipo

En vez de enunciar la conducta general y es-
perar a que sea el juzgador o la jurisprudencia la 
que concrete, case by case, el acoso; se limita el 
legislador a enunciar cuatro aisladas conductas. 
El mencionado art. 172 TER adolece de un exce-
sivo causismo, pues los comportamientos con-
templados parecen elegidos un tanto arbitraria-
mente, de un modo excesivamente segmentario. 
Así, conductas tan repetidas en la práctica como 
las llamadas insistentes por teléfono para luego 
colgar el mismo con el fin de incordiar quedarán 
impunes. Pero, lo determinante es que esas con-
ductas deben ser dirigidas “al desarrollo de la 
vida cotidiana” con lo que no se amoldan, por el 

tenor de la expresión, a lo que acece en la red que 
queda extramuros del ámbito represión del tipo.

Se produce, por ende, una destipificación 
telemática casi generalizada, lo que unido a la 
paralela destipificación de la falta de injurias y 
vejaciones injustas del art. 620.2 del CP (salvo los 
parientes del art. 173.2) repercute en que los per-
judicados deban recurrir, como ultima ratio, a la 
vía civil para desenmascarar a los autores de las 
referidas denigraciones, la subsidiaria vía del art. 
173.1 del CP parece orientada a casos extremos.

Limitaciones procesales
Es necesario recordar que la identidad de los 

comunicantes forma parte del derecho a la invio-
labilidad de las comunicaciones. Desde la STEDH 
Malone de 1984 (postura reiterada en 1990 con 
los casos Kruslin y Huvig) se considera los datos 
identificativos de las comunicantes inherente al 
secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE y art.8 
CEDH). En su desarrollo la Ley 25/2007, de Con-
servación de Datos de las Comunicaciones Elec-
trónicas, que desarrolla la Directiva 2006/24/CE, 
exige un auto judicial motivado que pondere los 
bienes jurídicos en conflicto para socavar la inti-
midad de las comunicaciones.

En consecuencia, parece muy difícil en sede 
civil, casi aventurado, socavar el derecho funda-
mental a la vida privada y ello avocará en la prác-
tica a la impunidad de infinitud de estas conduc-
tas.

Conclusiones
El nuevo tipo penal da la espalda al nuevo 

escenario telemático y su rol troncal en la vida de 
las nuevas generaciones. Decía Ruggiero que el 
Derecho padece horror vacui y este vacío o exen-
ción punitiva derivado de una mala construcción 
del tipo, puede propiciar en el futuro un revulsivo 
o acicate comisivo; lo que puede revertir en un 
ambiente de impunidad que exponga a una ge-
neración a una situación de indefensión frente a 
un potencial público escarnio telemático.

FAUSTINO 
GUDIN 
RODRÍGUEZ 
MAGARIÑOS

El nuevo delito del art. 172 ter del CP y el acoso 
telemático: crónica de un desideratum represivo jurídico

El derecho de separación por 
modificación de hecho del 
objeto social
A propósito de la sentencia de la Audiencia 
Provincial de Barcelona de 27 de julio de 2015

Abogado Pérez-Llorca

Encorsetado dentro de los artículos 
346 a 349 y 353 a 359 de la Ley 1/2010, 
de 2 de julio de Sociedades de Capital 
(“LSC”), el derecho de separación se 
articula a través de un procedimiento 
perfectamente reglado que conduce a 
la liquidación de la participación so-
cial de aquellos socios que discrepan 
frente a la adopción de determinados 
acuerdos, tasados por la propia LSC, 
por parte de la junta de socios.

Sin embargo, la práctica conten-
ciosa nos enseña que, en muchas oca-
siones, las relaciones entre los socios 
transcurren fuera de los cauces lega-
les y la aparente sencillez que debería 
conducir a la aplicación del derecho de 
separación resulta imposible, porque 
falla el presupuesto básico que deter-
mina su aplicación ya que el acuerdo 
de la junta nunca se produce. 

Nace entonces un conflicto de 
difícil solución –especialmente en el 
caso de sociedades cerradas o fami-
liares–, dado que la inversión de los 
socios queda cautiva, ante la dificul-
tad de transmitir a terceros los títulos 
representativos del capital social. En 
este escenario que cobra importancia 
la sentencia dictada por la Audiencia 
Provincial de Barcelona, al resolver un 
supuesto en el que el derecho de se-
paración había quedado en el “limbo” 
después de que los socios mayoritarios 
hubieran impuesto un nuevo rumbo en 
la compañía sin el consentimiento de 
la minoría y sin modificar el objeto so-
cial mediante acuerdo de junta.

En el caso objeto de estudio, se 
plantea una desavenencia entre so-
cios de una sociedad  dedicada a la 
promoción y venta de viviendas (la 
“Sociedad”), que en época de crisis del 
sector inmobiliario, decidió diversificar 
su actividad adquiriendo participacio-
nes relevantes en tres sociedades con 
un objeto social radicalmente distinto: 
la heladería; la fabricación de pastele-
ría, bollería y platos precocinados y la 
consultoría de seguridad y medio am-
biente.

La inversión para la compra de las 
participaciones supuso un desembolso 
de 2.336.200 euros y vino acompaña-
da de la asunción de responsabilida-
des directivas por parte de la Sociedad 
en las tres filiales: en dos de ellas asu-
mió el cargo de administradora y en la 

otra pasó a formar parte de su consejo 
de administración. 

La participación en las filiales re-
presentaba un 21% del activo de la 
Sociedad, pero su objeto social no se 
modificó en función de las nuevas ac-
tividades desarrolladas (aunque de 
forma indirecta) por parte de la com-
pañía, sino que permaneció anclado 
en el sector inmobiliario a pesar de la 
expresa petición de los socios mino-
ritarios para que la junta adaptara su 
objeto social a la actividad real de la 
compañía y autorizara su derecho de 
separación.

El conflicto judicial estalla con el 
rechazo de dicha petición por parte de 
la junta y la sentencia de la Audiencia 
Provincial de Barcelona analiza si la 
modificación del objeto social con la 
adición de nuevas actividades diferen-
tes a las previstas estatutariamente, 
puede dar lugar al derecho de sepa-
ración de los socios que no hubieran 
votado a favor, tal y como establece el 
artículo 346 de la LSC.

La respuesta de la Audiencia es 
afirmativa: la Sala considera que el 
derecho de separación de los socios no 
sólo resulta de aplicación en los casos 
de sustitución de un objeto social por 
otro distinto, sino también cuando se 
adicionan nuevos objetos al definido 
originariamente, aunque su peso den-
tro del activo total de la sociedad no 
sobrepase el 21%. En el caso enjuicia-
do, la sentencia valora, además, que 
las nuevas actividades asumidas son 
radicalmente distintas de la actividad 
inmobiliaria definida en los estatutos 
y considera que la Sociedad está asu-
miendo importantes responsabilida-
des –y riesgos– como administradora 
de las filiales.

Partiendo de lo anterior, la Au-
diencia se plantea si la modificación de 
hecho del objeto social, sin el precep-
tivo acuerdo de la junta de socios para 
adaptar los estatutos de la compañía a 
las nuevas actividades, puede implicar 
la existencia de un abuso de derecho 
o fraude de ley por parte de los socios 

mayoritarios frente a los socios mino-
ritarios, al impedirles el ejercicio del 
derecho de separación. 

Y la conclusión de la Sala, tras 
estudiar la distinción entre ambas fi-
guras, es que el ejercicio de hecho de 
nuevas actividades en la Sociedad, sin 
la previa modificación estatutaria del 
objeto social, supone una conducta 
omisiva de la junta de socios que obli-
ga a los minoritarios a seguir formando 
parte de la Sociedad a perpetuidad, a 
pesar de que su objeto social –la causa 
de la sociedad– ha cambiado sustan-
cialmente.

Por ello, la Audiencia conside-
ra que, tanto si se analiza la cuestión 
como un supuesto de abuso de dere-
cho o como de fraude de ley, la conse-
cuencia debe ser el reconocimiento a 
los socios de su derecho de separación 
de la sociedad, por lo que condena a 
la Sociedad a pagar a los minoritarios 
el valor razonable de sus acciones, a 
determinar de común acuerdo entre 
las partes o, en su defecto, por auditor 
nombrado por el Juzgado.

En resumen, la sentencia analiza-
da afronta con valentía el problema 
y, a través de las clásicas figuras del 
abuso de derecho y del fraude de ley, 
aplica el derecho de separación frente 
a una modificación de hecho del objeto 
social, lo que le permite resolver de for-
ma definitiva el conflicto existente en-
tre socios mayoritarios y minoritarios.

ALBERT 
POCH

La práctica 
contenciosa nos 
enseña que, en 
muchas ocasiones, 
las relaciones 
entre los socios 
transcurren fuera de 
los cauces legales



ANÁLISIS |  15Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 915  29 de enero de 2016

Counsel de Bird & Bird.

La esperada adhesión de España al 
Protocolo Aeronáutico del Convenio de 
Ciudad del Cabo se produjo el 13 de no-
viembre del 2015, completando así el 
proceso en lo que respecta al Protocolo 
Aeronáutico que  entrará en vigor el día 
1 de marzo de 2016. 

De este modo, a partir del 1 de 
marzo entrarían en juego las reglas y 
procedimientos bajo las que actuaría 
el Registro de Bienes Muebles ("RBM") 
como punto nacional de acceso para 
la implementación del instrumento 
en nuestro país, de conformidad con 
la Disposición Adicional 6ª del Real 
Decreto 384/2015, de 22 de mayo, 
por el que se aprueba el Reglamento 
de matriculación de aeronaves civiles, 
cuyo principal cometido no es otro que 
coordinar la relación entre el Registro 
de Matrícula de Aeronaves Civiles y el 
RBM. 

Como es bien sabido, el Convenio 
de Ciudad del Cabo busca establecer 
un marco jurídico para las garantías in-
ternacionales sobre equipo móvil y con 
este objeto poner en funcionamiento 
un sistema de inscripción registral a 
escala internacional. Los problemas a 
los que pretende dar respuesta derivan 
esencialmente de los distintos plan-
teamientos tomados por los regímenes 
legales en cuanto a garantías, reserva 
de dominio y derechos de arrenda-
miento, provocando incertidumbre en-
tre posibles financiadores acerca de la 
eficacia de sus derechos. 

Protocolo aeronáutico

Con la adhesión al Protocolo Ae-
ronáutico se espera que mejoren sig-
nificativamente las oportunidades de 
nuestras compañías del sector aero-
náutico a financiarse en mercados de 
capitales internacionales debido a la 
mayor seguridad jurídica a la que dará 
lugar, y en tanto que la financiación es 
una condición para la adquisición y uso 
de aeronaves y motores aeronáutico, 
el Convenio y el Protocolo contribuirán 
asimismo a una mejoría en la seguri-
dad aérea al ayudar a las aerolíneas 

en varias jurisdicciones a modernizar y 
actualizar sus flotas. 

De conformidad con el artículo XIX 
del Protocolo Aeronáutico, España ha 
designado oficialmente al RBM como 
punto de acceso autorizante, punto de 
acceso que "autorizará la transmisión 
del Registro Internacional de la infor-
mación necesaria para la inscripción 
con relación a células de aeronaves o 
helicópteros matriculados en el Reino de 
España o en proceso de matriculación 
(…)". Dicha autorización normalmente 

se realiza mediante el otorgamiento 
de un código previo (Unique Authoriza-
tion Code o UAC), mero trámite previo 
a efectos de la posterior inscripción 
internacional; lo cual significa, funda-
mentalmente, que los remedios y dere-
chos contemplados en el Convenio y el 
Protocolo no requieren una inscripción 
previa en sede nacional para su total 
eficacia jurídica. Sin embargo, la pos-
tura adoptada por España parece ser 
la contraria a tenor del texto literal del 
Real Decreto 384/2015, lo cual genera 

grave preocupación ya que puede lle-
var al traste los beneficios que genera-
rá la adhesión al Protocolo.   

En efecto, todo apunta a que la 
ruta legal tomada por la DA 6ª del 
Real Decreto 384/2015, de 22 de mayo 
no es la correcta, al parecer exigirse 
en la letra a) de dicha DA6ª la inscrip-
ción previa en sede nacional antes de 
recurrir a la inscripción en el Registro 
Internacional. Tal vez se deba a mero 
desconocimiento del modo de funcio-
namiento del Registro Internacional y 
en última instancia de su significado y 
papel como mero requisito de publici-
dad-noticia. 

Y es que, si una garantía o derecho 
sujeto a Ley española es susceptible 
de inscripción en el Registro Inter-
nacional, es porque es propiamente 
una garantía internacional, indepen-
dientemente de que a su vez sea o no 
registrable en España conforme a la 
ley española. Dicho desajuste jurídico 
da lugar a una importante discordan-
cia que urge solucionar con rapidez. 
Efectivamente, de conformidad con el 
apartado 12.7 de las Normas y Procedi-
mientos para el Registro Internacional, 
en caso de existir un punto de acceso 
nacional, toda inscripción en el Regis-
tro Internacional que eluda los proce-
dimientos previstos por el Convenio 
para el punto nacional de acceso de-
vendría inválida. Por lo tanto, si antes 
de la efectiva entrada en vigor no cam-
bia el régimen previsto, la incompati-
bilidad entre el régimen nacional y el 
internacional provocará un innecesario 
jaque mate jurídico. 

De esta manera, si no se articula 
debidamente el funcionamiento del 
punto de acceso nacional o los proce-
dimientos son inadecuados, las partes 
podrían ver imposibilitada o retrasada 
la inscripción de sus garantías, con 
las consecuencias que ello tendría en 
cuanto a su prioridad y oponibilidad. 

Ahora sólo queda esperar que se 
procedan a adoptar las medidas ne-
cesarias con el fin de asegurar una 
correcta aplicación en España; de lo 
contrario —dado que el llamado "efec-
to útil" del sistema registral de Ciudad 
del Cabo depende de un correcto fun-
cionamiento de los puntos de acce-
so nacionales— el tiempo y esfuerzo 
invertido en el proceso de adhesión 
habrá carecido por completo de sen-
tido. Sea como fuere, que se cambie 
el vigente Real Decreto antes de su 
efectiva entrada en vigor se antoja 
difícil dado el actual panorama de in-
certidumbre política en el que nuestro 
país está inmerso. Disueltas las Cortes, 
sólo la Diputación Permanente podría 
aprobar una nueva norma al respecto 
en virtud del artículo 86 de la Consti-
tución, cuestión que, a la vista de la si-
tuación, parece harto improbable. 

T.  +34 91 754 90 54
masinfo@thomsonreuters.com 
www.tienda.aranzadi.es · www.aranzadi.es/cursos

60 h.
El objetivo de este curso es recorrer las novedades más importantes que 
debido a las recientes reformas se han producido en el ámbito Laboral.
Autor: Mario Gil Villanueva. Inspector de Trabajo y Seguridad Social.

CURSO DE ACTUALIZACIÓN 
LABORAL Y SEGURIDAD SOCIAL

¡NO ESPERES MÁS 
Y PONTE AL DÍA!

VENTAJAS: 
· Contenidos enlazados con Checkpoint Laboral como herramienta de gestión.
· Documentación en formato ProView imprimible. 
· Vídeos y contenidos multimedia.
· Servicio de tutorías.
· Bonificable por la Fundación Tripartita.

FORMACIÓN E-LEARNING

JOSÉ LUIS 
LORENTE 
HOWELL

Convenio de Ciudad del 
Cabo: el punto de 
acceso nacional

España ha 
designado 
oficialmente al RBM 
como punto de 
acceso autorizante
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LIBROS DESTACADOS

ASPECTOS  
CONTROVERTIDOS DE lA 
NEGOCIACIÓN COlECTIVA 

Aspectos controvertidos de la negociación 
colectiva, se convierte en la guía perfecta 
para dominar el proceso de negociación 
colectiva y todos los puntos clave que 
pueden darse en la aplicación de un 
convenio colectivo, las partes legitimadas, 
las constitución de la comisión 
negociadora, la ultraactividad, 
la prioridad de un convenio.

La obra ofrece un análisis pausado, 
brillante y riguroso del régimen fiscal 
de la doble imposición económica de 
dividendos y de plusvalías en la LIS/2014 
y en el TRLIS/2004. Se adentra en la 
problemática que deriva de la regulación 
vigente y ofrece propuestas de mejora  
del art. 21 LIS/2014.

T. + 34 900 40 40 47
masinfo@thomsonreuters.com 
www.tienda.aranzadi.es

lA EXENCIÓN DE DIVIDENDOS Y 
PlUSVAlÍAS PARA CORREGIR  
lA DOBlE IMPOSICIÓN EN El 
IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 

PVP C/IVA: 42 €PVP C/IVA: 60 €

LIBROS DESTACADOS

1ª Edición.  
Autores. departamento de Redacción Aranzadi 
Marca: Lex nova
cM: 10006365 iSBn: 978-84-9098-897-8

1ª Edición.  
Autores. María Eugenia Simón Yarza
Marca: Lex nova 
cM: 10006217 iSBn: 978-84-9099-331-6

DESCuBRE LAS VEnTAjAS DEL nuEVO FORMATO DÚO. 
ThOMSOn REuTERS PROVIEwTM, la biblioteca digital de Aranzadi:  
La solución para consultar todo tipo de publicaciones digitales, desde su ordenador o tableta.

PAPEL + EBOOK 
incLUidO En EL PREciO

Abogado

Como una consecuencia lógica de la exigencia de 
que las leyes para obligar deban ser publicadas 
para ser así conocidas de los obligados a su cum-
plimiento, se requiere que transcurra un cierto 
tiempo tras dicha publicación para que surta 
efecto la presunción de su conocimiento por los 
destinatarios de esa publicidad. El Código Civil, 
con su vocación de Ley fundamental, dedica su 
título Preliminar a las normas jurídicas, su apli-
cación y eficacia, proyectando su sombra sobre 
todo el ordenamiento jurídico español, dado su 
carácter de derecho supletorio.

En la Exposición de motivos del Decreto 
1836/1974 de 31 de mayo, por el que lo sanciona 
con fuerza de Ley, se razona el mantenimiento 
del periodo de vacatio legis de la versión origina-
ria, de 20 días a partir de la completa publica-
ción, salvo disposición en contrario: “El progreso 
manifestado de modo notorio en la variedad y ra-
pidez creciente de los medios de comunicación y 
difusión permitía pensar en la posibilidad de acor-
tamiento del plazo”. Pero rechaza esa posibilidad 
ya que “ha sido preciso ponderar también el hecho 
asimismo evidente de que la multiplicación y la 
complejidad de las leyes ha aumentado en térmi-
nos considerables, con lo que su conocimiento, si 
por un lado se facilita, por otro se dificulta”. 

Por eso, el art. 2.1 CC determina que “Las 
leyes entrarán en vigor a los veinte días de su 
completa publicación en el «Boletín Oficial del Es-
tado», si en ellas no se dispone otra cosa”,  esta-
bleciendo una norma general y una excepción y 
las razones  de la vacatio legis: la multiplicidad y 
complejidad de las leyes, lo cual aumenta la difi-
cultad de su conocimiento. Pero si esos motivos 
eran válidos en 1974, ¡qué no habrá que decir de 
2015!

Pero, ¿qué es lo que ocurre en realidad? To-
mando como referencia las 41 leyes, orgánicas 
y no orgánicas, promulgadas en 2015, entran 
en vigor  el mismo día de su publicación, que ya 
es presunción de rapidez en el conocimiento de 
las leyes, la Ley 32/2015, y el Real Decreto-Ley 
10/2015,  concediendo créditos extraordinarios.

La entrada en vigor al día siguiente de su pu-
blicación es casi la norma general. Opera como 
único elemento en 12 leyes: LO 6/2015 y Leyes 1, 
2, 14; 16; 18; 23; 36; 37; 42; 45; y 46/2015. 

Seis leyes disponen lo mismo, aunque con 
excepciones respecto a parte de ellas. Tal es 
el caso de la ley 8/2015: en vigor además el 
1.1.2016 y 3.7. 2017; o la LO 4/2015, el 1.1.2016; o 
la L 11/2015: vigente además el 1.1.2016, 1.12017 
y 15.10.2015. 

La Ley 42/2015, de reforma de la LEC, en-
tra en vigor el día siguiente a su publicación, 
el 15.10.2015 y 1.1.2016 y 2017, parecido a la L 
11/2015, que alcanza su vigencia el día posterior,  
el 1.1.2016 y 3.7. 2017.

Las LO 5/2015 y 6/1985, que modifican la 
LECrim y del Poder Judicial, adquieren vigencia 
en 1 mes y en 6 meses de su inserción en el BOE. 

La Ley 13/2015 de  la ley hipotecaria, adquiere vi-
gencia el 1.11.2015, salvo 3 artículos que lo hacen 
al día siguiente de su publicación. La LO 3/2015 
y la Ley 47/2015 entran en vigor al día siguiente 
de su publicación y el 1.1. 2016. 

Por otra parte, la vigencia se produce par-
cialmente al día siguiente de su publicación y el 
1 de enero de 2016 para la LO 3/2015, de 30 de 
marzo, de control de los partidos políticos y la 
Ley 47/2015, de 21 de octubre, sobre los trabaja-
dores del sector marítimo-pesquero. A los 15 días 
de su publicación entra en vigor la Ley 33/2015, 
de 21 de septiembre, del patrimonio natural y de 
la biodiversidad; a los 20 las leyes 3/2015, de 30 
de marzo, sobre el ejercicio del alto cargo de la 
administración general del estado y 6/2015, de 
12 de mayo, de denominaciones de origen. A los 
30 días lo hace la Ley 44/2015, de 14 de octubre, 
de sociedades laborales y participadas; a los 2 
meses la ley 41/2015, de 5 de octubre, de mo-
dificación de la ley de enjuiciamiento criminal, a 
los 3 meses la Ley 21/2015, de 20 de julio, de 
montes, y a los 6 meses la Ley 4/2015, de 
27 de abril, del estatuto de la víctima 
del delito.

La Ley 34/2015, de 21 de sep-
tiembre, de modificación parcial 
de la ley general tributaria, di-
vide su vigencia entre los 20 
días y los 3 meses de su in-
serción en el BOE y, el 1 de 
enero de 2017, como hace la 
LO 7/2015, de 21 de julio del 
poder judicial entre el 1 de 
octubre de 2015 y un año 
de la publicación.

La Ley 15/2015 de 2 de 
julio de Jurisdicción Volun-
taria cobra efectividad en 
parte a los 20 días de ver la 
luz y en otras partes el 15 de 
octubre de 2015 y el 30 de ju-
nio de 2017.

La Ley 19/2015 de 13 de julio, 
de medidas en el ámbito de la ad-
ministración de justicia y del registro 
civil (de esta ley nos ocuparemos otro 
día) cobra vigencia el 1 de enero y 1 de julio 
de 2016 y el 1 de agosto de 2015, como la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del 
sector público divide su efectividad entre el 1 de 
enero y el 17 de junio de 2016.

Por fin a fecha fija entran en vigor: el 1 de ju-
lio de 2015 la LO 1/2015, del Código Penal y la 
LO 2/2015, en materia de delitos de terrorismo; 
el 1 de octubre la Ley 12/2015, sobre nacionali-
dad española de los sefardíes y la Ley 38/2015, 
del sector ferroviario; el 1 de enero de 2016 la Ley 
35/2015, de la valoración de los daños y perjui-
cios en accidentes de circulación; el 10 de ene-
ro de 2016 la Ley 17/2015, del sistema nacional 
de protección civil; y el 1 de abril de 2017 la Ley 
24/2015, de 24 de julio, de patentes. 

La somera lectura de estas líneas es bastante 
para concluir que sin duda el legislador es plena-
mente consciente de que no cabe la ignorancia 
de la Ley con el esfuerzo que realiza para que el 
ciudadano la conozca perfectamente.

LUIS 
ZARRALUQUI 
SÁNCHEZ-
EZNARRIAGA

La entrada en vigor de las leyes

No cabe la ignorancia 
de la Ley con el esfuerzo 
que realiza para que el 
ciudadano la conozca 
perfectamente
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Abogado

Siempre me ha parecido que la frase 
"todo es relativo" es totalmente falsa 
porque implica en sí misma una afir-
mación absoluta.

Y pretender la "regulación del 
mercado de la competencia" para que 
exista "libre competencia" supone una 
contradicción, en sus propios términos, 
como ocurre con la frase inicial de este 
artículo. 

Poseemos una serie de organis-
mos reguladores de la competencia: 
nacionales, autonómicos, etc. También 
tenemos más de medio centenar de 
colegios de abogados y cuentan que 
más de 100.000 abogados en ejerci-
cio. Esto, mi profesor de Economía lo 
llamaría un mercado atomizado, mer-
cado perfecto etc. 

La justicia gratuita es una obliga-
ción del Estado que debería pagar el 
Estado pero que soportan los aboga-
dos debido a que atienden el tuno de 
oficio y el Estado no les paga lo que 
debería. La diferencia de precio entre 
lo que paga el Estado y lo que debe-
ría pagar es una obligación del Estado 
que soportan los abogados mediante 
una menor retribución. 

Precios ridículos
Con precios ridículos, 70€ por un 

juicio, con retrasos en las vistas de dos 
horas y retrasos en el pago, en algunos 
sitios dicen que hasta de dos años, han 
generado unos incipientes estudios 
de los colegios de abogados sobre los 
costes y los precios, por debajo de los 
cuales esta actividad profesional no 
puede sostenerse. 

 Dicen que varios organismos su-
pervisores de la competencia de varias 
comunidades autónomas van a actuar 
contra estos colegios y contra la coor-
dinación de precios que afirman existe 
entre los más de 100.000 abogados, 
derivadas de estas iniciativas. 

Todos sostienen que esta actividad 
no coordinada pero coincidente de los 
organismos del Estado y de las auto-
nomías no tiene nada que ver con esta 
deriva que está tomando el turno de 
oficio y la reclamación de los profesio-
nales para que la justicia gratuita sea 
soportada por el Estado y no por los 
abogados. 

Algunos apuntan como solución 
hacer un concurso público para que 
grandes empresas pujen por propor-
cionar este servicio y que se adjudique 
a quien esté dispuesto a hacerlo al me-
nor precio. Estas empresas contrata-
rían abogados como personal laboral 
o realizarían contratos mercantiles con 
abogados autónomos.   

Verán Vds., los trabajadores por 
cuenta ajena pueden reunirse en sin-
dicatos, asociaciones e incluso por em-
presas para regular la retribución de 
su trabajo en los llamados convenios 
colectivos. También se pueden fijar 
límites mínimos en convenios marco, 
en leyes como la del Salario Mínimo 
Interprofesional, etc. y el regulador de 
la competencia lo considera legítimo. 

Pero si al trabajador por cuenta 
ajena le "echamos" y le obligamos a 
ser un "autónomo vinculado", le es-
tamos privando de la posibilidad de 
negociar la retribución de su trabajo 
y, en realidad, le "echamos" no a los 
leones, sino a una manada de leones, 
tanto más peligrosa cuantas menos 
empresas existan en ese sector y cuan-
to más grandes sean esas empresas y, 
sí intenta llegar a un acuerdo con sus 
excompañeros para mantener algo pa-
recido al convenio colectivo que tenían 
unos meses antes de que los "echa-
ran", competencia daría el alto y lo 
consideraría "coordinación de precios 
ilegal". 

Veamos un primer caso concreto: 
Tal vez todo esto sea una exage-

ración, pero sí está prohibido vender 
por debajo del precio de coste: ¿Cómo 
han conseguido, consentido y mante-
nido que la leche se venda por debajo 

de ese coste de producción? Por una 
sencilla razón, porque a los trabaja-
dores adscritos a una gran empresa 
los convirtió en "autónomos" y fueron 
excluidos de los convenios colectivos. 
Por cierto: ¿Cuál sería el convenio co-
lectivo aplicable al cuidador de vacas 
por cuenta ajena? Si no les suena, tal 
vez se encuentre extinguido. Pero esto 
no es indicativo de ninguna coordina-
ción entre grandes empresas lecheras 
ni indica actividades contrarias a la 
competencia... pero sí los vaqueros se 
reúnen... 

Los pobres vaqueros luchan, y se 
reconoce su heroica lucha, para in-
tentar conseguir un precio mínimo, 
desconociéndose la causa de haberles 
doblegado durante años y obligarles a 
vender violando la ley, es decir, vender 
por debajo del precio de coste. ¡Cómo 
sigan quejándose habrá que multarles 
por vender por debajo de coste y, ade-
más, por dar publicidad a su infrac-
ción! Pero puede que esta prohibición 
sólo sea aplicable a la venta al por me-
nor pues, en grandes superficies, no 
se puede vender por debajo del coste, 
pero si se permite que las empresas 
industriales lecheras compren leche 
por debajo del coste . . . o eso dicen los 
vaqueros . . . 

También a los abogados se nos 
está vetando poder asegurar un precio 
mínimo por nuestros servicios. Y esto 
es solamente la antesala a "subastar" 
el turno de oficio a la gran empresa 
que esté dispuesta a pagar menos a 
sus "contratados por cuenta propia". 
Parece que miles de abogados somos 
capaces de coordinarnos con más fa-
cilidad que cuatro o cinco "grandes 

centrales lecheras"... ¡Perdón! Grandes 
despachos, que son los que pujarán 
por este servicio. 

Veamos un segundo caso concreto: 
Las multinacionales de las semi-

llas consiguen "certificar", "patentar", 
"asegurar" y "garantizar" la "propie-
dad" de esas semillas, hasta el punto 
que, en pocos años, la principal acti-
vidad del SEPRONA será perseguir a 
quienes planten cualquier cosa sin pa-
gar a una multinacional. Sin embargo, 
los abogados no podemos "patentar" 
la propiedad intelectual de una argu-
mentación, es más, el CGPJ nos ex-
propia gratuitamente de ese derecho, 
y pasa a "vender" esas sentencias que 
recogen los argumentos que nosotros 
hemos hecho. Miles de abogados, con 
miles de argumentos, no necesitamos 
la misma protección que 4 ó 5 multina-
cionales fabricantes de semillas. 

Veamos un tercer caso concreto: 
Los médicos deben pasar por la 

universidad y después por un MIR o un 
PIR ¡cómo se llame este año! Porque 
el año que viene ya le habrán cambia-
do el nombre. Y esos conocimientos y 
experiencia, sólo se puede conseguir 
en unos pocos centros, a costa de pa-
cientes, de enfermos, heridos y mori-
bundos, que pagan durante toda su 
vida a la Seguridad Social para servir 
de entrenamiento, cuando peor se en-
cuentran anímicamente, en hospitales 
universitarios, a futuros médicos que 
emigrarán a Alemania. No existe coor-
dinación ni en los precios de las uni-
versidades privadas, ni en la sucesión 
de castas en las cátedras, ni en nada... 
Aquí la supervisión de la competencia 

no tiene ningún "target", ningún obje-
tivo que perseguir. 

A miles de abogados, que salen 
de la universidad sin haber realizado 
una sola práctica, competencia sostie-
ne que no se les puede vetar el acceso 
al turno de oficio por carecer de una 
experiencia mínima o una formación 
práctica que la universidad no facili-
ta. Por eso, competencia va a cargar 
contra esas injustas normas que exi-
gen acreditar una formación práctica 
mediante un examen. Esto aumenta-
rá el número de abogados y permitirá 
bajar el precio. Y, respecto a la calidad 
del servicio..., de eso no opina com-
petencia. Pero no olvidemos que es 
algo necesario para lo expuesto en el 
ejemplo primero: tres o cuatro grandes 
operadores jurídicos necesitarán miles 
de abogados dispuestos a trabajar por 
10€/asunto y no es ni una exageración 
ni un sarcasmo, es una previsión. La 
conclusión es lo razonable de la supo-
sición inicial del regulador de la com-
petencia: debemos impedir la coor-
dinación de precios de los abogados 
para abaratar la factura del Estado en 
justicia gratuita. 

Veamos un cuarto caso concreto: 
Dicen que los delitos de pensa-

miento no existen y que la libertad de 
expresión es uno de los pilares de la 
democracia. La investigación científi-
ca, la protocolización de tareas, la ta-
bulación de los elementos, el estudio 
de "imput" y "output" que componen 
un proceso industrial o una actividad 
humana, son el elemento fundamen-
tal del desarrollo de la economía, de la 
producción en cadena, de la fijación de 
precios y de nuestro modo de vida. 

Pero no podemos dejar de perse-
guir y multar a quienes se atreven a 
escribir, so pretexto de la libertad de 
expresión, pseudoestudios pseudoi-
legales y pseudocientíficos sobre los 
costes de la actividad forense, para 
llegar a la conclusión de CUÁL ES EL 
PRECIO MÍNIMO, el precio de coste del 
servicio, pues está claro que debe ser 
cero, todo lo que paga el Estado por 
justicia gratuita siempre debe ser una 
cantidad a reducir. 

Coordinación entre colegios de 
abogados

Más de medio centenar de cole-
gios de abogados se han coordinado 
con miles de colegiados para cobrar 
70€ por un juicio de faltas (baremo del 
turno de oficio). Tal vez si dejamos que 
cualquiera pueda defender en juicio y 
ponemos de intermediario a una gran 
empresa, podamos rebajar tan altos 
honorarios a esos abogados y dejarlos 
en 10€ más el beneficio industrial de 
la empresa pujadora, y así mejorará 
el sistema de justicia o, al menos, la 
factura de la justicia, permitiendo la 
entrada a dos o tres grandes empresas 
que pujen por el turno de oficio, que 
siempre serán más amables, negocia-
dores y colaboradores que 100.000 
abogados y 50 colegios manifestán-
dose. 

La prohibición general de vender 
por debajo del precio de coste no tie-
ne sentido aplicarla a los colectivos de 
abogados, porque pudiendo comer del 
aire, vivir en la calle, y teniendo el pla-
cer de utilizar los ingresos de su cón-
yuge para pagar el IVA, el IRPF y otros 
impuestos, no tienen necesidad de 
cobrar nada y por ello estudiar cuanto 
les cuesta su actividad, hablar sobre 
el tema o defender colectivamente 
una retribución mínima, es  perder el 
tiempo en algo que está claro que es 
CERO... y puede provocar malas ideas. 

Debido a todo ello, competencia, 
en ejercicio de sus funciones, NO ha 
coordinado ningún plan para que, al 
mismo tiempo, Andalucía, País Vasco, 
Madrid y Galicia preparen expedientes 
o informes para activar la actividad del 
"superregulador" (existe un organismo 
regulador de la competencia por co-
munidad autónoma y otro a nivel na-
cional). Ellos son libres y competentes, 
y sólo es una coincidencia que todos se 
activen al mismo tiempo contra el mis-
mo objetivo, ese colectivo que se atre-
ve a pedir al Estado más de 70€ por un 
juicio de faltas que, recordemos, es lo 
que cobra un abogado del turno de ofi-
cio, porque está claro que, aún cuando 
la justicia gratuita sea una obligación 
del Estado, es obligación de los entes 
del Estado conseguir que el cargo por 
ese derecho ciudadano y obligación 
estatal de garantizarlo, se rebaje a 
cero, que es su precio de coste, como el 
de la leche... ¡LA LECHE! 

MANUEL DE 
CRISTÓBAL

La prohibición general de vender por debajo del precio de 
coste no tiene sentido aplicarla a los colectivos de abogados

Cobramos mucho 
los abogados

Algunos apuntan a que grandes empresas 
pujen por proporcionar este servicio
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Victoria Ortega Benito, hasta ahora 
secretaria General del Consejo Gene-
ral de la Abogacía Española (CGAE), 
fue elegida presidenta de la institución 
por mayoría absoluta en las elecciones 
corporativas celebradas durante el 
Pleno del 14 de enero. Con 47 votos de 
los 83 emitidos por los decanos de los 
Colegios de Abogados de toda España, 
Ortega, la primera mujer el ponerse 
al frente del CGAE, obtuvo el 56,62% 
de los sufragios frente a los 21 votos 
de Francisco Javier Lara, decano del 
Colegio de Abogados de Málaga (un 
25,30% del total). Tanto Marcos Ca-
macho, decano del Colegio de Aboga-
dos de Jerez de la Frontera, como Pere 
Lluis Huguet, decano del Colegio de 
Abogados de Reus, lograron 7 apoyos 
cada uno (un 8,43%). Vanessa Gonzá-
lez Fornas, colegiada de Barcelona y 
presidenta de Altodo Cataluña (Aso-
ciación de Letrados por un Turno de 
Oficio Digno catalana), no obtuvo voto 
alguno. Fue proclamada así presidenta 
Victoria Ortega Benito el mismo día 14 
durante el Pleno, inmediatamente sus-
pendido para reanudarse el 28  para la 
toma de posesión. 

El hasta ahora presidente del Con-
sejo General de la Abogacía, Carlos 
Carnicer, anunció en octubre de 2015 
que no se presentaría a la reelección, 
tras cumplir 3 mandatos consecutivos, 
que comenzaron en 2001.
Una vida dedicada al Derecho

Victoria Ortega (Palencia, 1958), 
licenciada y doctora en Derecho por 
la Universidad de Valladolid, es profe-
sora Titular de Derecho procesal en la 
Universidad de Cantabria desde 1992. 

Ejerce la profesión de la Abogacía 
desde 1981, miembro de los Colegios 
de Madrid, Burgos, Vizcaya y Canta-
bria, del que fue decana entre los años 
2000 y 2008. Ha sido secretaria Gene-
ral del Consejo General de la Abogacía 
Española desde febrero de 2011 hasta 
diciembre de 2015, cuando abandonó 
el cargo para concurrir a las elecciones. 

No se quedan aquí sus atribucio-
nes en el gobierno de la profesión: ha 
sido vicepresidenta del Consejo Ge-
neral de la Abogacía Española entre 
2002 y 2008, consejera electiva del 
Consejo por el Pleno del CGAE en fe-
brero de 2009 y vocal de la Comisión 
Institucional para la determinación, 
estudio y propuesta de los elementos 
esenciales de la nueva Ley de Planta y 
Demarcación Judicial del Ministerio de 
Justicia, órgano creado en el mes de 
en mayo de 2010. Ha sido igualmente 
presidenta de las Comisiones de Orde-
nación Profesional y de Coordinación 
entre Colegios, Consejos Autonómicos 
y Consejo General de la Abogacía Es-
pañola. Además, fue presidenta de la 
Unión Profesional de Cantabria -que 
reúne a los principales colegios profe-
sionales del territorio autonómico- en-
tre 2001 y 2008.

Por lo que se refiere a reconoci-
mientos, Victoria Ortega posee la Gran 
Cruz al Mérito en el Servicio a la Abo-
gacía y  la Gran Cruz de San Raimundo 
de Peñafort.

Cinco años por delante para 
cumplir las funciones encomendadas

Ortega comienza un recorrido de 
cinco años de duración en los que re-
presentará a la Abogacía Española, 
será la máxima portavoz del conjunto 
de los Colegios de Abogados de Espa-

ña y ejercerá dirección de la actividad 
de los órganos del Consejo a nivel su-
perior.

La nueva presidenta deberá velar 
por el prestigio de la profesión de abo-
gado y defender los derechos de los 
Colegios y sus colegiados cuando sea 
requerido por el Colegio respectivo, así 
como  proteger la libertad de actuación 
de los profesionales. 

Por el lado más institucional, ten-
drá la responsabilidad de convocar y 
presidir las sesiones del Pleno y de la 
Comisión Permanente y fijar los órde-
nes del día. Los acuerdos alcanzados 
los autorizará con su firma. 

83 decanos llamados a las urnas
Conforme al artículo 9.2 de la Ley 

2/1974, de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales, los presidentes  de los 
Consejos Generales serán elegido por 

todos los presidentes, decanos, sín-
dicos de España o, en su defecto, por 
quienes estatutariamente le sustitu-
yan. Por ello, y aunque la elección de 
la nueva presidenta ha sido en el seno 
del Pleno del CGAE, compuesta por 
todos los decanos de los Colegios de 
Abogados de España, el presidente 
de la Mutualidad General de la Abo-
gacía, los presidentes de Consejos de 
Colegios de Abogados de Comunida-
des Autónomas, en los que no concu-
rriere la condición de Decano y doce 
consejeros, únicamente han votado los 
decanos, de manera no secreta sino 
pública. No hubo duda en cuanto a la 
proclamación porque Victoria Ortega 
obtuvo la mayoría absoluta, pero el Es-
tatuto General de la Abogacía Españo-
la establece en su artículo 70.2 que, en 
caso de empate, debe ser proclamado 
presidente el de mayor antigüedad co-
legial. 

El CGAE, una institución con solera
El Consejo General de la Abogacía 

Española fue una iniciativa de Emilio 
Laguna Azorín, decano del Real e Ilus-
tre Colegio de Abogados de Zaragoza, 
en 1942. El profesional aragonés, pre-
ocupado por la situación que se estaba 
viviendo en el gremio en la postguerra, 
dirigió una carta a los colegiados de 
su ciudad y al Colegio de Abogados de 
Madrid donde llamaba a trabajar para 
crear  un organismo de carácter supe-
rior que hiciera posible una actuación 
coordinada de los Colegios, diera rele-
vancia a la profesión e hiciese presente 
a la Abogacía en la actividad legisla-
tiva. Antonio Goicoechea, Decano del 
Ilustre Colegio de Madrid, haría reali-
dad esa idea con la creación del Con-
sejo General de los Ilustres Colegios de 

Abogados de España por Decreto de 19 
de junio de 1943. 

El Consejo General de la Abogacía 
tomó una forma más definida en su IV 
Congreso, celebrado en León en 1970. 
Su Estatuto se aprobó en 1982, que  
fue sustituido por el actual, aprobado 
por el Real Decreto 658/2001, de 22 
de junio de 2001. 

Desde 1996 el CGAE tiene una 
Delegación en Bruselas, que hace de 
puente entre las instituciones comu-
nitarias y los abogados españoles, y 
participa activamente en la integración 
europea y en la construcción de la Eu-
ropa del Derecho y la Justicia.

Al frente de la Abogacía institu-
cional ha habido ya seis presidentes: 
Antonio Goicoechea y Cosculluela 
(1943-1952), Manuel Escobedo Dua-
to (1952-1959), Fausto Vicente Gella 
(1959-1964), José Luis del Valle Iturria-
ga (1964-1972), Antonio Pedrol Ríus 
(1973-1992), Eugenio Gay Montalvo 
(1992-2001) y Carlos Carnicer Díez 
(2001-2016).

El Consejo General de la Abogacía 
ha tenido un rol esencial en las princi-
pales leyes que afectan al gremio: Ley 
de Acceso, Ley de Sociedades Profe-
sionales y regulación de la Relación 
Laboral Especial, la reforma de la Ley 
de Colegios Profesionales para adap-
tar España a la Directiva de Servicios, y 
las reformas de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil, del Código Penal, etc. Además, 
tuvo un papel protagonista en la opo-
sición frontal a la Ley de Tasas, que 
acabó con el Real Decreto-ley 1/2015, 
de 27 de febrero, de mecanismo de se-
gunda oportunidad, reducción de car-
ga financiera y otras medidas de orden 
social, cuyo artículo 11 elimina las tasas 
para las personas físicas.

UNA MUJER SE PONE POR PRIMERA VEZ EN LA HISTORIA AL FRENTE DE LA ABOGACÍA INSTITUCIONAL

Con 47 votos de los 
83 emitidos Ortega 
obtuvo el 56,62% 
de los sufragios

A la izquierda, Victoria Ortega Benito, 
nueva presidenta del CGAE. Arriba, de 
izda. a dcha., Francisco Javier Lara, 
decano del Colegio de Abogados de 
Málaga; Vanessa González Fornas, 
colegiada de Barcelona y presidenta de 
Altodo Cataluña; Victoria 
Ortega Benito, nueva presidenta del 
CGAE; Pere Lluis Huguet, decano 
del Colegio de Abogados de Reus y 
Marcos Camacho O'Neale, decano 
del Colegio de Abogados de Jerez 
de la Frontera. Junto a estas líneas , 
recuento de votos tras las elecciones 
del pasado 14 de enero. Fotos: CGAE.

Victoria Ortega asume la presidencia del CGAE, 
del que era secretaria general
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AJA

El presidente del Tribunal Supre-
mo (TS) y del Consejo General del 
Poder Judicial, Carlos Lesmes, ha 
propuesto añadir dos magistrados 
a la planta de la Sala Primera del 
Tribunal Supremo y reforzar las 
áreas de Civil y de Social del Ga-
binete Técnico tras llevar a cabo 
la primera inspección al Tribunal 
Supremo desde el inicio de la de-
mocracia, realizada en virtud de 
las atribuciones que le otorga el 
artículo 172 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial.

Una inspección para profundizar 
en la transparencia 

La inspección al Tribunal Su-
premo se llevó a cabo para cono-
cer y analizar el modo de trabajo 
y los medios con los que cuenta 
la sede judicial, tras las reformas 
legislativas que inciden en su  fun-
cionamiento y plano organizativo. 
Se enmarcó, y así fue comunicado 
a los trabajadores y miembros de 
la Carrera judicial y fiscal, en el 
perfil de  transparencia de las ins-
tituciones públicas; y aplicando la 
resolución del Congreso de los Di-
putados que instaba a inspeccio-
nar “el funcionamiento de las dis-
tintas Salas del Tribunal Supremo 
al igual que el resto de los órganos 
jurisdiccionales”.

La Sala de Gobierno del Tribu-
nal Supremo conoció el programa 
de inspección el 20 de abril de 
2015, que se realizó a lo largo de 
varios días repartidos entre  los 
meses de mayo, junio, septiembre, 
octubre y noviembre. Se inspeccio-
naron las cinco Salas del Tribunal 
Supremo (Civil, Penal, Contencio-
so-Administrativo, Social y Militar) 
más la Sala Especial del artículo 
61 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial, el Tribunal de Conflictos de 
Jurisdicción, la Sala de Conflictos 
de Jurisdicción y la Sala de Con-
flictos de Competencia.

Aumento de plantilla

Tras la inspección al Tribunal 
Supremo, Lesmes ha propuesto 
aumentar la planta de la Sala de 
lo Civil en dos magistrados, a la 
vista del gran número de asuntos 
que lleva el órgano. La proyec-
ción anual de ingreso en la Sala 
de lo Civil del Tribunal Supremo 
en el año 2015 (4.442 asuntos) es 
considerablemente superior a la 
cifra que se registró 2014 (3.913 
asuntos). A pesar de que la pro-
yección de asuntos resueltos en 
2015 (3.045) es mayor a la de 2014 
(2.918), el nivel resolutivo es infe-
rior a la entrada. Incorporar dos 
efectivos aumentaría la eficiencia 
del órgano.

Carlos Lesmes ha sugerido 
también el incremento en dos 

plazas de letrado de la planta del 
área de Civil del Gabinete Técnico, 
el cual concentra su labor en la 
fase de admisión de los asuntos, 
e interviene igualmente en la fase 
de trámite; aparte de llevar a cabo 
el acopio de datos, de documentos 
necesarios para los procesos, de 
jurisprudencia, así como el análisis 
jurídico para las bases de datos del 
Centro de Documentación Judicial 
(CENDOJ).

Por lo que respecta a la Sala 
de lo Social, el acta inspectora ad-
mite que tanto el desarrollo como 
el trámite de los procesos que se 
realizan en el órgano son ágiles y 
eficaces, a pesar de las dificulta-
des “inevitables” que derivan del 
elevado número de recursos de 
casación para unificación de doc-
trina que llegan a la Sala. Estos 
recursos, “requieren de un extenso 
y profundo estudio de los mismos 

por parte del Gabinete Técnico a 
fin de facilitar las tareas de los ma-
gistrados en la fase de admisión”. 
Por este motivo, Carlos Lesmes ha 
propuesto incrementar el área de 
Social del Gabinete Técnico, aña-
diendo al menos dos nuevas pla-
zas de letrado. Con este cambio, la 
plantilla del Gabinete dedicada a 
materia Social quedaría en un mí-
nimo de doce letrados.

No en todas las Salas se ha 
incorporado completamente la 
tecnología

A pesar de que la conclusión 
general de la actividad inspectora 
admite que en general, los trámi-
tes procesales en las cinco Salas 
del Tribunal Supremo y en las Sa-
las Especiales se desarrollan de 
manera “ágil y eficaz”, se detectó 
que en algunas aún se trabaja con 
libros en papel. 

Además, consta que las re-
soluciones finales no se integran 
posteriormente en la herramienta 
de gestión procesal, la cual hace 
posible la llevanza digital de los 
libros y, en consecuencia, facilita el 
seguimiento del estado de los pro-
cedimientos. La inspección resalta 
igualmente que en ocasiones no 
viene expresado de manera clara el 
motivo de los cambios de ponente 
de los asuntos a un magistrado di-
verso del nombrado inicialmente.

Lesmes pide aumentar los efectivos de la 
Sala Primera y las áreas Civil y Social del 
Gabinete Técnico del TS

PRIMERA INSPECCIÓN REALIZADA EN DEMOCRACIA AL ALTO TRIBUNAL

Entra en vigor el formulario para acceder al acuerdo 
extrajudicial de pagos

Actualidad Jurídica Aranzadi

El Boletín Oficial del Estado publicó el 29 de di-
ciembre la Orden JUS/2831/2015, de 17 de di-
ciembre, por la que se aprueba el formulario de 
solicitud del procedimiento para alcanzar un 
acuerdo extrajudicial de pagos. La Orden tiene el 
visto bueno del Consejo General del Poder Judi-
cial, el Consejo General del Notariado, el Colegio 
de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y 
Bienes Muebles de España y la Cámara de Co-
mercio de España. Así, los ciudadanos tienen a su 
disposición la solicitud de inicio del procedimien-
to para alcanzar el acuerdo previsto en el artículo 
232.2 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

La apertura de este formulario está prevista 
en la Ley 25/2015 de 28 de julio de mecanismo 
de segunda oportunidad, reducción de la carga 
financiera y otras medidas de orden social. En la 
primera parte de la ley se regulan diversos me-
canismos de mejora del Acuerdo Extrajudicial de 
Pagos, introducido en la legislación concursal por 
la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a 
los emprendedores y su internacionalización; y 
se introduce un mecanismo efectivo de segunda 
oportunidad para las personas físicas destinado a 
modular el rigor de la aplicación del artículo 1911 
del Código Civil. 

Solicitud del acuerdo extrajudicial de pagos
El formulario de solicitud del procedimiento 

para alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos 
viene encabezado por la declaración de concu-
rrencia de los requisitos exigidos por el 231 de la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, para iniciar 
el procedimiento extrajudicial, y una estimación 
del pasivo no superior a cinco millones de euros. 
En caso de solicitante casado, y si su régimen 
matrimonial no es de separación de bienes, debe 
firmar también el cónyuge. 

La solicitud del deudor no empresario, tan-
to persona natural como jurídica, irá dirigida al 
notario correspondiente a su domicilio. En caso 
de que el deudor sea empresario o una entidad 
inscribible en el Registro Mercantil, podrá optar 
por dirigir la solicitud bien al registrador mercan-
til correspondiente a su domicilio, bien a la Cá-
mara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y 
Navegación cuando hayan asumido funciones de 
mediación de conformidad con su normativa es-
pecífica; o bien a la Cámara Oficial de Comercio, 
Industria, Servicios y Navegación de España, de 
conformidad con el artículo 232.3 de la Ley Con-
cursal. Se podrá presentar a través de los medios 
electrónicos habilitados. 

Datos que exige el formulario 
Aparte de la identificación completa del deu-

dor, el solicitante del acuerdo extrajudicial de pa-
gos deberá adjuntar un certificado de rentas, y en 
su caso, certificado relativo a la presentación del 
Impuesto de Patrimonio, expedido por la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su 
caso, con relación a los últimos cuatro ejercicios 
tributarios.

Además, tendrá que especificar, entre otros 
datos, las últimas tres nóminas percibidas o la 

cuantía mensual en concepto de prestaciones o 
subsidios por desempleo, rentas mínimas de in-
serción o ayudas análogas. Si fuese pensionista, 
adjuntará un certificado de la cuantía de la jubi-
lación.

En caso de ser un trabajador por cuenta pro-
pia, si estuviera percibiendo la prestación por 
cese de actividad, unirá el certificado expedido 
por el órgano gestor en el que figuren las cantida-
des mensuales percibidas. Si estuviera obligado 
a llevar contabilidad, incluirá las cuentas anuales 
correspondientes a los tres últimos ejercicios.

La Orden exige también una declaración res-
ponsable del cumplimiento de los requisitos exi-
gidos para considerarse en el umbral del Código 

de Buenas Prácticas, si la vivienda habitual del 
deudor está gravada con hipoteca.

Una mejora legislativa en vigor desde julio de 
2015 

Respecto a los acuerdos extrajudiciales de 
pago regulados en el Título X de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal, las modificaciones que 
introdujo la Ley 25/2015, de 28 de julio, de me-
canismo de segunda oportunidad, reducción de 
la carga financiera y otras medidas de orden so-
cial tienen por finalidad flexibilizar su contenido 
y efectos, asimilando su regulación a la de los 

acuerdos de refinanciación de la disposición adi-
cional cuarta de la Ley Concursal. 

Como elementos principales del nuevo régi-
men están la ampliación de su ámbito a las per-
sonas naturales no empresarios -con un procedi-
miento simplificado para éstas-; la posibilidad de 
extender los efectos del acuerdo a los acreedores 
garantizados disidentes, lo que supone un avan-
ce frente al régimen de sometimiento voluntario 
vigente con anterioridad; y la potenciación de la 
figura del mediador concursal, introduciendo la 
posibilidad de que actúen como tal las Cámaras 
de Comercio, Industria, Navegación y Servicios, si 
el deudor es empresario, o los notarios, si se trata 
de personas naturales no empresarios.



22  | OBRA TOP Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 915  29 de enero de 2016

La reforma operada por la L.O 7/2015, de 21 de julio,  supone 
una  revolución procesal, en la que la admisión pasará a ser 
una decisión de la Sala Tercera del Tribunal Supremo basada 
en la existencia del denominado «interés casacional objetivo». 
Esto exigirá del juzgador una aproximación al recurso en la que 
ya no se busque únicamente la concurrencia de infracciones 
normativas, sino la existencia de relevancia casacional.
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INCLUIDO EN EL PRECIO

EL NUEVO RECURSO DE  
CASACIÓN EN EL ORDEN 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

OBRA TOP

Académico Correspondiente Real 
Academia de Jurisprudencia y 
Legislación. Doctor en Derecho 

Hace casi dos años, y para dar título a 
mi conferencia de presentación ante 
la Real Academia de Jurisprudencia 
y Legislación, elegí el del Inaplazable 
anglosajonamiento de nuestro Tribunal 
Supremo, donde me lamentaba de la 
inveterada desafección española hacia 
el interés casacional como mecanismo 
de depuración de la verdadera labor 
nomofiláctica del Tribunal Supremo, tal 
y como fue prevista por la Constitución 
de 1978, a la vez que saludaba con es-
peranza las iniciativas prelegislativas 
que se anunciaban por aquel entonces: 
el malogrado anteproyecto de Ley de 
Eficiencia de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa de marzo de 2013 y 
el más ambicioso Anteproyecto de mo-
dificación de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ) de abril de 2014, ambos 
diseñados con la encomiable intención 
de racionalizar los recursos existentes 
en aras de mantener el mismo nivel de 
tutela judicial –y de control de legalidad 
de la Administración–, cohonestándo-
lo con el gasto público estrictamente 
necesario y con la imprescindible re-
ducción de la pendencia litigiosa en 
sede casacional. En ambas propuestas 
normativas asomaba como elemento 
estructural del nuevo panorama casa-
cional la objetivación de la naturaleza 
del recurso de casación, abandonando 
su finalidad reparadora de intereses 
y derechos subjetivos, para mutar en 
un remedio básicamente dirigido a la 
creación de jurisprudencia. Para ello, 
la admisión del recurso ya no depen-
dería de la observancia de una serie de 
requisitos formales y procedimentales 
–cuantía, materia, origen de la resolu-
ción impugnada, etc…– o de la identifi-
cación precisa de un vicio jurídico en la 
sentencia recurrida. Planteamiento no 
exento de reproches, como el manifes-
tado por el Profesor Díez-Picazo Gimé-
nez, para quien el Tribunal Supremo no 

está para crear jurisprudencia, rol que 
conlleva el riesgo de un deslizamiento 
(con tintes ideológicos muy contrapues-
tos a la esencia de la independencia ju-
dicial) a que los casos y las sentencias 
sean solo el vehículo de ejercicio por el 
Tribunal Supremo de una suerte de po-
der normativo paralelo, lo que en Esta-
dos Unidos se conoce como docket set-
ting processs o control de la agenda de 
señalamientos del Tribunal Supremo, 
mecanismo al que muchos consideran 
más una forma de hacer política que 
una ordenación gubernativa del funcio-
namiento del Tribunal.

Con el nuevo sistema, la admisión 
pasaría a ser una decisión del Tribunal 
basada en la existencia del denomi-
nado «interés casacional objetivo», 
imponiéndole al recurrente la carga 
procesal de justificar que en su caso 
concurre alguna de las causas que lo 
generaría, sin que la correcta invoca-
ción formal de cualquiera de ellas de-
termine la admisión del recurso, pues 
será en última instancia el Tribunal 
quien, según su propio criterio, selec-
cionará los asuntos que objetivamente 
deban dar lugar a una sentencia. En 
otras palabras, y como se desarrolla 
en El nuevo recurso de casación en el 
orden contencioso-administrativo, una 
ponderada importación del certiorari 
del Tribunal Supremo norteamericano. 
Mecanismo procesal que, por cierto, 
no es del todo ignoto en nuestra prác-
tica forense, pues su eficacia, de lo que 
también se dará cuenta en el libro, ha 
sido ya contrastada merced tanto del 
artículo 477.3 de la Ley de Enjuicia-
miento Civil (LEC) y su desarrollo por el 
ya célebre Acuerdo de la Sala Primera 
de 30 de diciembre de 2011, que resi-
denció el interés casacional en la in-
fracción de la doctrina jurisprudencial 
del Tribunal Supremo, en la existencia 
de jurisprudencia contradictoria entre 
Audiencias Provinciales o, finalmente, 
en la aplicación por parte de la sen-
tencia recurrida de normas que lleven 
menos de cinco años en vigor, sin que 
exista jurisprudencia del Tribunal Su-
premo sobre una norma anterior de 
contenido igual o semejante, o como 
de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de 
mayo, que introdujo como criterio de 
admisión de los recursos de amparo 
la figura de la «especial trascenden-
cia constitucional», de cuya acredita-

ción se hacía responsable al quejoso, 
y que ha supuesto, en el último año, 
la notificación de 208 providencias de 
admisión frente a las más de 6.600 de 
inadmisión.

Pues bien, aquel anteproyecto se 
convirtió en proyecto y este en Ley Or-
gánica 7/2015 el pasado 21 de julio, 
cuya exposición de motivos, ante la 
exigencia social de una mayor nivel de 
eficiencia y agilidad en el sistema judi-
cial, enfatiza la búsqueda de soluciones 
que den respuesta a algunos de los 
problemas que aquejan al sistema ju-
dicial español, articulándose para ello 
un paquete de medidas estructurales y 
organizativas encaminadas al logro de 
una mejor respuesta a los ciudadanos 

que acuden a la jurisdicción en defensa 
de sus derechos e intereses. Entre ellas, 
y en lo que aquí interesa, su disposición 
final Tercera introduce una sensacional 
revolución en nuestro sistema casacio-
nal, justificándolo en la necesidad de 
reforzar el recurso de casación como 
instrumento idóneo para asegurar la 
uniformidad en la aplicación judicial 
del Derecho, en aras de que la casación 
no se convierta en una tercera instancia 
procesal, sino que cumpla estrictamen-
te su función nomofiláctica, suponiendo 
para el paradigma casacional del orden 
contencioso administrativo regulado en 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, regulado-
ra de la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa (LRJCA), una verdadera revo-

lución en todos los órdenes, alterando 
copernicanamente los criterios de ad-
misibilidad y accesibilidad a la vía casa-
cional que durante décadas han estado 
vigentes, lo que va a exigir sin duda de 
un completo aggiornamento de todos 
los operadores jurídicos implicados, y 
muy especialmente del Gabinete Téc-
nico del Tribunal Supremo, tanto en su 
función de espigueo previo a la decisión 
como de apoyo a la misma, todo lo cual 
significará un reto de primera magnitud 
para unos y otros. Por añadidura, todo 
ello va a exigir del juzgador una apro-
ximación al recurso en la que ya no se 
busque únicamente la concurrencia de 
infracciones normativas, sino la exis-
tencia de relevancia casacional lo que, 
en puridad, supone un cambio de men-
talidad de enorme trascendencia. No 
en vano, se pasa de proteger y reparar, 
como primera prioridad, los derechos 
subjetivos de los litigantes, a salvaguar-
dar la unidad del ordenamiento jurídico 
a través de la formación de jurispruden-
cia, y todo ello, huelga decirlo, sin me-
noscabo de la tutela judicial efectiva del 
recurrente. 

Baliza de urgencia
La obra que ahora se presenta no 

tienen más pretensión –ni menos– 
que servir de baliza de urgencia ante 
la inminente llegada de un escenario 
radicalmente distinto al hasta aho-
ra conocido. Para ello, se examinará 
en primer lugar las novedades más 
importantes introducidas por la LO 
7/2015 en el procedimiento casacio-
nal, para después detenerse con al-
gún detalle en lo que es sin duda el 
instrumento nodal del nuevo sistema, 
que no es otro que la figura del inte-
rés casacional objetivo, repasando su 
encaje constitucional como sistema de 
admisión, sus orígenes, antecedentes, 
empleo en el derecho comparado y, fi-
nalmente, su articulación en la nueva 
legislación, culminando con la exposi-
ción de los retos y compromisos a los 
que los diversos operadores jurídicos 
se enfrentarán cuando el 22 de julio de 
2016 entre en vigor el nuevo recurso de 
casación en el orden contencioso ad-
ministrativo. El texto se complemen-
ta además con un práctico e intuitivo 
cuadro sinóptico y comparativo de las 
modificaciones operadas en la Ley Ju-
risdiccional. 

RAÚL C. 
CANCIO 
FERNÁNDEZ

El nuevo recurso de casación en el Orden 
Contencioso-Administrativo

Con el nuevo sistema, la admisión 
pasaría a ser una decisión del Tribunal 
basada en la existencia del denominado 
´interés casacional objetivo´



ENTREVISTA  |  23Actualidad Jurídica Aranzadi, núm. 915  29 de enero de 2016

ENTREVISTA

Actualidad Jurídica Aranzadi

Xavier Ribas, socio fundador del des-
pacho Ribas y Asociados, cuenta con 
una gran experiencia en materia de 
compliance. Este abogado estrena 
blog en el portal jurídico de Thom-
son Reuters Aranzadi, Legal Today, 
donde semanalmente abordará dife-
rentes aspectos de esta temática. En 
esta entrevista Ribas desgrana los 
elementos más relevantes del cum-
plimiento normativo de las personas 
jurídicas.

¿Qué relación existe entre la crisis y 
la irrupción del compliance? 

La crisis actual tiene su origen 
justamente en una cadena de actos 
contrarios al cumplimiento normati-
vo. Los excesos de aquella época han 
generado una crisis de confianza en la 
que el legislador incrementa las exi-
gencias normativas y exige más con-
trol a las empresas y éstas exigen más 
control a sus proveedores. 

Con el compliance, ¿se ha pasado de 
una mera presencia cosmética a una 
hiperregulación? 

El compliance es el efecto inme-
diato de la hiperregulación. La crisis 
de confianza obliga al legislador a 
elaborar muchas más normas y ello 
obliga a las empresas a crear una me-
todología que asegure un nivel acep-
table de cumplimiento. El problema 
es que el negocio sigue estando por 
delante del cumplimiento en muchos 
sectores, y el cumplimiento se con-
vierte en un mero trámite de mínimos. 
En esta segunda ola se propone un 
importante cambio cultural, que exi-
ge poner el cumplimiento normativo 
por delante del negocio y acreditar la 
eficacia del modelo de prevención y 
control. 

Quien afirma que el compliance ha 
dejado de ser una oportunidad para 
convertirse una necesidad, ¿está en 
lo cierto? 

Yo siempre utilizo el ejemplo de los 
fumadores. Hace años los no fumado-
res éramos una minoría, y ahora es al 
revés. Cumplir la ley era, y en algunos 
sectores sigue siendo, una desventaja 
competitiva. Después se convirtió en 
una oportunidad para desmarcarse 
de la competencia y llegará un mo-
mento en el que las empresas que no 
puedan acreditar que han hecho todo 
lo posible para establecer una cultura 
de cumplimiento en su organización 
serán una minoría. En el caso de de-
terminadas obligaciones y pruebas de 
cumplimiento que las grandes empre-
sas exigen a sus proveedores, el com-
pliance se ha convertido claramente 
en una necesidad. Tanto para el clien-
te como para el proveedor. De manera 
que una empresa que no ofrezca unas 
garantías mínimas a sus clientes en 
materia de cumplimiento normativo 
corre el riesgo de quedar aislada. 

¿Cuáles son las funciones del 
compliance officer? 

Yo distinguiría entre el compliance 
officer con funciones meramente or-
ganizativas y el compliance officer con 
funciones de control. El primero tiene 
una posición horizontal o transversal y 
el segundo una posición vertical y muy 
específica. El primero está alejado del 
riesgo y coordina el trabajo de los res-
ponsables de control, velando por la 
aplicación del modelo de prevención 
y control y realizando, entre otras, 
las funciones previstas en el artículo 
312 bis del Código Penal. El segundo 
tiene asignadas funciones específicas 
de prevención y control de terminados 
riesgos. 

¿Es garante el compliance officer? 

Puede llegar a serlo. Depende de 
lo que establezca el contrato, la polí-
tica de prevención y control y la des-
cripción de su puesto de trabajo. Tam-
bién puede tener funciones de garante 
asignadas por ley. El compliance offi-
cer genérico con funciones meramen-
te organizativas es muy probable que 
no ocupe una posición de garante. En 
cambio, el compliance officer con fun-
ciones de control sí será garante, y por 
lo tanto podrá llegar a ser declarado 
responsable por omisión de sus debe-
res de prevención y control. 

La reforma del Código Penal, ¿pone 
fin a las dudas interpretativas que 
había planteado la anterior 
regulación en lo que a las 
personas jurídicas se refiere? 

La reforma de 2015 supone un 
gran avance y resuelve muchas de 
las dudas que planteó la reforma de 
2010. Quedan algunos puntos sin re-
solver, como el modelo de gestión de 
los recursos financieros, y cuestiones 
cuyo nivel de detalle escapa al alcance 
escapa a una ley orgánica. Por eso es 
necesario conocer el criterio de la Fis-
calía General del Estado, el Tribunal 
Supremo y la doctrina especializada. 

¿Ha de ser el comportamiento del 
compliance officer el mismo ante 
clientes nacionales y extranjeros? 

Depende del sector. En el caso de 
sectores obligados en materia de pre-
vención del blanqueo de capitales y 
financiación del terrorismo, por ejem-
plo, el compliance officer deberá ase-
gurarse de que utiliza una metodo-
logía apropiada para obtener toda la 
información necesaria de sus clientes. 
Este proceso de obtención de informa-
ción y documentación tendrá una ma-
yor dificultad en determinados países. 

¿Existen en las empresas protocolos 
ante actividades delictivas? 

Sí. Es uno de los protocolos que 
deben formar parte del programa de 
compliance y todas las empresas y 
sus empleados deberían saber cómo 
deben actuar en el caso de detectar 
una actividad delictiva en el seno de la 
organización. 

Entre la advertencia a la empresa 
y la denuncia, ¿qué queda y cómo 
puede afectar al compliance officer 
posibles estigmatizaciones y 
represalias? 

El compliance officer puede pro-
poner un plan para erradicar las ma-
las prácticas sectoriales que hayan 
podido influir en la actividad de la 

empresa, con el fin de que el órgano 
de administración tenga una opor-
tunidad de modificar la actuación de 
la empresa y asegurar que el cum-
plimiento normativo es una prioridad 
que está por encima del negocio. La 
empresa debe asegurar, en el con-
trato o en las políticas de control, la 
inmunidad del compliance officer y la 
ausencia de represalias derivadas del 
cumplimiento de sus deberes y funcio-
nes. Ello no impide que haya represa-
lias, pero las convierten en una prueba 
de la mala fe y el dolo del órgano de 
administración. 

Legal Today cuenta con el blog 
‘Compliance RIBAS Y ASOCIADOS’. 
¿Qué nos vamos a encontrar en él 
cada siete días? 

Nuestro principal objetivo es ofre-
cer una interpretación doctrinal de 
la reforma y de las restantes normas 
aplicables al compliance, desglosan-
do y detallando las funciones, riesgos 
y controles que las empresas deben 
analizar, desarrollar o tener en cuenta. 

¿Cuáles son las semejanzas y 
diferencias entre los abogados de 
empresa y los compliance officer? 

Los abogados de empresa han te-
nido una evolución importante. Antes 
eran meros asesores que presentaban 
al negocio las distintas opciones y era 
el negocio el que tomaba la decisión. 
Ahora el negocio les pide más impli-
cación, y muchos de ellos realizan fun-
ciones directivas y toman decisiones 
que les impiden tener la independen-
cia requerida para la función de com-
pliance. El compliance officer no es 
un asesor. Tiene funciones proactivas 
como las de supervisión del modelo 
de prevención y funciones reactivas, 
como la atención del canal ético, pero 
no se implica en el negocio como el 
abogado de empresa. 

Xavier Ribas, abogado experto en compliance 

❝
El compliance officer 
no es un asesor ❞

"Una empresa sin compliance corre el riesgo de 
quedar aislada"
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No resulta extraño que las normas contengan 
previsiones específicas sobre su aplicación en el 
tiempo y, tampoco lo es, que se establezca que 
su entrada en vigor se demore en el tiempo. Lo 
que en principio es una técnica para acomodar 
situaciones y destinatarios a un nuevo régimen 
normativo (la vacatio legis o la demora en la en-
trada en vigor) se convierte, en no pocas ocasio-
nes, en técnica de oportunidad: no solo el qué, 
sino también el cuándo.

Y así, el inicio de un nuevo año se convierte 
en un momento que se tiene por adecuado para 
fijar el cambio de regulación y, por tanto, el paso 
de un sistema normativo a otro, como crónica de 
una transformación anunciada.

Con la llegada del año 2016 se imponen las 
comunicaciones electrónicas en la Administra-
ción de Justicia (Ley 42/2015, de 5 de octubre, 
de reforma de la LEC y Real Decreto 1065/2015, 
de 27 de noviembre) para los órganos y oficinas 
judiciales y fiscales y para los profesionales (1 de 
enero de 2016), cambio que se demora al 1 de 
enero de 2017 para los ciudadanos que no es-
tén representados o asistidos por profesionales 
de la justicia y opten por el uso de los medios 
electrónicos para comunicarse con la Adminis-
tración de la Justicia y para aquéllos que vengan 
obligados a ello conforme a las leyes o regla-
mentos entrará en vigor el 1 de enero de 2017, 
y tal como se establece en la disp. Final Cuarta 
del referido Real Decreto 1065/2015.

El 1 de enero de 2016 también ha sido el 
momento elegido para la entrada en vigor de 
la reforma del sistema para la valoración de los 
daños y perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación (disp. adic. Quinta de 
la Ley 35/2015, de 22 de septiembre) previsión 
que alcanza al art. 517.2 núm. 8º LEC/2000, 
precepto que determina los títulos que tienen 
carácter ejecutivo y que, en la nueva redacción, 
en relación a los autos que establezca la canti-
dad máxima reclamable en concepto de indem-
nización, sustituye el inciso “dictado en casos de 
rebeldía del acusado o de sentencia absolutoria 
o sobreseimiento” por el de “supuestos previs-
tos en la ley”.

El día 2 de enero de 2016 es el fijado para la 
entrada en vigor del texto refundido de la Ley Ge-
neral de Seguridad Social (TRLGSS/2015 apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre) si bien en la propia disp. final 
Única se establece que esa previsión de entrada 
en vigor lo es sin perjuicio de lo anterior, el com-
plemento por maternidad por aportación demo-
gráfica a la Seguridad Social regulado en el ar-
tículo 60 del texto refundido será de aplicación, 
cuando concurran las circunstancias previstas 
en el mismo, a las pensiones contributivas que 
se causen a partir de 1 de enero de 2016 y que, 
por su parte, el factor de sostenibilidad regulado 
en el artículo 211 del texto refundido, únicamen-
te se aplicará a las pensiones de jubilación del 
sistema de la Seguridad Social que se causen a 
partir del 1 de enero de 2019

También se opta por el primer mes del año 
2016, si bien en este caso se espera al último día, 
para que se produzca la entrada en vigor del tex-
to refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 
30 de octubre), aunque en este caso unas parte 
importante del texto refundido tenía prevista su 
entrada en vigor el día 2 de noviembre (el caso 
de las normas correspondientes al “intercambio 
transfronterizo de información sobre infraccio-
nes de tráfico», el “régimen Sancionador” y los 
anexos V –“Datos de búsqueda a los que podrán 
acceder los órganos competentes españoles”–, 
VI –“Datos que se facilitarán por los órganos 
competentes españoles”– y VII –“Carta de Infor-
mación”–).

La decisión sobre la vigencia en el tiempo 
corresponde al legislador, forma parte de la 
propia potestad y tan pronto nos encontramos 
con entradas inmediatas como con largas o ex-
tensas demoras, sin que haya nada que, a prio-
ri, permita determinar un mayor o menor plazo 
desde su promulgación en el Diario Oficial hasta 
que se produzcan su efectos.

A lo largo del año 2015 hemos encontrado 
todo tipo de casos. Así, el texto refundido de 
la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre) 
entraba en vigor el mismo día de su publicación 
en el BOE, y lo mismo sucedía con la Ley de Ca-
rreteras (Ley 37/2015, de 29 de septiembre) o la 
reforma de la LEC (efectuada por medio de la 

Ley 42/2015, de 5 de octubre) entrada en vigor 
al día siguiente de su publicación, demorando 
algunas de sus previsiones al 15 de octubre de 
2015, otras al 1 de enero de 2016 y otras hasta el 
1 de enero de 2017, demoras que no se referían a 
grandes cambios como eran las modificaciones 
en el Código Civil, propiedad horizontal, asis-
tencia jurídica gratuita, arbitraje, Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa… que a pesar de su 
innegable transcendencia entraban en vigor de 
manera inmediata.

Dos meses se concedían a los cambios en 
el proceso penal (Ley Orgánica 13/2015, de 
5 de octubre, y Ley 41/2015, de 5 de octubre), 
mientras que para los cambios planteados en 
el ámbito de las Administraciones Públicas (Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administracio-
nes Públicas y Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público) y proceso 
contencioso-administrativo (Ley 7/2015, de 21 
de julio, de reforma de la LOPJ) se otorgaba un 
año hasta su entrada en vigor.

Ante esta forma de actuar se hace difícil en-
contrar elementos que permitan entender las ra-
zones que motivan la precipitación en unos casos 
y la parsimonia en otros y, tal vez, la explicación 
es que no existe criterio alguno que, de forma 
razonada y meditada, justifique esa forma de ac-
tuar, de manera que, ante esa forma de actuar, en 
las más de las ocasiones infundada y caprichosa, 
más allá del pensamiento filosófico que todo es 
permanente a excepción del cambio.

Sobre las normas y los criterios 
para determinar el momento de 
su entrada en vigor

El año 2015 ha sido pródigo en nor-
mas y nos ha dejado, como corres-
ponde a la recta final de toda legis-
latura, una importante cosecha de 
leyes: 48 Leyes, 16 Leyes Orgánicas, 
12 Reales Decretos-Ley y 8 Reales 
Decretos-legislativos. Cambios nor-
mativos que han alcanzado todos los 
ámbitos, afectando a los pilares del 
ordenamiento jurídico, sin que nada 
haya escapado a ese intenso afán del 
legislador que ha llegado al Código 
Civil, Código Penal, Ley de Enjuicia-
miento Civil, Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, Poder Judicial, Estatuto de 
los Trabajadores, Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, Procedimien-
to Administrativo, Régimen Jurídico 
del Sector Público, Proceso laboral, 
Proceso Contencioso-Administrativo, 
Sociedades, Asistencia Social, Ley ge-
neral Tributaria, Fraude fiscal, Regis-
tro Civil, Seguros, Suelo, Seguridad 
Ciudadana, Función Pública, Montes, 
Carreteras…

Y en muchas ocasiones…
Tanto el esfuerzo del legislador 

como los efectos de ese trabajo han 
sido, sin lugar a dudas, extraordina-
rios. Cualquier medición que, en tér-
minos cuantitativos, se efectúe sobre 
esas labores normativas dará un re-
sultado satisfactorio. La cuestión es 
que, quizá, sea preciso hacer otro tipo 
de análisis que respondan a criterios 

de oportunidad legislativa y, así, des-
de un punto de vista de eficiencia nor-
mativa, tal vez fuera preciso analizar 
lo adecuado de dirigir esos esfuerzos 
en esa dirección (normativa) y no en 
otras.

Tal vez no resulte descabellado 
plantearse otros interrogantes sobre 
su cantidad, calidad, adecuación, uti-
lidad y congruencia.

1)	 ¿Es realmente necesario dic-
tar tal cantidad de normas?

No parece que una sobrerregu-
lación sea, por sí misma, indicio fa-
vorable a una mejor ordenación de la 
sociedad. De la misma forma que un 
exceso de cosecha no garantiza la ca-
lidad del producto de la abundancia 
de normas no se tiene que derivar una 
mejor calidad de vida para los ciuda-
danos. Es más, si cabe esperar algo 
de la opulencia normativa y la pro-
fusión en los cambios normativos es 
el desconcierto y la confusión de los 
afectados y, en definitiva, la inseguri-
dad jurídica.

2)	 ¿Es preciso profundizar tanto 
en las normas con rango de ley?

Confundir los elementos esen-
ciales con los accidentales conduce 
a que todo sea fundamental y a con-
vertir en ley detalles innecesarios y 
superfluos. Edificar con materiales 
compactos y pesados dificulta los 
cambios posteriores, de manera que 

cualquier reforma, por liviana que esa 
sea, se convierte en una obra mayor. 
Una legislación innecesariamente 
detallada es incapaz de adaptarse 
a las necesidades sociales y corre el 
riesgo de convertirse en injusta por 
inadecuada para las situaciones que 
pretende regular.

3)	 ¿Se corresponden esas leyes 
con las necesidades sociales?

Si las leyes tienen como fin la 
búsqueda del bien común y la re-
gulación de las necesidades de los 
ciudadanos tal vez una primera pon-
deración cuantitativa de las normas 
debería centrarse en las necesidades 
esenciales de la sociedad a la que 
sirven. Sanidad, educación, Justicia, 
asistencia social, participación en los 
asuntos públicos, los pilares sobre 
los que una sociedad que, conforme 
señala el primero de los artículos de 
su Carta Magna, se constituye en un 
Estado social y democrático de Dere-
cho, que propugna como valores su-
periores de su ordenamiento jurídico 
la libertad, la justicia, la igualdad y el 
pluralismo político.

4)	 ¿Responden esas normas a 
las necesidades de nuestro Estado y 
los compromisos que tenemos asu-
midos?

El Estado asume obligaciones 
y tiene el deber de cumplirlas. En 
nuestro caso somos parte de organi-

zaciones internacionales y tenemos 
que cumplir con los compromisos 
que ello supone. La pertenencia a la 
Unión Europea conlleva el deber de 
transposición a nuestro ordenamien-
to interno de las Directivas comuni-
tarias y al legislador corresponde esa 
obligación de transponer, en tiempo y 
forma. De su incumplimiento se deri-
van perjuicios que, en todo caso, so-
porta el ciudadano y, por ello, puestos 
a decidir las materias en las que hay 
que legislar la obligación de transpo-
sición se antoja como un criterio evi-
dente. No ha debido parecer cuestión 
tan clara para nuestro legislador que 
se ha empecinado en sacar decenas y 
no pocos textos refundidos obviando 
la aprobación de una nueva Ley de 
Contratación Pública que cumpliese 
con el mandato establecido en las 
Directivas de 26 de febrero de 2014 
sobre contratación pública, adjudi-
cación de contratos de concesión y 
sectores especiales que tienen que 

ser transpuestas antes del 18 de abril 
de 2016. Difícil de entender que con 
un anteproyecto concluido en abril de 
2015 no haya dado tiempo a su tra-
mitación. Otras leyes se han quedado 
por el camino, como ha sucedido con 
la de servicios profesionales.

Las leyes como producto y el le-
gislador como fabricante se deben al 
ciudadano como consumidor y desti-
natario de esas normas. Cantidad no 
tiene porqué ser sinónimo de calidad 
y es llegado el momento (no ahora, 
hace ya tiempo) de dignificar la acti-
vidad (que no profesión) pública que 
han de cumplir nuestros representan-
tes parlamentarios.

Necesitamos de un ordenamiento 
estable, compuesto por normas útiles 
que respondan a las necesidades de 
la sociedad, que aporten soluciones y 
eviten conflictos. Nuestro legislador 
ha demostrado capacidad para hacer 
muchas leyes, ahora solo necesita-
mos que las haga bien.

Legislar, (entre) sobrelegislar e 
infralegislar

J & F

Sobre lo que se tuvo que legislar y no se hizo 
(no se pudo, no se quiso)
J & F
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Un régimen de protección y de asistencia específico para los colectivos de víctimas 
más vulnerables

Desde el pasado 1 de enero se encuentra en vigor 
el Real Decreto que desarrolla, para ofrecer un 
régimen de protección específico, la Ley 4/2015, 
de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del deli-
to, publicada en el BOE el 28 de abril y que entró 
en vigor el pasado 28 de octubre. La norma es el 
Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por 
el que se desarrolla la citada Ley y regula las Ofi-
cinas de Asistencia a las Víctimas del Delito.

El Real Decreto fue aprobado por el Consejo 
de Ministros del pasado 11 de diciembre. Como 
hemos adelantado, su objetivo es contemplar un 
régimen de protección y de asistencia específico 
para los colectivos de víctimas más vulnerables. 
El desarrollo reglamentario no afecta a todos y 
cada uno de los derechos reconocidos en el Esta-
tuto de la víctima del delito ya que, según refiere 
la propia norma, “la gran mayoría se encuentran 
bien definidos y pueden ejercitarse sin necesidad 
de mayor regulación. Tan sólo se contienen algu-
nas precisiones para garantizar la mejor aplica-
ción de alguno de los derechos reconocidos a las 
víctimas”.

No obstante lo anterior, es importante des-
tacar que con este RD y su ley de referencia, el 
marco legislativo español aglutina en un único 
cuerpo normativo el catálogo de derechos de la 
víctima, transponiendo las Directivas de la Unión 
Europea en la materia, entre las que destaca la 
Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la 
que se establecen normas mínimas sobre los de-
rechos, el apoyo y la protección de las víctimas de 
delitos.

Estructura de la norma para “una respuesta 
amplia”

En cuanto a su estructura, el Real Decreto se 
divide en un total de 40 artículos desarrollados 
en tres Títulos: 

I.	 Derechos de las víctimas
II.	 El Consejo Asesor de Asistencia a las Víc-

timas
III.	 Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas, 

dividido a su vez en ocho Capítulos: (Disposi-
ciones generales; Funciones de las Oficinas de 

Asistencia a las Víctimas; Fases de la Asistencia; 
Evaluación individual de las víctimas; La Oficina 
de Información y Asistencia a las Víctimas de Te-
rrorismo de la Audiencia Nacional; Actuaciones 
de las oficinas en materia de coordinación; Otras 
actuaciones de las oficinas y Las actuaciones de 
las oficinas para cumplir las funciones adminis-
trativas). 

La norma se cierra con una disposición adi-
cional única, una disposición tran-
sitoria única y tres disposicio-
nes finales, la última de 
las cuales establece su 
entrada en vigor el 1 
de enero de 2016.

Con carác-
ter general, el 
RD busca ga-
rantizar una 
respuesta lo 
más amplia 
posible, no 
sólo jurídica, 
sino también 
social, a las 
víctimas, y no 
sólo reparado-
ra del daño en el 
marco de un proceso 
penal, sino también mi-
nimizadora de otros efectos 
traumáticos en lo moral que su 
condición puede generar, todo ello con 
independencia de su situación procesal. Al igual 
que contempla el Preámbulo de la Ley, el RD 
afirma obedecer “a una demanda social de ma-
yor apoyo” y protección a las víctimas del delito 
antes, durante y después del proceso penal.

Servicios gratuitos y confidenciales
En cuanto a las medidas concretas que in-

corpora y según informó el Gobierno, regula los 
servicios proporcionados por las Oficinas de Asis-
tencia a las Víctimas, que serán gratuitos y confi-
denciales, y se orientarán al apoyo legal, psicoló-
gico y familiar de quienes hayan sufrido un delito.

Por otra parte, se desarrollan algunos de los 
derechos reconocidos a las víctimas, tales como 
el derecho a obtener medidas de protección es-
pecíficas según sus necesidades individuales; 
a ser informadas o a recibir una adecuada asis-
tencia y apoyo. En línea con lo anterior, la norma 
prevé el desarrollo de protocolos de actuación, 
coordinación y colaboración con la participación 
de las asociaciones y colectivos de protección de 

las víctimas.

Especial protección a las 
víctimas más vulnerables

Para los colectivos de 
víctimas especialmen-

te vulnerables, tales 
como menores de 
edad y personas con 
discapacidad, así 
como víctimas de 
trata de seres hu-
manos, terrorismo, 
delincuencia orga-

nizada, violencia o 
explotación sexual, 

violencia de género 
o víctimas por motivos 

de odio, el Real Decre-
to prevé la posibilidad de 

tomar medidas específicas 
orientadas a su recuperación in-

tegral, realizar una evaluación indivi-
dual sobre las necesidades y circunstancias de 

las mismas, y adoptar otras medidas tendentes a 
evitar el riesgo de victimización reiterada, la inti-
midación y/o sufrir represalias.

Uniformidad en todo el territorio
Otro de los objetivos del RD es garantizar 

la uniformidad en la atención a las víctimas en 
todo el territorio nacional, para lo que la misma 
se canalizará a través de las distintas Oficinas de 
Asistencia a las Víctimas como unidades depen-
dientes del Ministerio de Justicia o de las Comu-
nidades Autónomas con competencias asumidas 
sobre la materia. 

Dichas oficinas:
•	 Deberán ofrecer una asistencia profesio-

nal multidisciplinar, para lo que contarán con 
asesores procesales que acompañen a las vícti-
mas durante el proceso penal.

•	 Contarán con asistencia terapéutica pres-
tada por psicólogos y aquellos otros profesiona-
les especializados que puedan incorporarse para 
incrementar la calidad de los servicios.

•	 También podrán elaborar planes de asis-
tencia individualizados para el adecuado segui-
miento de las víctimas y planes de apoyo psico-
lógico cuando se trate de víctimas especialmente 
vulnerables.

El RD desarrolla en este ámbito la Ley, en 
cuyo preámbulo se afirma que “es tan necesario 
dotar a las instituciones de protocolos de actua-
ción y de procedimientos de coordinación y cola-
boración, como también el fomento de oficinas 
especializadas, de la formación técnica, inicial y 
continuada del personal, y de la sensibilización 
que el trato a la víctima comporta, sin olvidar la 
participación de asociaciones y colectivos”.

Consejo Asesor de Asistencia 
Por último, el RD aprobado también prevé la 

creación de un Consejo Asesor de Asistencia a las 
Víctimas con representación de la Administración 
General del Estado, el Consejo General del Poder 
Judicial, la Fiscalía General del Estado, las Comu-
nidades Autónomas con competencias en mate-
ria de Justicia, el Consejo General del Colegio de 
Psicólogos y las asociaciones representativas de 
las víctimas. Este órgano consultivo permitirá 
abordar la asistencia y apoyo a las víctimas de 
forma más coordenada entre todas las institucio-
nes implicadas.

Finalmente, se regula un procedimiento para 
hacer efectiva la obligación de reintegrar aquellas 
ayudas, subvenciones o gastos que haya realiza-
do la Administración a favor de personas que han 
resultado condenadas por denuncia falsa o simu-
lación de delito, para evitar el enriquecimiento de 
quienes se hayan aprovechado injustamente del 
sistema asistencial de protección a las víctimas.

•	� Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la 
víctima del delito, y se regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito

El Boletín Oficial del Estado del pasado 19 de di-
ciembre publicó el Real Decreto 1148/2015, de 18 
de diciembre, que posibilita la realización de pe-
ricias a solicitud de particulares por los Institutos 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en las re-
clamaciones extrajudiciales por hechos relativos 
a la circulación de vehículos a motor.

La norma entrará en vigor el próximo 1 de 
enero y no tendrá carácter retroactivo, con arre-
glo a lo establecido en su Disposición transitoria 
segunda: “Las disposiciones que establece el 
presente real decreto se aplicarán únicamente a 
los accidentes de circulación que se produzcan 
tras su entrada en vigor”.

En primer lugar, el RD materializa la previsión 
contemplada en la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de 
julio, de reforma de la LOPJ, que permite que los 
médicos forenses que prestan sus servicios en los 
Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
puedan realizar además de esta imprescindible 
labor, la de emitir informes y dictámenes a soli-
citud de los particulares en los casos que se de-
terminen reglamentariamente. Afirma el RD que 
con ello “se pretendió que estos profesionales 
pudiesen intervenir, también, en la resolución ex-
trajudicial de conflictos, mediante fórmulas que 
propiciaran soluciones rápidas, seguras y efecti-
vas, especialmente cuando una de las partes hu-
biese sido víctima de un suceso dañoso del que 
surgiese su derecho a ser indemnizada”.

En segundo lugar, el Real Decreto encuentra 
apoyo legislativo en el nuevo artículo 7 del Texto 
Refundido de la Ley sobre responsabilidad civil 
y seguro en la circulación de vehículos a motor. 
Dicho precepto establece que reglamentaria-
mente puedan precisarse las cuestiones relativas 
al procedimiento de solicitud, emisión, plazo y 
entrega del informe emitido por el Instituto de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses correspon-
diente, además de que por esta vía se garantice 
la especialización de los médicos forenses en la 
valoración del daño corporal a través de las ac-
tividades formativas pertinentes. Pues bien, el 
RD 1148/2015, de 18 de diciembre, aborda dicho 
procedimiento previsto en el citado Texto Refun-
dido de la Ley, que ofrece una vía alternativa a la 
judicial civil para que los perjudicados y las com-
pañías de seguros puedan llegar a un acuerdo 
sobre la indemnización en el caso de accidentes 
de circulación, agiliza el procedimiento y permite 
al perjudicado cobrar antes y ahorrarse los costes 
que pudiera tener la interposición de la demanda.

Los Institutos de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses son órganos técnicos adscritos al Minis-
terio de Justicia o a las comunidades autónomas 
que hayan recibido los traspasos de funciones y 
servicios en relación con los medios materiales de 
la Administración de Justicia, cuya misión princi-
pal es auxiliar a la Administración de Justicia en 
el ámbito de su disciplina científica y técnica.

Cuatro grandes objetivos

La norma ahora aprobada pivota sobre cua-
tro grandes objetivos que, de forma resumida, se 
concretan en:

•	 Establecer un procedimiento que garan-
tice a los particulares un servicio pericial inde-
pendiente y de calidad, que facilite la resolución 
extrajudicial.

•	 Que dicho procedimiento garantice ade-
más la igualdad de trato con independencia del 
territorio del Estado en el que se produzca el 
siniestro. En este sentido, fija una normativa co-
mún que regule las condiciones de la petición pe-
ricial y su realización.

•	 Implementar un sistema de garantía de 
calidad de la pericia junto con la formación de los 
forenses.

•	 Conseguir la máxima objetividad e impar-
cialidad en la actuación pericial.
Estructura de la norma

El Real Decreto se estructura en tres capítu-
los, cuatro disposiciones adicionales, dos disposi-
ciones transitorias y dos finales.

El Capítulo I (Disposiciones generales) deli-
mita, respectivamente, el Objeto (art.1); Ámbito 
subjetivo y objetivo (art.2) y Ámbito territorial 
(art.3), que será “de aplicación en todo el ámbito 
nacional sin perjuicio de las competencias pro-
pias de las comunidades autónomas que hayan 
recibido los traspasos de funciones y servicios en 
relación con los medios materiales de la Adminis-
tración de Justicia y en materia de precio público”.

El capítulo II (Procedimiento de solicitud, 
elaboración y emisión de informes periciales) 
establece que el informe pericial de valoración 
del daño corporal sufrido con ocasión de un ac-
cidente de circulación puede ser solicitado en 
primer lugar por los perjudicados, comenzan-
do por la víctima del accidente. Pero en caso de 
fallecimiento, también puede ser solicitado por 
el cónyuge viudo, ascendientes, descendientes, 
hermanos y allegados, así como las entidades 
aseguradoras, que deberán realizar una oferta 
motivada al perjudicado. La norma prevé además 
que la solicitud pericial al Instituto de Medicina 
Legal sea realizada de común acuerdo por el per-
judicado y la entidad aseguradora. En caso de no 
existir dicho acuerdo, podrá ser instada de forma 
unilateral por la víctima.

En todo caso (Artículo 5. Consentimiento y 
colaboración activa), se solicitará el consenti-
miento expreso de la víctima lesionada para cada 

prueba que se acuerde realizar, así como para el 
acceso a la historia clínica y para la cesión de da-
tos a las entidades aseguradoras.

El capítulo III (Contraprestación de la pericia) 
recoge, en su artículo 14, que “se exigirá un precio 
público como contraprestación a la realización de 
la pericia por los IMLCF regulada en el presente 
real decreto, de acuerdo con lo establecido en la 
legislación sobre tasas y precios públicos, y es-
pecialmente en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos”.

El informe será en todo caso gratuito para el 
perjudicado, al que se le permite optar entre el 
Instituto de Medicina Legal de su domicilio o bien 
el del lugar en que ocurrió el accidente. Con arre-
glo al artículo 15 (Obligados al pago), “la entidad 
aseguradora que haya emitido la oferta motivada 
será la obligada al pago del precio público deri-
vado de la realización de los informes periciales a 
que se refiere este real decreto”. Dicha obligación 
incluye incluso los supuestos en los que no haya 
acuerdo entre ambas partes.

Norma guiada por el consenso

En la elaboración de esta norma se ha conta-
do con la participación y consenso de diversas en-
tidades y asociaciones, entre las que se encuen-
tran las asociaciones de víctimas de accidentes 
de tráfico, el Comité Español de Representantes 
de Personas con Discapacidad (CERMI), la Aso-
ciación Empresarial del Seguro (UNESPA), así 
como el Consejo Médico Forense y representan-
tes de médicos forenses.

Por otro lado, puesto que la norma afecta a 
Institutos de Medicina Legal transferidos, se ha 
contado con el apoyo y la colaboración de las 
Comunidades Autónomas con competencia en 
materia de Justicia.

MINISTERIO DE JUSTICIA

Los Institutos de Medicina Legal ya pueden realizar pericias sobre reclamaciones 
extrajudiciales por accidentes de tráfico
•	� Real Decreto 1148/2015, de 18 de diciembre, por el que se regula la realización de pericias a solicitud de particulares 

por los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en las reclamaciones extrajudiciales por hechos relativos a la 
circulación de vehículos a motor
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La sentencia nos narra una historia cada vez más 
común en nuestro país: cuatro mujeres, de na-
cionalidad tailandesa, contactan con personas 
residentes en España para que éstas les pro-
porcionen visados de turista, billetes de avión, 
reserva de hote-
les y dinero. Una 
vez en territorio 
nacional, las 
mujeres ejercen 
la prostitución 
para poder hacer 
frente a la deuda 
existente. 

La senten-
cia dictada por 
la Audiencia 
Provincial de 
Burgos condenó 
a los acusados 
como autores de 
un delito contra 
los derechos de 
los ciudadanos 
extranjeros a la 
pena de 6 años 
de prisión. La 
misma fue im-
pugnada por 
los condenados 
basando el recurso en un total de 21 motivos, de 
los cuales cabe resaltar el siguiente: aplicación 
retroactiva de lo dispuesto en el art. 318 bis.1º de 
la LO 1/2015, de 30 de marzo, de Reforma Penal, 
mediante la cual se redujo la pena a multa o pri-
sión de tres meses a un año.

Afirma el Alto Tribunal que “la tipificación 
específica y autónoma de los delitos de trata de 
personas incorporados por la reforma ha dejado 
el art. 318 bis 1º dedicado a la sanción de supues-

tos de menor entidad, estableciendo una separa-
ción entre la trata y el tráfico”. La diferencia entre 
ambas figuras jurídicas reside en el consenti-
miento: mientras que en la trata de seres huma-
nos la actividad que se realiza es de instrumen-

talización, no 
dando lugar a 
consentimien-
to alguno, en 
el caso de ayu-
da a la inmi-
gración ilegal 
sí que existe 
un consenti-
miento de so-
meterse a esa 
situación. 

Pese a 
que el resto de 
argumentos 
fueron des-
estimados, el 
Tribunal revisó 
la sentencia 
en virtud del 
principio de 
retroactividad, 
condenando a 
los recurrentes 
como autores 

criminales responsables de un delito de inmigra-
ción ilegal con ánimo de lucro del art. 318 bis 1º 
a ocho meses de prisión, inhabilitación especial 
para el derecho de sufragio durante el tiempo de 
duración de la pena privativa de libertad y costas 
procesales devengadas a partes proporcionales. 

Oihana Puente Cortés
Departamento de Derecho Penal

De 6 años a 8 meses de prisión: la nueva 
regulación del delito de inmigración ilegal 
STS, de 26 octubre 2015 (RJ 2015, 4957)
Ponente: Excmo. Sr. Cándido Conde-Pumpido Tourón 36 años de prisión, 10 de libertad vigilada, pro-

hibición a una madre de acercarse a sus hijas a 
menos de 200 metros y a comunicarse con ellas 
por cualquier medio, y el pago de de 50.000 eu-
ros por daños morales, son penas lo suficiente-
mente “duras” como para hacernos una idea de 
la gravedad de los hechos enjuiciados que fueron 
tipificados por la AP de Tenerife, y ahora ratifica-
dos por el TS, como delitos continuados de abuso 
sexual y de utilización de menores en la elabora-
ción de material pornográfico.

Por los mismos hechos, que evitamos refe-
renciar en esta reseña, fue condenada también 
la persona que recibía en su correo electrónico 
el material pornográfico, que es precisamente 
quien interpone el recurso que da lugar a esta 
sentencia. El condenado alega ante el Alto Tri-
bunal que las imágenes y demás contenidos se 
habían obtenido de manera ilícita dado que la 
madre de las menores, al ser descubierta de una 
forma casual por el técnico que arreglaba su or-
denador, confesó los hechos, entregó los equipos 
informáticos y facilitó las claves de acceso, pero, 
según la defensa, en ningún modo autorizó el ac-
ceso al contenido del ordenador.

Frente a esta alegación el Tribunal precisa 
que el consentimiento para legitimar el acceso 
al contenido documentado de comunicaciones a 

las que ya se ha puesto término y que, en con-
secuencia, desbordan la protección constitucio-
nal que dispensa el artículo 18.3 de la CE, puede 
ser otorgado mediante actos concluyentes y, así, 
como actos concluyentes, pueden calificarse los 
actos de identificación de las cuentas y entrega 
de las claves, por lo que la legitimación del acto 
de injerencia estatal en la intimidad de la afecta-
da no puede ponerse en cuestión. 

Tampoco se acepta por el Tribunal la alega-
ción de que los policías accedieron a los conte-
nidos sin autorización judicial. Según los ma-
gistrados, los agentes no se inmiscuían en un 
proceso de comunicación en marcha y añaden 
que la intimidad debía quedar desplazada ante 
la concurrencia de un fin constitucionalmente 
legítimo, en este caso, la investigación y descu-
brimiento de delitos de incuestionable gravedad, 
que tenían como víctimas a dos niñas de corta 
edad. “La simple posibilidad de que esas imáge-
nes pudieran llegar a convertirse, de una u otra 
forma, en contenidos difundibles en la red, in-
tensificando de forma irreparable el daño ocasio-
nado a las dos menores, era un riesgo que había 
de ser ponderado en el momento de necesidad y 
proporcionalidad”.

Maite de la Parte Polanco
Departamento de Derecho Penal

Cuando las madres dejan de serlo
STS, de 4 de diciembre de 2015 (JUR 2015, 298251)
Ponente: Excmo. Sr. D. Manuel Marchena Gómez

Durante la campaña de elecciones pri-
marias de candidatos en Madrid del 
partido UPyD, una de las aspirantes y 
su número dos elaboran un vídeo con 
distintas imágenes para promocionar 
su candidatura y lo suben a las redes 
sociales Twiter, Facebook y Youtube. En 
algunos momentos del mismo salen fo-
tografías de hace dos años de la candi-
data con ahora ex compañeros del par-
tido y con otro compañero, éste todavía 
militando en el mismo.

Estos ex compañeros y el aún com-
pañero de partido interponen demanda 
al entender que se ha vulnerado su de-
recho fundamental a su propia imagen, 
por haber sido usada su imagen sin su 
consentimiento y le solicitan indemni-
zación en concepto de daños morales y 
a difundir la sentencia condenatoria en 
los mismos medios en los que se difun-
dió el vídeo con las fotografías.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Valdemoro desestimó esta petición por senten-
cia de 12 de noviembre de 2012, sentencia que fue recurrida por los demandantes ante la Au-
diencia Provincial de Madrid pero ésta confirmó el 25 de febrero de 2014 el fallo del Juzgado.

El Alto Tribunal, basándose en abundante jurisprudencia contenida en su sentencia de 7 
de mayo de 2014 y en el art. 8.2 a) y c) de la LO 1/1982, establece que “los demandantes eran 
personas de proyección pública, en cuanto militantes activos de un partido, habiendo sido cap-
tada la imagen en actos públicos, por lo que la protección de su derecho a la imagen no puede 
ser tan relevante como pretenden, máxime cuando la publicación de sus imágenes durante la 
campaña de la demandada, fue meramente accesoria o secundaria y sin que conste el preten-
dido perjuicio que mantienen”. Por todo ello en-
tiende en la sentencia, redactada por el Excmo. 
Sr. D. Francisco Javier Arroyo Fiestas, que no se 
ha producido una intromisión ilegítima en el de-
recho a la imagen de los demandantes.

Se presenta demanda de juicio verbal por 
impugnación de calificación negativa del Re-
gistrador Mercantil que suspende la cláusula 
de modificación de los estatutos de una so-
ciedad en la que se pretendía elevar a públi-
co el acuerdo relativo a la retribución de los 
administradores, en la que no se fijaba 
retribución del cargo aunque el 
consejo podría acordar la re-
muneración que tuviese 
por conveniente a los 
consejeros ejecutivos 
en el ejercicio de sus 
funciones, sin nece-
sidad de acuerdo 
de junta ni preci-
sión estatutaria 
alguna de mayor 
precisión del con-
cepto o conceptos 
remuneratorios, 
en aplicación del 
artículo 249.2 de la 
Ley de Sociedades 
de Capital.

Solicita en primer 
lugar el recurrente la 
revocación de la nota de 
calificación del Registrador 
por falta de fundamento legal. El 
Juzgador de instancia, después de re-
cordar la reiterada doctrina de la DGRN según 
la cual, cuando la calificación del registrador 
es desfavorable se exige una motivación su-
ficiente de los defectos que se oponen a la 
inscripción pretendida, con suficiencia de los 
fundamentos jurídicos en los que basa dicha 

calificación con el fin de hacer efectivas las 
garantías del interesado, concluye que, en el 
presente caso, si bien la fundamentación jurí-
dica ha sido escueta es suficiente para la tra-
mitación del expediente ya que el interesado 
pudo alegar lo que estimó conveniente para 

su defensa.
Respecto del fondo del asun-
to, el juzgador considera vul-

nerado en dicha cláusula 
el principio de reserva 

estatutaria de la retri-
bución, en la medida 

en que tanto la exis-
tencia de remune-
ración, como el 
concreto sistema 
de retribución de 
los administrado-
res son circuns-
tancias que nece-
sariamente deben 

constar en los es-
tatutos sociales, 

bien en el momento 
de su constitución o 

con posterioridad en las 
respectivas modificaciones 

y ello porque es competencia 
exclusiva de la junta de socios, y 

no del consejo de administración según 
los artículos 217 a 219 LSC. Por todo ello, des-
estima la demanda.

Ana Barberia Legarra 
Departamento de Derecho Civil-Mercantil

CIVIL-MERCANTIL

El derecho a la propia imagen de los políticos 
en campaña 
STS, de 11 noviembre 2015 (JUR 2015, 281984)
Ponente: Excmo. Sr. D. Francisco Javier Arroyo Fiestas

La remuneración de los administradores debe 
aprobarse en junta 
SJMerc Barcelona de 27 noviembre 2015 (JUR 2015, 293482)
Magistrado-titular: José María Prado Albalat

Iker Roldán Aguirre 
Departamento de Derecho Civil-Mercantil
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TRIBUTARIO

La cuestión controvertida, sometida a 
criterio del TS, es determinar si tributa 
por IVA o por Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales la compra-
venta de terrenos resultantes de un 
Plan Parcial pendiente de aprobación 
definitiva, cuando las partes han pac-
tado la entrega una vez se encuentren 
urbanizados.

Resulta pacífico entre las partes 
que, habiéndose realizado la opera-
ción por empresarios o profesionales 
en el ejercicio de su actividad empre-
sarial o profesional, está sujeta al IVA 
en concepto de entrega de bienes. La 
discrepancia surge a la hora de deter-
minar cuándo se entiende realizada la 
entrega en este caso.

Para la parte recurrente, según el 
art. 75 de la LIVA (RCL 1992, 2786 y 
RCL 1993, 401) que establece que “el 
Impuesto se devengará en las entregas 
de bienes cuando tenga lugar su pues-
ta a disposición del adquirente”, por 
existir un proceso de urbanización, el 
devengo se produce en el momento 
en que es eficaz el acto por el que se 

aprueba el correspondiente proyecto, 
pues desde dicho momento el adqui-
rente puede disponer de las parcelas 
urbanizadas, en consecuencia, no 
puede estarse a la fecha en que se ce-
lebró el contrato privado, ni a la de su 
elevación a escritura pública, porque 
en esos momentos no se había inicia-
do el proceso de urbanización.

Por el contrario, para la sentencia 
de instancia el devengo tuvo lugar en 
el momento de la adquisición, y en 
este momento era aplicable la exen-
ción prevista en el art. 20.Uno 20º de 
la Ley del IVA, al afectar a terrenos 
rústicos.

El TS, respecto a este tema, re-
suelve que, cualquiera que sea la 
naturaleza jurídica atribuible al ob-
jeto del contrato, procede aceptar la 
tesis que defiende la recurrente, dado 
que el objeto del mismo se refería a 
unos terrenos resultantes de un pro-
ceso de urbanización, pendiente de 
aprobación, y su entrega, a efectos 
IVA, no podía entenderse producida 
antes de haberse siquiera iniciado 

dicho proceso, aunque, como señala 
el art. 75.2 de la ley del IVA, en las 
operaciones sujetas a gravamen que 
originen pagos anticipados anteriores 
a la realización del hecho imponible, 
el impuesto se devengará en el mo-
mento del cobro total o parcial del 
precio por los importes efectivamente 
percibidos.

En conclusión, el TS establece 
que lo relevante no es el estado fí-
sico del terreno a la fecha en que se 
produce la adquisición, sino el esta-
do del terreno que el transmitente se 
compromete a poner a disposición del 
adquirente. 

En suma, la operación litigiosa es-
taba sometida a gravamen en el IVA, 
lo que implica la disconformidad a 
Derecho de la liquidación provisional 
girada por el Impuesto sobre Transmi-
siones Patrimoniales Onerosas, dada 
la incompatibilidad existente entre 
ambos impuestos.

Celeste Alonso Antón  
Departamento de Derecho Público

Un JS en fecha 7-2-2012 declara la improcedencia de un despi-
do, optando la empresa por la readmisión. Asimismo recurre en 
suplicación y requiere al trabajador a su reincorporación, pero no 
se lleva a cabo por causas imputables a su exclusiva voluntad. Sin 
embargo, el trabajador plantea incidente de ejecución provisional 
por readmisión irregular, que es rechazado por considerar injusti-
ficada su no reincorporación: no queda extinguida la relación la-
boral y se le priva de los salarios de tramitación. La SJS adquiere 
firmeza con STJS de 18-5-2012: confirma la improcedencia aun-
que ampliando la condena a dos empresas más que habían sido 
absueltas en la instancia. El trabajador plantea ejecución definiti-
va. Inicialmente es denegada por el JS en sendos autos. Planteado 
recurso de suplicación es resuelto por STSJ 31-10-2013: declara 
readmisión irregular (pues ninguna de las empresas condenadas 
requirieron la readmisión tras firmeza de la sentencia), extinguido 
el contrato y reitera la indemnización fijada en la SJS que se calcu-
la hasta la fecha del despido (30-11-2011).

La empresa formula recurso casación UD pretendiendo que no 
es necesario otro requerimiento de readmisión, y que a los efec-
tos de la ejecución definitiva se dé plena virtualidad a la que ya 
se ofreció y fue rechazada por el empleado. El trabajador, por su 
parte, pretende que se compute a efectos indemnizatorios como 
tiempo de prestación de servicios el que media hasta la última 
STSJ que declara extinguida la relación laboral en base al art. 281 
LRJS.

El TS en sentencia 20-10-2015 desestima la pretensión de la 
empleadora: la obligación de comunicación de readmisión debe 

ser cumplida en trámite de ejecución atendiendo, no sólo a la bue-
na fe, sino también a la interpretación de los arts. 56.1 ET, 110.1, 
111.1, 270, 297 y 299 LRJS. Máxime cuando la condena se ha am-
pliado a dos codemandadas absueltas en la instancia.

Para resolver la pretensión del trabajador, el Alto Tribunal 
interpreta el art. 281 LRJS, que computa como tiempo de pres-
tación de servicios el que media entre la declaración de improce-
dencia y la declaración de extinción del contrato de trabajo. Pero 
ello es aplicable cuando la falta de prestación de servicios se ha 
producido por causas imputables al empresario. Sin embargo, 
en el presente caso, la falta efectiva de prestación de servicios, se 
ha producido al desatender el trabajador el requerimiento por su 
exclusiva voluntad. Con arreglo a lo anterior, el fallo no atiende 
en su totalidad a la pretensión del trabajador: no va a computar 
a efectos de cálculo de la indemnización el período que media 
desde la declaración de firmeza (recordemos, STJS 18-5-2012) 
hasta la extinción del contrato (STJS 31-10-2013). Pero sí amplía 
el cálculo efectuado por el JS al considerar computable el período 
que media entre la fecha de despido (10-11-2011) y la declaración 
de improcedencia (SJS 7-2-2012), ya que en este caso la falta de 
prestación de servicios trae causa de una decisión imputable al 
empresario, como es, en sí misma, el despido.

Mamen Alonso Arana 
Departamento de Derecho Laboral

LABORAL

El Tribunal Supremo declara nulas de pleno de-
recho las limitaciones a la superficie máxima de 
los centros comerciales previstas en el Plan Te-
rritorial Sectorial de Creación Pública de Suelo 
para Actividades Económicas y Equipamientos 
Comerciales, aprobado por Decreto 262/2004, 
de 21 de diciembre, del Consejo de Gobierno de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco

La entidad mercantil recurrente alega que el 
Plan Territorial Sectorial, al establecer el límite 
máximo de 25.000 m² de superficie de gran-
des equipamientos comerciales, comporta una 
restricción que infringe la Directiva Servicios en 
cuanto que ésta garantiza la libertad de esta-
blecimiento de los prestadores de servicios. En 
el proceso de instancia, el TSJ del País Vasco 
desestimó el recurso por considerar que dicha 

limitación se justifica por razones de ordenación 
territorial

Sin embargo, el Tribunal Supremo entiende 
que las razones de esas limitaciones a la super-
ficie de los equipamientos comerciales recogidas 
en el Plan Territorial Sectorial son exclusivamen-
te económicas y mercantiles, y, por ello, proscri-
tas tanto por la Directiva 2006/123/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre 
de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior, como por la Ley 17/2009, de 23 de no-
viembre, sobre libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, que traspone aquélla al 
ordenamiento interno, que sólo autorizan limi-
taciones por razones justificadas e imperiosas 
de interés general, entre las que se encuentran 
las relativas a la protección del medio ambiente 

y del entorno urbano. El Plan Territorial Secto-
rial acude a criterios económicos para imponer 
las limitaciones que establece a la superficie de 
los equipamientos comerciales, y así, fija como 
objetivo de esas limitaciones superficiales un re-
parto territorial entre las diferentes marcas para 
favorecer una mayor competencia empresarial, 
así como para incentivar la implantación de es-
tablecimientos comerciales de menor tamaño 
frente a los grandes equipamientos comerciales, 
ambos, evidentemente, de naturaleza económi-
ca, por lo que dicho Plan Territorial Sectorial ha 
utilizado criterios económicos para limitar las 
dimensiones de las superficies comerciales a 
pesar de que tales criterios no son las razones 
de interés general que, con carácter excepcional, 

admiten tanto la Directiva europea como la Ley 
estatal que la traspone.

Además, la Ley 17/2009, de 23 de noviem-
bre, sobre libre acceso a las actividades de ser-
vicios y su ejercicio, exige que las restricciones a 
la implantación de equipamientos comerciales 
deben motivarse suficientemente en la ley que 
las establezca. El Plan Territorial Sectorial, apro-
bado por Decreto del Consejo de Gobierno auto-
nómico, no cumple dichas exigencias ya que, ni 
tiene rango de ley, ni justifica suficientemente el 
cumplimiento de las condiciones de no discrimi-
nación, necesidad y proporcionalidad.

Ainhoa de Carlos Castillo 
Departamento de Derecho Público 
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LexNet ya está presente en la vida de la Aboga-
cía desde el 1 de enero de 2016. Muchas son las 
noticias, con más sombras que luces, que se han 
venido publicando en este último mes en los dife-
rentes medios nacionales.

No es para menos, estamos ante un proce-
so de cambio tecnológico y, como tal, aparecen 
quienes son punta de lanza de la innovación y 
quienes manifiestan una resistencia al cambio, 
bien razonadamente por la experiencia y el análi-
sis de los medios desplegados, bien porque todo 
cambio supone incertidumbre y temor.

Para ilustrar estas líneas he pedido opinión a 
diversos compañeros, entre ellos David Maeztu y 
Luis Abeledo me han participado sus impresiones 
y experiencia.

Para Maeztu “LexNet es una herramienta 
que se ha retrasado demasiado tiempo. La tec-
nología para que exista una comunicación con 
las garantías de seguridad y autenticidad está ahí 
desde hace muchos años y, sin duda, la Agencia 
Tributaria es un buen ejemplo de ello. Casi todas 
las declaraciones tributarias que se hacen son 
telemáticas, con sistemas de firma electrónica o 
contraseñas y no constan especiales problemas o 
incidencias. Es decir, si no se ha implantado an-
tes es por cierto miedo al cambio o comodidad en 
la forma de trabajo y por desconocimiento de las 
ventajas que contribuir a la digitalización total de 
los expedientes puede aportar a los procesos de 
la justicia”. 

Una de las preocupaciones existentes para 
Abeledo es la limitación del “peso” de los archi-
vos adjuntos o como señala Maeztu, el formato 
de los archivos, dándose la “paradoja que este-
mos ante un sistema de comunicaciones elec-
trónicas que no es especialmente bueno con las 
pruebas en soporte digital. Ya que, por ejemplo, 
no se puede aportar una grabación de una con-
versación o un video, el sistema no lo admite en 
este momento”.

Maeztu remarca otro aspecto mejorable, 
como es “la dependencia tecnológica de tecno-

logía Java, un clásico en la administración espa-
ñola, pero que presenta problemas con versiones, 
actualizaciones, sistemas operativos y navegado-
res. Sin duda sería más adecuado optar por solu-
ciones basadas en estándares menos problemáti-
cos en ese sentido, como html5”.

Si obviar los problemas que tienen los usua-
rios de Mac. Abeledo nos cuenta que ha tenido 
para instalar los certificados ACA y acceder al sis-
tema LexNET. “Me considero un abogado con un 
nivel alto pero la dificultad que hemos tenido ha 
hecho que me decida por implementar un siste-
ma Windows.”

Y es que, para Abeledo, LexNet es lento. “El 
despliegue de las pestañas a veces llega a des-
esperar. Más allá de esta desesperación, en mi 
opinión, su utilización no es complicada. Es, en 
funcionamiento, un gestor de mail con destinata-
rios predeterminados”. 

No obstante, también se perciben luces. 
Maeztu destaca que “la homogeneización de la 
información en los escritos, facilitará la gestión 
de los expedientes, ahorrando tiempo a los tra-
mitadores que verán los escritos automáticamen-
te dentro de cada procedimiento. De esta manera 
todo ese tiempo puede dedicarse a otras tareas 
necesarias.

La obligatoriedad de que los escritos en pdf 
hayan pasado por un sistema de reconocimiento 
de caracteres permitirá realizar búsquedas de 
información, facilitará la traslación de argumen-
tos a otros escritos, como las sentencias, y, quien 
sabe, tal vez permita en unos años aplicar tecno-
logía semántica que permita a las máquinas ges-
tionar muchos de los procesos”.

Aunque uno de los mayores temores que trae 
LexNet sea que “los juzgados se conviertan en 
impresoras de abogados y procuradores”, tal y 
como apuntaba el magistrado Martínez Zahone-
ro en Confilegal (30/12/2015). Pero justamente, 
el objetivo de la implantación de del papel cero 
en la Justicia es todo lo contrario, que los expe-
dientes circulen electrónicamente. Para ello, es 
necesario un cambio de hábitos y la adaptación a 
la lectura en pantalla. 

Solo les puedo decir que en Aranzadi hace 
16 años conseguimos el objetivo papel cero en el 
proceso de las 300.000 sentencias anuales que 
se reciben del CENDOJ y que desde el primer mo-
mento se produjo la adaptación al nuevo proceso. 
En pocas semanas se dejó de echar en falta im-
primir las sentencias para su selección o análisis. 

Hace unos meses leía un artículo sobre exigen-
cia que establecía la American Bar Association 
respecto de la competencia tecnológica de los 
abogados americanos. Se podría resumir en el 
siguiente principio: no se puede cumplir con las 
obligaciones éticas de la profesión en el mundo 
actual sin conocer los fundamentos de la tecno-
logía.

Así en los comentarios a la regla 10.1 en la 
que se establece la obligación de proporcionar 
una representación competente a los clientes 
se dice: “Para mantener los conocimientos y 
habilidades necesarios, un abogado debe es-
tar al tanto de los cambios en la ley y su prácti-
ca, incluyendo los beneficios y riesgos asocia-
dos con la tecnología pertinente…”.

Son varios los estados que ha asumido esta 
regla e incluso han ido más lejos al entender que 
“es imposible ejercer la abogacía hoy, o incluso a 
convertirse en un abogado, sin una comprensión 
básica de cómo utilizar la tecnología” [Court Su-
preme Delaware (Philadelphia)]. 

La práctica del Derecho ha evolucionado en 
todo el mundo. Los abogados no pueden cumplir 
sus obligaciones éticas básicas con los clientes, 
los tribunales y la profesión sin entender las he-
rramientas tecnológicas que pasan por sus ma-
nos.

No tengo la menor duda de que el abogado 
español tiene asumido en su trabajo diario la ne-
cesidad de ser competentes tecnológicamente, 
con independencia de que no haya referencias a 
dicha competencia ni en el Estatuto de la Aboga-

cía de 2013, ni mucho menos 
en el Código Deontológi-
co de la Abo-
gacía 
Es-

pa-
ñola 
o el 
Código 
Deontoló-
gico de los Abo-
gados Europeos, 
tanto en el acceso a la 
profesión, como en lo refe-
rente al ejercicio y la prestación 
del servicio al cliente.

Siempre he defendido la 
adaptación progresiva que ha 
realizado la abogacía españo-
la a la realidad tecnológica de 

cada momento. Desde las pri-
meras bases de datos en 

formato CD, pasando 
por el DVD hasta 

las ac-
tua-

les 
versiones 
en Internet, 

los progra-
mas de gestión 

de despachos, el uso del 
correo electrónico, las pá-
ginas web corporativas, los 
blogs, los libros y códigos 
en formato digital, la pre-
sencia en redes sociales, 
uso de smartphone... hasta 

la preceptiva y actualísima adaptación a la justi-
cia sin papeles y la correspondiente formación en 
LexNET o en los correspondientes programas de 
las autonomías que quedan fuera del ámbito del 
Ministerio.

Son muchos los compañeros que, además, 
forman parte de diferentes asociaciones de Dere-
cho TIC que van más allá del mero uso de herra-
mientas y profundizan en el derecho tecnológico 
hasta el punto de resultar especialistas en temas 
de privacidad, protección de datos, delitos tecno-
lógicos, big data, inteligencia artificial… y tantos 
otros temas en los que tecnología e innovación 
forman una entente en continua evolución.

En estos últimos meses, desde el Consejo Ge-
neral de la Abogacía Española y los distintos Co-
legios de Abogados se ha desarrollado diferentes 
actividades para la formación en el uso de Lex-
NET entre los colegiados. La apuesta de Ministe-
rio de Justicia de poner en marcha la comunica-
ción entre operadores jurídicos y los juzgados el 
1 de enero de 2016 es una realidad, aunque no 
esté exenta de críticas, temores y escepticismo 

en su implantación.
En este contexto, las exigencias tecnológicas 

que establece el Estatuto de la Abogacía no de-
berían quedar limitadas, como están en la actua-
lidad, al CGAE y a los Colegios de Abogados, la 
competencia tecnológica debería ser un requeri-
miento para el ejercicio de la abogacía. También 
procuradores, jueces y personal de la Administra-
ción de Justicia la deberían incluir en sus propósi-
tos. El mundo digital está en una constante evo-
lución y su presencia es cada vez más envolvente 
en todas nuestras actividades y, por lo tanto, las 
Facultades de Derecho deberían, también, incluir 
la competencia tecnológica en sus planes de es-
tudios.

FERNANDO J. 
BIURRUN

Abogado. Fundador de Law&Trends

La implantación de LexNet:
luces y sombras

La competencia tecnológica de los abogados
Fernando J. Biurrun. Abogado. 
Fundador de Law&Trends
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Cuando los abogados estamos centrados en prác-
tica de la prueba testifical solemos detenernos en 
cuestiones vinculadas a la forma de elaboración 
del interrogatorio, al tipo de pregunta a realizar o 
a la forma de responder del testigo; en definitiva, 
tratamos de controlar los procesos de prepara-
ción y ejecución del interrogatorio. Sin embargo, 
rara vez nos planteamos la forma en la que los 
jueces valoran las declaraciones de los testigos, 
asunto éste de enorme importancia que, como 
veremos, condiciona completamente el empleo 
de dicha prueba de forma eficaz por el abogado.

Artículo 376 de la LEC
El artículo 376 de la LEC, dedicado a la valo-

ración de las declaraciones de testigos, dispone 
que “los tribunales valorarán la fuerza probatoria 
de las declaraciones de los testigos conforme a 
las reglas de la sana crítica, tomando en consi-
deración la razón de ciencia que hubieren dado, 
las circunstancias que en ellos concurran y, en su 
caso, las tachas formuladas y los resultados de la 
prueba que sobre éstas se hubiere practicado”.

Dicho precepto, basado en el sistema de li-
bre valoración probatoria, establece en primer 
lugar las reglas de la sana crítica como el cauce 
necesario para la valoración de las declaraciones 
testificales, entendiéndose por “sana crítica” un 
conjunto de reglas o máximas de la experiencia, 
no recogidas en texto normativo alguno, que con-
forman el camino a seguir por el juzgador para 
valorar sin voluntarismos ni arbitrariedades los 
datos suministrados por la prueba. Consustancial 
a la “sana crítica” es su cualidad de racionalizar 
la discrecionalidad del juez a la hora de valorar 

el testimonio. Por lo tanto, a través de aquella, el 
juez razona su valoración de modo que ésta pue-
da ser sometida al necesario control de los órga-
nos jurisdiccionales superiores.

Sentado el principio rector de valoración de 
la prueba testifical, el artículo 376 establece tres 
parámetros orientativos que facilitan dicho pro-
ceso y que, sin duda alguna, reducen el riesgo de 
arbitrariedad judicial: 

a)	 La razón de ciencia, guarda relación di-
recta con el conocimiento por el testigo de los 
hechos relativos a su testimonio, es decir, la ex-
presión del cómo, cuándo, y dónde se percibió lo 
que se declara, información ésta que deriva de las 
explicaciones y aclaraciones que de el testigo a 
los letrados y al juez durante el interrogatorio.

b)	 Las circunstancias concurrentes, cons-
tituyen un parámetro amplísimo cuyo vértice se 
encuentra en las relaciones del testigo con las 

partes y con los hechos sobre los que declara, 
pudiendo considerarse como tales las circunstan-
cias personales (edad, capacidad de percepción 
sensorial, cultura, profesión, amistad o enemis-
tad, etc.) formales (forma de testificar, lenguaje 
verbal y no verbal, contradicciones, verosimilitud, 
rotundidad, inseguridad, etc.) o reales (ambigüe-
dades, subjetividad o interés personal del testigo 
en el resultado, etc.).

c)	 Y finalmente, las tachas formuladas, que 
no comportan la incapacidad del testigo para 
declarar ni para que el juez valore su testimonio, 
constituyen no obstante un mecanismo preventi-
vo para que el juez tenga en consideración la po-
sible parcialidad del testigo.

De los criterios anteriormente expuestos, 
podemos extraer algunas conclusiones que nos 
auxiliarán en el planteamiento y desarrollo de la 
prueba testifical:

1.º	 Siempre tendrá más credibilidad y será 
mejor a fines probatorios el testigo directo de los 
hechos que el que los haya conocido de forma in-
directa, por lo que el abogado debe asegurarse 
de la razón del conocimiento de los hechos de los 
testigos, bien para ofrecer un testimonio solvente 
o para restar verosimilitud al mismo según los ca-
sos.

2.º	 Durante el interrogatorio del testigo de 
nuestra parte hemos de resaltar a través de las 
preguntas aquellas circunstancias personales, 
formales o reales del testigo que pueden ayudar-
nos a primar la validez de su testimonio; por el 
contrario, a la hora de interrogar al testigo de la 
otra parte, hemos de destacar aquellas circuns-
tancias personales, formales o reales que resten 
credibilidad al mismo.

3.º	 Hay que estar muy pendiente de la forma 
de responder al interrogatorio del testigo a fin de 
obtener información (que emplearemos en nues-
tro informe) destacando bien la seguridad, rotun-
didad y contundencia de nuestro testigo, o bien la 
ambigüedad, indecisión o nerviosismo del testigo 
de la otra parte.

4.º	El abogado tiene que estar muy pendien-
te a las respuestas que el testigo (especialmente 
al de la otra parte) dé a las preguntas generales 
de la ley, puesto que éste es el momento en el que 
pueden constatarse circunstancias que eviden-
cien la parcialidad o falta de credibilidad del mis-
mo, lo cual habremos de poner en conocimiento 
del juez a efectos de su constancia. Igualmente, 
deberá asegurarse de que el testigo de nuestra 
parte comprende perfectamente el contenido de 
dichas preguntas.

5.º	La tacha debe emplearse con prudencia, 
pero si existe la creencia justificada de que en el 
testigo concurren las circunstancias para la mis-
ma, es aconsejable proceder a instar el procedi-
miento.

En definitiva, el interrogatorio del testigo es 
un proceso que no se agota en la propia acción de 
interrogar, siendo imprescindible que el abogado 
interiorice y reflexione sobre aquellos criterios 
que el juzgador tendrá en consideración cuando 
se enfrente al proceso de valoración de los hechos 
constatados a través de dicha prueba.

El abogado y el juez ante la valoración de la 
prueba testifical

ÓSCAR 
FERNÁNDEZ 
LEÓN

Consultora de marketing estratégico en SEMA

No existe una bola de cristal en la que podamos 
ver lo que va a ocurrir en el futuro, pero sí esta-
mos viviendo cambios en el sector legal que nos 
muestran tendencias y nos permiten intuir hacia 
dónde vamos.

En primer lugar la aparición de nuevos mo-
delos de negocio en la Abogacía es imparable y 
creo que solo estamos en el principio. Muchos 
despachos de abogados se convertirán en em-
presas de multiservicios en el que el Derecho sea 
solo una parte y en la que se pueden ofrecer ser-
vicios de peritaje, notaría, financieros, inversión… 
Veremos cada vez más una súper especialización. 
Los despachos ya han entendido que no pueden 
vender lo que han vendido siempre si no que hay 
que empezar a investigar y a estudiar el mercado 
para ofrecer lo que los clientes necesitan, de ahí 
la importancia de la especialización. No solo el 
contenido es importante, el formato también. 

El negocio legal debe dejar de ser estático 
y reactivo para encontrar ventajas competitivas 
estables que le permitan establecer dinámicas 
de conocimiento interactivo con el cliente. La 
co-creación (que no es más que involucrar a los 
clientes en procesos creativos o de innovación) 

sirve para empezar a caminar sin dar palos de 
ciego en este proceso de adaptación al mercado. 

“Lo que se ha hecho siempre” ya no sirve, al 
abogado se le va a exigir más compromiso y más 
capacidad de compartir no sólo el riesgo sino 
también el negocio. Es posible que al final de 
la década entre un 33 y un 50% de los ingresos 
provengan de servicios que la firma no está rea-
lizando en la actualidad. ¿Increíble? No hay más 
que ver la evolución de las empresas de otros sec-
tores. Quien no ha sido capaz de evolucionar, ha 
salido del mercado. 

La estandarización del servicio legal, los 
avances tecnológicos así como la sociedad de la 
información creará un a gran divergencia en el 
posicionamiento de las firmas por tipo de trabajo: 
por una parte las firmas enfocadas al proceso y 
por otro las firmas enfocadas al trabajo artesano. 
La tecnología aún tiene mucho recorrido, la inte-
ligencia artificial revolucionará algunos modelos 
del sector.

Competencia agresiva

La competencia es cada vez más agresiva lo 
que provocará la generación de valor y excelen-
cia en muchas y la desaparición de otras que no 
sepan adaptarse el entorno. La concentración de 
firmas a nivel mundial ya es una realidad. El cre-
cimiento orgánico mediante fusiones o contrata-
ción de equipos será una vía, pero, ¿por qué no?, 
parecerán nuevas firmas jóvenes y diferentes a 
todo lo conocido y tradicional. 

Los compradores de servicios legales son los 
que están marcando el ritmo y gracias a ellos y a 
las exigencias de los modelos de negocio de sus 
empresas están forzando la evolución de las fir-
mas. Eso implica nuevas profesiones dentro de 

las firmas (project legal manager, ingeniero de 
procesos), personal de apoyo preparado o consul-
tores específicos del sector legal en gestión que 
les ayuden a optimizar los procesos de gestión. O 
bien, serán los propios abogados que se formen 
en varias disciplinas. Los denominados profesio-
nales “T-shape” que por una parte tienen cono-
cimientos específicos en una disciplina técnica y 
por otra formación en conocimientos de gestión, 
habilidades y desarrollo de competencias. Hay 
muchos sectores con formaciones complementa-
rias como economistas, arquitectos, ingenieros… 

Cada vez más vemos las dobles titulaciones en 
las universidades. 

Los problemas dentro de las firmas sí que se-
rán parecidos: ¿cómo crecer?, ¿cómo ganar más 
clientes?, ¿cómo motivar al abogado individual?, 
¿cómo aumentar la rentabilidad?... Pero se le su-
marán la capacidad de retener talento y ofrecer 
entornos atractivos para trabajar. Porque ofrecer 
entornos amables no es sólo una cuestión de re-
tención, sino una buena práctica para obtener 
equipos de alto rendimiento y capaces de ofrecer 
un mejor servicio a los clientes. Los jóvenes no 
quieren esperar para ser felices, ni hipotecar su 
presente para un posible feliz futuro profesional. 
Algo de razón ya tienen. Puestos a imaginar, tal 
vez no encontremos con abogados en deportivas 
y sin corbata. 

Los clientes y sus abogados serán un equipo 
al servicio de unos objetivos. La colaboración y 
la anticipación será la clave. Poco futuro tiene el 
abogado reactivo al que se le llama cuando hay 
un problema. El entorno tan cambiante e indefi-
nido hace que el marco legal y la legislación va-
yan por detrás de lo que ocurre en la realidad eso 
genera incertidumbre. 

No sabemos lo que nos espera. En los años 
60 se pensaba que la evolución de la tecnología 
iba a liberar tiempo para el ocio de las personas. 
No sólo no ha ocurrido eso, sino que vivimos en el 
mundo de la respuesta inmediata. A diferencia de 
lo que podría ser lógico pensar, no solo tenemos 
menos tiempo libre sino que nos hemos converti-
do en esclavos de la tecnología. 

Estoy convencida que queda mucho por lle-
gar y nos hemos de preparar, hemos de ser flexi-
bles y tejer vías fluidas de comunicación con el 
mercado para prever y entender lo que viene, pero 
sobre todo saber adaptarnos y evolucionar. 

¿Hacia dónde irá el sector legal?

EUGENIA 
NAVARRO

La concentración de 
firmas a nivel mundial 
ya es una realidad
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PwC, líder en el mercado de 
transacciones español en 
2015

Según Thomson Reuters y por cuarto año 
consecutivo, PwC lideró en 2015 el merca-
do de asesoramiento financiero en fusiones 
y adquisiciones en España, en base al nú-
mero de operaciones cerradas en el año. 

PwC estuvo presente en un total de 115 
operaciones, y destacó como asesor de re-
ferencia en el sector inmobiliario, tanto en 
compra de estructuras como de carteras de 
participadas de real estate en el sector de 
la banca; se hizo presente de este modo en 
el Plan de Reestructuración de entidades 
financieras que contempla la desinversión 
de activos no rentables y participaciones 
no estratégicas.  Otros sectores en los que 
PwC asesoró en el mercado de transaccio-

nes en 2015 fueron el de la deuda (venta 
y adquisición de carteras fallidas), energía, 
sanidad y consumo. 

Según Malcolm Lloyd, socio responsa-
ble de Transacciones de PwC en España, 
Europa, Oriente Medio y África “esperamos 
que en 2016 continúe el dinamismo en el 
mercado de transacciones debido a la me-
joría del entorno económico, al interés de 
los inversores internacionales por invertir 
en España y a las operaciones de conso-
lidación que se están llevando a cabo en 
algunos sectores de actividad como el de 
distribución y consumo. Además, seguirá 
una actividad importante en los sectores 
financiero, inmobiliario y energético”.

Garrigues acoge una jornada 
sobre aeronaves tripuladas en 
remoto 

Las aplicaciones civiles para 
los drones se multiplican y 
hay que apostar por la tec-
nología, innovación, seguri-
dad y una rápida regulación: 
ésta es una de las conclusio-
nes principales de “El futuro 
de las aplicaciones civiles de 
los RPAS, responsabilidad 
futura, legislación comu-
nitaria y nacional”, jornada 
que acogió Garrigues abo-
gados y asesores tributarios 
el pasado 16 de diciembre. 
Fernando Vives, Presidente 
Ejecutivo de la firma, fue el 
encargado de abrirla y dar 
la bienvenida a los asisten-
tes. Los asistentes llegaron 
a la conclusión de que uno 
de los problemas que hay 
que afrontar en el escenario 
de los drones son los lími-
tes que impone al sector el 
marco jurídico, el cual  “res-
tringe mucho las posibles 
aplicaciones de los RPAS en 
el ámbito civil”.  

A pesar de ello, y tras el 
soporte normativo que dio 
la Ley 18/2014 del 15 de oc-
tubre, que regula el uso de 
las aeronaves civiles contro-
ladas por control remoto, 

el sector de las aeronaves 
remotamente tripuladas 
(RPAS) es un negocio que 
apunta a un gran potencial 
económico y tecnológico. Se 
calcula que en 2020 el sec-
tor civil y el militar podrían 
generar la misma cantidad 
negocio en materia de dro-
nes. En esa fecha, el bene-
ficio generado a los sectores 
vinculados se podría multi-
plicar por cuatro. 

Según razonó Alfredo 
Fernández-Rancaño, socio 
responsable del de-
partamento de 
Derecho Ad-
ministrativo, 
Urbanístico 
y Medio 
Ambien-
te de 
Garri-
gues: 
“El ne-
gocio 
crece 
vertigi-
nosamen-
te,  y la nor-
mativa, como 
casi siempre, va 
por detrás, aunque 

no está despistada”. “La 
legislación en España no 
está muy lejos de la que se 
está fraguando en la Unión 
Europea”, aclaró Alfredo 
Fernández-Rancaño. Ade-
más, “hay que contar con 
un planteamiento serio de 
desarrollo y tecnología y con 
clientes para poder recurrir 
a la Administración y con-
seguir que se avengan a una 
regulación del sector”.

Isabel López-Bustamante, socia del área Fiscal, 
y Alejandra Puig, directora en el departamento 
de Contencioso Tributario de Deloitte Abogados, 
han pasado a formar parte de las Women in Tax 
Leaders, ranking anual que publica International 
Tax Review y que reúne a las mejores expertas 
en Derecho tributario a nivel mundial. “Quere-
mos poner de relieve a algunas de las mujeres 
que hacen avances en un campo tradicional-
mente visto como dominado por los hombres”, 
señalan desde International Tax Review. Aparte 
de poder demostrar un notable éxito profesio-
nal durante el año anterior a ser incluidas en

 el ranking, las abogadas tienen que contar con un 
número mínimo de nominaciones, remitidas por 
clientes y compañeros de profesión.	    

Nueve directivas españolas han accedido este 
año a Women in Tax Leaders. Además de Isabel 
López-Bustamante y Alejandra Puig, Natalia 
Pastor y Montserrat Trape (KPMG), Maria Anto-
nia Azpeitia y Ana Royuela (Baker & McKenzie), 
Sonia Velasco (Cuatrecasas, Goncalves Pereira); 
Belen Palao (Bln Palao Abogados) y Esther Za-
marriego (Garrigues) completan el apartado de 
nuestro país.

Deloitte Abogados suma dos profesionales al ranking de 
‘Women in Tax Leaders’ 

Isabel López-Bustamante Alejandra Puig

El Colegio de Abogados de Barcelona (ICAB) 
acogió el 10 de diciembre un desayuno organiza-
do por Iterlegis Legal Staffing Solutions bajo el 
título El rol actual del abogado de empresa: ten-
dencias de contratación en España y en Europa. 
Las ponentes Silvia Pérez-Navarro, socia direc-
tora de Iterlegis y Marta del Coto, responsable 
de la oficina de Iterlegis en Barcelona, identifi-
caron el rol actual de los abogados de empresa 
(in-house), cómo están evolucionando en los 
últimos años y cuál es la manera más eficien-
te para afrontar un proceso de selección. Silvia 
Pérez-Navarro aclaró que “no solo se busca un 
perfil técnicamente completo, sino personas con 

mente abierta, capacidad de integración en una 
plantilla e identificación absoluta con los fines 
de la empresa donde se integra”, subrayando 
que “el abogado tiene que conocer al cien por 
cien el negocio, y luchar por los objetivos empre-
sariales”. De todas maneras, en un perfil de in-
house “no hay tantas reglas establecidas como 
en un abogado de despacho, porque éste suele 
estar concentrado en una práctica, mientras que 
el de empresa ha de abarcar todo”. “En la entre-
vista de trabajo -subrayó Silvia Pérez-Navarro- 
hay que demostrar que se conoce el sector”.

Presentadas a los asistentes por Cristina 
Crespo, presidenta de la Comisión de Abogados 

de Empresa del Colegio de Abogados de Barce-
lona (ICAB), las ponentes enumeraron una serie 
de recomendaciones basadas en su experiencia 
en el headhunting, tanto para las empresas que 
abren un proceso de selección de un abogado 
interno como para los propios candidatos. Silvia 
Pérez-Navarro subrayó que “en nuestros días, 
el ejercicio del derecho es mucho más que for-
mación técnica. Hay otros componentes y habi-
lidades a considerar no sólo en el momento de 
la búsqueda o en el proceso selectivo en sí; sino 
también a lo largo del desarrollo del trabajo en 
un puesto específico”. “Hay que tener las compe-
tencias necesarias para gestionar equipos si las 

circunstancias lo requieren, ya que a menudo el 
área legal lidera las operaciones empresariales”.

Para Marta del Coto, “hay cuestiones que los 
abogados de todas las categorías y seniority de-
ben conocer y aprender a desarrollar si quieren 
progresar en su trabajo y alcanzar sus objetivos”. 
Por ello, “es una buena noticia para el sector que 
los Colegios de Abogados se preocupen también 
de estas facetas de la profesión, para dar un ser-
vicio integral a sus colegiados, adaptándose a la 
sociedad y a los tiempos que corren”. 

Respecto a las previsiones de contratación 
para 2016, “se confirma la el aumento de po-
siciones, al amparo de evolución de la propia 
coyuntura económica”, vaticinó Silvia Pérez-
Navarro. “No serán contrataciones masivas, -tal 
y como razonaba Marta del Coto- pero sí se cu-
brirán puestos concretas y reestructurarán plan-
tillas todavía muy mermadas tras las salidas y 
despidos de los últimos años”.

Iterlegis ilustra en el ICAB las tendencias de 
contratación de abogados de empresa 
en España y en Europa
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La Junta General de socios de Cuatrecasas, 
Gonçalves Pereira, que se celebró los días 17 y 
18 de diciembre, nombró socios de honor a Pilar 
Cavero, Emilio Coco y Santiago Milans del Bosch.

Los tres abogados recibieron un emotivo re-
conocimiento por parte de la dirección del des-
pacho y la colectividad de socios, en premio a la 
larga trayectoria en el bufete y las valiosas apor-
taciones que han ido realizando.

Los nuevos  socios honoríficos han comenza-
do así una nueva etapa, durante la que seguirán 
unidos al despacho colaborando en la prestación 
de servicios y también con el desempeño de fun-
ciones institucionales. 

Pilar Cavero, profesional de Cuatrecasas, 
Gonçalves Pereira desde 1990, año en el que 
fundó la práctica Laboral en Madrid, es presi-
denta del Foro Español de Laboralistas (FORE-
LAB). Ha intervenido algunas de las más rele-
vantes reestructuraciones y negociaciones en su 
campo de los últimos años. Destaca, asimismo, 
en el asesoramiento en asuntos de alta direc-
ción, compensación y beneficios.

Emilio Coco fue nombrado socio del Área de 
Derecho Mercantil de Cuatrecasas, Gonçalves 
Pereira en 1989 y dirigió la oficina de Barcelona 
entre los años 2006 y 2010. Posee una amplia ex-
periencia en M&A y mercado de valores; y ha ase-
sorado relevantes Operaciones de Venta Pública. 
También ha llevado adelante numerosas transac-
ciones de fusiones y adquisiciones, y asesorado a 
empresas nacionales e internacionales, principal-
mente sociedades cotizadas. 

Santiago Milans del Bosch se incorporó a 
Cuatrecasas, Gonçalves Pereira en 1998 tras 10 
años como fiscal y magistrado especialista en 
lo contencioso-administrativo. Es considerado 
un especialista en prevenir contingencias puni-
tivas y defender la actividad empresarial en todo 
tipo de litigios tanto en sede administrativa y 
contencioso-administrativa como en sede penal. 
Milans del Bosch es académico correspondiente 
de la Real Academia de Jurisprudencia y Legisla-
ción y miembro de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales del Consejo General de la 
Abogacía Española.Pilar Cavero Santiago Milans del Bosch Emilio Coco

Cuatrecasas, Gonçalves Pereira nombra tres socios de honor 

El ministro de Justicia, Ra-
fael Catalá, impuso el pasa-
do lunes 18 de enero la Gran 
Cruz de la Orden de San Rai-
mundo de Peñafort a Alberto 
Palomar Olmeda, experto 
en Derecho Administrativo, 
autor de numerosas publi-
caciones y director de la Re-
vista Aranzadi de Derecho de 
Deporte y Entretenimiento. 

Un reconocimiento que, 
para Alberto Palomar “re-
compensa los méritos en 
materia de Administración 
de Justicia y de estudio del 
Derecho. Ambos son los fac-
tores esenciales de mi vida y 
de mi actividad. Solo desde 
el convencimiento de que 
el estudio y la investigación 
son los elementos centra-
les de mi vida profesional, 
puede entenderse la impor-

tancia personal de una dis-
tinción que, precisamente, 
tiene el estudio y la actua-
ción de la Justicia como ele-
mentos centrales. De ahí mi 
gratitud hacia el Canciller 
de la Orden y mi alegría por 
la recompensa”.

Alberto Palomar Olme-
da cuenta con una dilatada 
trayectoria profesional, que 
se ve reconocida con la con-
cesión de la Gran Cruz de 
la Orden de San Raimundo 
de Peñafort. Es doctor en 
Derecho por la Universidad 
Complutense de Madrid y 
diplomado en Criminología 
y en Derecho Constitucional 
y Ciencias Políticas. Autor 
de numerosos artículos y 
publicaciones de referencia 
como el Tratado de Derecho 
de Extranjería o el Código 

del Empleo Público, edita-
dos por Aranzadi, sus cola-
boraciones se recogen tanto 
en publicaciones y revistas, 
como en bases de datos de 
soporte on line.

También destaca su pro-
fundo conocimiento sobre el 
Derecho Deportivo, ya que 
es director de Revista Aran-
zadi de Derecho de Deporte 
y Entretenimiento y ha sido 
miembro del Consejo Edi-
torial de la Revista Jurídica 
Aranzadi. También ha par-
ticipado como ponente en 
numerosas jornadas y cur-
sos. Además, en el mismo 
acto recibieron la Cruz de 
San Raimundo de Peñafort 
los juristas, Cesáreo F. Duro 
Ventura, Juan R. Rodríguez 
Lamosí y Rafael M. Alcalá 
Pérez Flores.

Alberto Palomar,  Gran Cruz 
de la Orden de San Raimundo 
de Peñafort

El Área de Empleo del ICAM 
consigue más del 50% de 
contrataciones

En menos de un año de an-
dadura, el Portal del Área de 
Empleo -antes llamado “Bol-
sa de Trabajo”- del Colegio de 
Abogados de Madrid (ICAM) 
ha gestionado un total de 487 
ofertas de empleo para profe-
sionales jurídicos. De ellas, 215 
se han cerrado con la contrata-
ción de miembros del Colegio 
demandantes de empleo. A 

esta cifra hay que sumar dos 
convocatorias públicas para 
servicios de asesoría jurídica, 
que finalizaron igualmente con 
un resultado positivo.

La base de datos del portal 
está conformada en este mo-
mento por 4.700 curricula con-
siderados actualizados. De ma-
nera paralela, y con el objetivo 
de posibilitar que los futuros 

abogados accedan a prácticas 
profesionales en despachos y 
empresas, el Colegio ha puesto 
en marcha la llamada “Plata-
forma de prácticas del Máster 
de Acceso a la Abogacía”, una 
herramienta digital donde ins-
cribirse como despacho colabo-
rador que ofrece de prácticas. 
En 2015 se han registrado 545 
despachos en la plataforma.

Legal y Económico ficha a José Carlos 
Cano para el área Internacional

El Despacho Legal y Económi-
co incorpora a sus filas a José 
Carlos Cano, experto en Dere-
cho Comunitario, para dirigir su 
división de Internacional y con 
el fin de apoyar a las empresas 
que quieren acceder a nuevos 
mercados, inversiones y opor-
tunidades de negocio.

El fichaje de José Carlos 
Cano se enmarca dentro de la 
línea de crecimiento seguida 
por el despacho Legal y Econó-
mico en el último año, que ha 
complementado sus prácticas 
legales y empresariales con el 
refuerzo de otras áreas clave de 

la abogacía de negocios como 
la reestructuración, refinan-
ciación, fiscalidad y gestión de 
empresas. 

Con la incorporación de 
José Carlos Cano y la creación 
de la división Internacional, el 
despacho Legal y Económico 
pretende, según su presidente, 
Pedro Martín Molina "ofrecer 
un asesoramiento multidiscipli-
nar y global a clientes que bien 
ya tienen intereses en España o 
bien buscan nuevas oportunida-
des de negocio en otros países". 
El socio fundador de la firma 
continúa "El acceso a los mer-

cados internacionales es una 
necesidad primordial para los 
clientes de la firma, y para ga-
rantizar el mejor asesoramiento 
en esta materia, contamos con 
la experiencia de José Carlos 
Cano, que estará acompañado 
de un equipo de abogados y 
economistas, altamente cualifi-
cados, expertos en derecho na-
cional e internacional". Además, 
"la firma cuenta también con 
una amplia red de despachos 
colaboradores de primera línea 
en todo el mundo que trabajan 
estrechamente con el equipo de 
Legal y Económico". 
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Fernando Pindado, asesor jurídico de la ONCE, V Premio Derechos Humanos y Discapacidad CERMI 2015

"Con las fuentes de las que disponemos, se podrían 
mejorar los derechos de las personas con discapacidad"

Actualidad Jurídica Aranzadi

Entrevistamos a uno de los nombres propios 
del sector de la discapacidad, Fernando Pin-
dado, miembro del equipo jurídico del Consejo 
General de la ONCE. Con su trabajo Hacia una 
catalogación de los derechos fundamentales ha 
tenido un espaldarazo a su carrera profesional, 
al recibir el V premio CERMI Derechos Humanos 
y Discapacidad. “Propongo varias mejoras para 
todas las que no es necesario ninguna reforma 
legislativa”, afirma Fernando Pindado, en un 
diálogo donde se evidencia que, optimizando 
los recursos que nos brinda el sistema normati-
vo español, podría llegarse a un mejor recono-
cimiento de todas las realidades personales de 
nuestra sociedad.

¿Qué supone para usted haber recibido el V pre-
mio CERMI Derechos Humanos y Discapacidad?

Lo recibí por mi trabajo titulado Hacia una 
catalogación de los derechos fundamentales, ar-
gumento que, como tal, es inédito en el ámbito 
jurídico. En él aporto mi óptica sobre la situa-
ción social de las personas con discapacidad y 
propongo opciones, soluciones y alternativas. 
Aspiro a que el esfuerzo del sector obtenga 
como recompensa un mundo más justo, que 
genere frutos. Ha sido un gran honor, teniendo 
en cuenta las personas que me han precedido 
en el Premio y la identidad de los miembros del 
Jurado, quienes son grandes especialistas en la 
materia que he tratado en la investigación.

¿Nos podría decir alguna de las soluciones que 
podrían aplicarse sin hacer grandes reformas 
legislativas?

En la tesis propongo varias mejoras para 
todas las que no es necesario ninguna reforma 
legislativa. Yo he partido de una premisa: con 
las fuentes de las que disponemos, se podrían 
mejorar los derechos de las personas con disca-
pacidad. Destaco la relativa a la institución del 
Defensor del Pueblo, o la ratificación plena de 
algunos tratados internacionales. A mi juicio, no 
hace falta una reforma de la Constitución para 
obtener resultados; en todo caso, un cambio de 
estrategia política y social, con el objetivo de 
que se consolide el modelo social de atención a 
las personas con discapacidad, eliminando las 
barreras que la propia sociedad les genera para 
el disfrute de sus derechos.

En 2013, la ONCE fue galardonada con el pre-
mio Príncipe de Asturias a la Concordia. ¿Se tra-
ta entonces de que se ha abierto un camino de 
reconocimientos?

No es que hayamos iniciado ningún camino, 
pero lo cierto es que trabajar en una institución 
como la ONCE, como es mi caso, acerca a la di-
fícil realidad que viven las personas con disca-
pacidad en su día a día.

Como miembro del equipo jurídico del Consejo 
General de la ONCE, ¿cuáles son los asuntos 
que despacha a diario?

Mi intervención es un asesoramiento cor-
porativo, como la mayoría de los abogados de 
empresa internos. Apoyo en lo jurídico a la fi-
gura del Secretario General de la ONCE, quien 
tiene asignado estatutariamente el control de 
legalidad de la Organización. Asesoro a los ór-
ganos y cargos internos del órgano de gobierno. 
Las áreas de actividad son muy variadas, dado 
que me ocupo del régimen laboral, quejas y 
recursos internos presentados ante el Consejo 
General de la ONCE, discriminación, gestión de 
fundaciones y otras entidades dependientes.

¿Qué tipo de inconvenientes a la integración se 
pueden superar con un departamento jurídico 
de la ONCE que trabaje fuerte?

Nosotros llevamos a cabo una labor de ase-
soramiento en relación con las materias que 
le he indicado anteriormente. Valoramos las 
situaciones de hecho en las que se encuentran 
estas personas y emitimos nuestro juicio técni-
co, que elevamos a los órganos internos com-
petentes. 

Se les facilita un enfoque jurídico del pro-
blema, lo que, en sí, creo que es un buen punto 
de partida para analizar las situaciones de he-
cho de una posible discriminación y el arbitrio 
de soluciones eficaces de defensa.

¿Nuestro sistema jurídico 
ofrece soluciones reales a 
las personas con disca-
pacidad?

Sí y no. Sí en lo 
teórico o formal; no, 
en lo práctico. Tene-
mos un ordenamiento 
jurídico muy avanza-
do, pero que no se ve 
refrendado en su apli-
cación práctica. Tra-
tándose de situaciones 
relacionadas con los de-
rechos fundamentales, no 
hay una conciencia política 
y social de la gravedad del 
problema y de la dificultad con 
que las personas con disca-
pacidad deben 
luchar cada 
día. Es-

toy pensando en la accesibilidad, la política 
abstencionista de los poderes públicos y la casi 
nula implantación en el sector privado. Como se 
ve, queda mucho por hacer.

¿Qué problemas quedan por resolver para la 
completa integración de las personas con dis-
capacidad en la vida laboral? 

Hay un problema relacionado con la con-
ciencia social, pues vemos a las personas con 
discapacidad desde la discapacidad, sus limi-
taciones. A mi juicio, el enfoque es equivocado: 
se debe variar el foco destacando sus múltiples 
capacidades, muy superiores en algunos casos 
a las que ofrecemos las personas sin discapaci-
dad; por otro lado, la riqueza social que ofrece 
la inclusión social de las personas con discapa-
cidad a través del trabajo. Es difícil cuantificar 
el aporte que realizan estas personas para la 
vida democrática; ¿acaso podemos pensar que 
la democracia es posible sin una plena inclusión 
de todos los miembros de nuestra sociedad, se-
gún sus capacidades? Resulta imprescindible 
explotar esas capacidades, para lo cual se ne-
cesitan cambios en la conciencia social, pero 
también medidas de acción positiva para que 
estas personas alcancen la igualdad de opor-
tunidades.

¿Qué mejoras podrían hacerse en la regulación 
del juego que facilitase la labor de la ONCE?

En determinados sectores, y este 
que indica es uno de ellos, hay de-

masiadas normas que no se res-
petan. Evidentemente, por mi 

conocimiento profesional del 
tema, podría decir que hace 

falta trabajar en la erra-
dicación del juego ilegal, 
que compite de forma di-
recta, desleal y abierta con 
los productos de la ONCE. 

Algunos entes no sólo no 
disponen de licencia alguna 
en una actividad regulada, 
sino que los productos que 

ofrecen resultan un fraude a 
los derechos sociales de las 

personas que los venden, apar-
te de a la Hacienda Pública y a 

los derechos de los consumi-
dores. De-

trás 

de muchas de estas asociaciones se esconden 
auténticas empresas que persiguen el lucro ex-
clusivo de los miembros de sus Juntas Directi-

vas. Yo de lo que hablo en mi investigación es 
del derecho fundamental a la inclusión social 
a través del empleo, no a la conmiseración so-
cial que estas entidades ilegales promueven.

❝
Mi intervención es 
un asesoramiento 
corporativo, como 
la mayoría de 
los abogados de 
empresa internos

❞

❝
Tenemos un 
ordenamiento 
jurídico muy 
avanzado, pero 
que no se ve 
refrendado en su 
aplicación práctica

❞


